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A través de estas líneas quiero unirme al homenaje que con esta publicación 
se brinda en el 40° aniversario de la promulgación del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal. Sirvan estas palabras para expresar mi reconocimiento a un 
órgano constitucional y de suma importancia para nuestro Estado de derecho 
como es el Ministerio Público.

La construcción de un nuevo modelo de Ministerio Fiscal en 1981 fue  
resultado de las rápidas transformaciones de las estructuras institucionales de 
nuestro país y del esfuerzo de estas para la consolidación de un sistema de dere-
chos y garantías que nos equiparase a los países occidentales más avanzados.

La Constitución española describe la misión del Ministerio Fiscal dentro 
de su Título VI relativo al Poder Judicial y le atribuye unas funciones sobresa-
lientes.

A su vez, el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, aprobado en virtud de 
la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, ha desarrollado y profundizado durante los 
últimos cuarenta años las funciones de este órgano de relevancia constitucional 
al que el legislador constituyente atribuyó la misión de promover la acción de 
la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del 
interés público tutelado por la ley, así como de velar por la independencia de los 
tribunales y procurar ante estos la satisfacción del interés social.

Las cuatro décadas transcurridas son suficientes para hacer balance y  
reconocer que el Ministerio Fiscal ha contribuido decisivamente a la consolida-
ción de un Estado de derecho que asegure el imperio de la ley como expresión 
de la voluntad popular, tal como señala el preámbulo de nuestra Constitución. 
Un  Estado de derecho pleno y moderno como el que ahora disfrutamos y que es 
presupuesto inexcusable para la materialización de los valores superiores de 
nuestro ordenamiento jurídico.

El transcurso de los años refleja el compromiso de evolución, adaptación 
o impulso del Ministerio Fiscal en las profundas transformaciones que ha teni-
do España, así como el del resto de instituciones que han contribuido al desarro-
llo social y económico vinculado a la promoción por los poderes públicos de la 
libertad y la igualdad.

Las instituciones precisan del soporte de las personas que las integran. 
Deudores y agradecidos del pasado y de quienes han sido sus protagonistas, 
aquellos que en la actualidad las representan deben proyectarlas hacia el futuro, 
hacer frente a los desafíos del mañana, como día a día lo viene haciendo el con-
junto de la sociedad española. La Corona, el Ministerio Fiscal y las demás insti-
tuciones asumen, en el llamado siglo de las mujeres, la responsabilidad que les 
corresponde y afrontan nuevos retos mientras aguardamos esperanzados el final 
de la pandemia en este difícil año 2021.

Sin duda es una tarea trascendente la que realizáis. Por ello, en esta opor-
tunidad quiero agradecer vuestro firme compromiso con el Estado social y  
democrático de derecho en el que España se constituye y del que sois impres-
cindibles promotores y custodios, al tiempo que me sumo con verdadero afecto 
a la conmemoración del 40° aniversario de vuestro Estatuto Orgánico.
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Dolores Delgado García

Fiscal General del Estado
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EL PROYECTO DE LEY DE ESTATUTO 
Orgánico del Ministerio Fiscal, de cuyo 40 aniver-
sario es un homenaje esta publicación, fue remi-
tido por el Gobierno y publicado en el Boletín 
Oficial de las Cortes Generales el 23 de mayo de 
1980. El Fiscal General del Estado había enviado 
al Ministerio un borrador de Estatuto que sirvió 
de base en unión de estudios prelegislativos pre-
cedentes, de las aportaciones doctrinales y de los 
antecedentes de derecho comparado, a un ante-
proyecto que preparó una comisión de letrados 
designados por el propio Ministerio de Justicia. 
El proyecto de ley fue aprobado definitivamente 
el 30 de diciembre del mismo año y el 13 de enero 
de 1982 fue publicado en el Boletín Oficial del 
Estado. Así fue su gestación.

Echando la vista atrás, desde esta evocación, 
comprendemos ahora en su dimensión  histórica 
lo que significó la promulgación del Estatuto Orgá-
nico del Ministerio Fiscal hace ya nada menos que 
40 años. De una fiscalía y una sociedad apenas sa-
lida de un régimen dictatorial, en los estertores del 
franquismo, el nuevo Estatuto nos situó en los al-
bores de la democracia. Si ya la Constitución ape-
nas tres años antes había apuntado una nueva, 
novísima visión del Ministerio Fiscal dentro de una 
concepción estructural de toda la arquitectura po-
lítica del Estado, la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 

por la que se regula el Estatuto Orgánico del Minis-
terio Fiscal, culminó el complejo encaje sistemáti-
co de nuestra institución y la plasmación explícita 
de su integración con autonomía funcional en el 
Poder Judicial.

La inaplazable implementación de un mo-
delo procesal homologable con los países de nues-
tro entorno y que pueda dar una respuesta eficaz 
a los fenómenos de delincuencia compleja y trans-
nacional es una exigencia no solo de la lógica jurí-
dica y del mandato constitucional, sino que se tor-
na en imprescindible ahora que el nuevo modelo 
de investigación ya no es solo un mero proyecto, 
sino una realidad que refleja la Ley Orgánica 
9/2021, de 1 de julio, de aplicación del Reglamento 
(UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre de 
2017, en la que se establece una cooperación refor-
zada para la creación de la Fiscalía Europea.

La realidad es también que en este año 
2021 no solo conmemoramos una norma que ha 
regido la institución y nuestra vida profesional 
durante las últimas cuatro décadas, sino que cele-
bramos un compromiso compartido para em-
prender el camino de una transformación que 
está por llegar, un impulso legislativo para el na-
cimiento de un nuevo marco estatutario.

Como Fiscal General del Estado me embar-
ga un sentimiento de enorme responsabilidad 

para con la ciudadanía y el Ministerio Fiscal. Nos 
encontramos al final de un año que ha sido muy 
duro y en las vísperas de otro en el que alberga-
mos temores y esperanzas. Hemos completado 
históricamente la primera etapa del proceso de 
desarrollo de un Ministerio Fiscal democrático y 
ahora queremos avanzar sin tropezar, conquistar 
sin imponer, conciliar el cambio de la reforma 
que, sin demoras, nos ha de embarcar en otro pe-
riodo en el que el objetivo más importante será 
trabajar hacia una autonomía real de la institu-
ción. En la interacción entre el funcionamiento 
eficiente de una organización formada por excel-
sos profesionales con la vocación de servicio pú-
blico y el equilibrio de poderes que define el texto 
constitucional. Los poderes públicos no vivimos 
apartados en compartimentos estancos, al contra-
rio, se nos debe exigir una leal colaboración para 
el beneficio de la ciudadanía; la ponderación está 
en los instrumentos que impidan que uno se su-
perponga a los demás y para eso están los contra-
pesos de los que nos dotamos.

Queremos, con legitimidad democrática, 
mejorar nuestros márgenes de autonomía y res-
ponsabilidad, conciliar los logros del Estatuto con 
un texto nuevo o con uno profundamente refor-
mado. En ello estamos empeñados, en la Fiscalía 
del siglo xxi.
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Pedro Sánchez Pérez-Castejón

Presidente del Gobierno

40 AÑOS FORTALECIENDO EL ESTADO 
DE DERECHO

La Ley de 30 de diciembre de 1981, por la que se 
regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, 
es una de las primeras leyes que se aprobaron tras 
la Constitución Española de 1978. Su 40° aniversa-
rio nos demuestra que la institucionalidad que 
construimos entonces tiene pilares sólidos y que 
las convicciones democráticas de la sociedad espa-
ñola están completamente arraigadas.

Tal como dicta el artículo 124 de nuestra 
Constitución, el Ministerio Fiscal, sin perjuicio de 
las funciones encomendadas a otros órganos, tiene 
por misión promover la acción de la justicia en de-
fensa de la legalidad, de los derechos de los ciuda-
danos y del interés público tutelado por la ley, todo 
ello de oficio o a petición de los interesados. Tiene 
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también la misión de velar por la  independencia 
de los tribunales y procurar ante estos la satisfac-
ción del interés social.

Esta obra —de la que me felicito como presi-
dente del Gobierno— recoge el trascendental cami-
no de la institución a lo largo de las últimas cuatro 
décadas. Una institución que ha demostrado la for-
taleza del Estado de derecho en la defensa de la le-
galidad, a la hora de anteponer los derechos de los 
ciudadanos a cualquier otra causa y de proteger el 
interés público tutelado por la ley. Y, desde el respe-
to a la ley y al interés general, la Fiscalía siempre 
contará con el respaldo del Gobierno.

Este libro, además, promueve el conoci-
miento compartido a través del diálogo y las re-
flexiones colectivas. Un conocimiento que preten-
de alumbrar el futuro del Ministerio Fiscal. Los 
últimos 40 años han consolidado la labor entre-
gada de los fiscales en la protección de los dere-
chos fundamentales y de las libertades públicas 
de la ciudadanía. Sin embargo, las crisis sucesivas 
que afrontamos —entre ellas la derivada de la 
pandemia— y los planes de recuperación y mo-
dernización puestos en marcha, que pretenden 
transformar España, nos exigen nuevos debates 
encaminados a perfeccionar nuestro sistema  
legal. El modelo no es el pasado, sino el futuro: 
tenemos el deber de preparar ese sistema legal 
para las próximas generaciones, adecuándolo 
más al modelo procesal dentro del espacio nor-
mativo de libertad y justicia de la Unión Europea.

El Ministerio Fiscal siempre se ha visto afec-
tado por los grandes momentos trascendentales de 
nuestra historia reciente. Ahora lo está siendo por 
la crisis sanitaria, económica y social que vivimos. 
Porque si antes de la pandemia algunas áreas re-

querían de urgente atención, después de la pande-
mia se han confirmado como prioritarias.

Me refiero, por citar algunos ejemplos, a la 
violencia contra las mujeres, la cooperación inter-
nacional, la protección de menores, los delitos de 
odio y discriminación, o la protección y la defen-
sa de los derechos de las personas mayores. Áreas 
que nos evidencian la vulnerabilidad de una par-
te de la ciudadanía y que exigen de nosotros una 
vigilancia extrema para avanzar en la idea de cons-
truir una sociedad más justa.

Creo que esta obra, además, es el lugar idó-
neo para dar visibilidad a la carrera fiscal ante la 
próxima reforma de la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal, que, junto con la Ley de la Fiscalía Europea, 
pretende encargar la dirección de las investigacio-
nes a los fiscales.

La encomienda del Ministerio Fiscal con la 
llegada de la democracia y la aprobación de la Cons-
titución de 1978 correspondía al tiempo histórico 
que vivíamos entonces. La historia de esta institu-
ción nos ha dejado como principal enseñanza que 
el tiempo nos obligar a adecuar nuestro sistema 
para proteger mejor a la ciudadanía, para defender 
mejor el interés público, para mantener mejor el 
orden público dentro del marco común de Europa 
y del modelo de sociedad libre que nos hemos dado. 
Para que prevalezca, en definitiva, la justicia.

Este 40° aniversario de la institución, por 
 tanto, no solo nos llama a celebrar estos años en los 
que se ha forjado nuestro Estado social y democrá-
tico de derecho, sino que, al mismo tiempo, nos in-
vita a reflexionar sobre las respuestas que debemos 
dar, unidos, a los desafíos que tenemos por delante.

Felicidades por el presente. Y mis mejores 
deseos para el futuro.

Meritxell Batet Lamaña

Presidenta del Congreso de los Diputados

LA CONSTITUCIÓN TRANSFORMÓ nues-
tro sistema jurisdiccional y, con él, la institución 
de la Fiscalía. Su artículo 124 opera por sí mismo 
esa transformación al definir a la Fiscalía como la 
institución que asume la defensa de la legalidad 
en nuestro modelo institucional, afirmación cuya 
importancia señalaron desde el primer momento 
los trabajos señeros de Leonardo Prieto-Castro, 
Octavio Granados, Cándido Conde-Pumpido o 
Manuel Marchena.

Con el simple reconocimiento de tal fun-
ción, el constituyente desterraba no solo la heren-
cia franquista de una fiscalía encargada de la de-
fensa de los intereses y prioridades del Ejecutivo, 
sino también otros modelos comparados que 
entienden al fiscal como instrumento de la políti-
ca penal del gobierno o como mera institución 
acusadora en el proceso penal. Su finalidad no es 
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ni la acusación sistemática ni la mera persecución 
de los objetivos de política criminal o jurisdiccio-
nal del ejecutivo, sino la defensa de aquellos valo-
res y bienes jurídicos definidos por la ley.

Quien se sorprenda de la necesidad de un 
defensor de la ley específico, paralelo a otras insti-
tuciones que encuentran también su sentido en la 
legalidad como los propios tribunales de justicia o 
los ejecutivos en su función de aplicación de la 
norma parlamentaria, no tiene más que observar 
la variada realidad que, desde 1978 hasta hoy, da 
permanente razón del profundo sentido de la Fis-
calía: la defensa de quienes carecen de capacidad 
jurídica para asumirla por sí mismos; la garantía 
de quien, amparado por la ley, obtiene mediante la 
Fiscalía el instrumento fundamental de su defen-
sa; el ejercicio de la iniciativa jurisdiccional, frente 
a un sistema de jueces y tribunales en el que sigue 
latiendo, con todos los matices que se quieran, el 
principio de actuación a instancia de parte; la ne-
cesidad de asumir la defensa de la legalidad ante 
vulneraciones que provienen precisamente de 
quienes debieran asumir en primer lugar su defen-
sa: los ejecutivos y los tribunales de justicia; o la 
importancia de tutelar adecuadamente el valor 
fundamental de la seguridad jurídica.

Muchas y variadas son las formas de instru-
mentar el ejercicio de la función de defensa de la 
legalidad, y al legislador corresponde definir 
aquéllas que asume la Fiscalía; unas asentadas en 
nuestra tradición, como la defensa del menor, de 
quien carece de capacidad suficiente o de quien 
decide dejar su defensa en manos del defensor de 
la legalidad; otras en nuestro inmediato horizon-
te, como la función instructora en el proceso pe-
nal y, con ella, la dirección de la policía judicial en 

su función investigadora, aspiración reiterada y 
constante de las distintas opciones de gobierno 
en nuestro país.

Todas ellas sin embargo exigen que el fis-
cal, que cada fiscal y el conjunto de la Fiscalía, 
gocen de la posición de autoridad y autonomía 
necesarias para poder defender la legalidad, pro-
tegiéndose de la persecución de otros intereses y 
para garantizar la voluntad de la ley incluso fren-
te al resto de instituciones públicas, gobiernos y 
jueces en primer y esencial lugar. Por ello, la 
Constitución acompañó la definición funcional 
de la Fiscalía con una remisión a la ley para la fi-
jación del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, 
de cuya aprobación celebramos ahora el cuarenta 
aniversario.

Sin duda, a las Cortes Generales y en espe-
cial al Congreso de los Diputados corresponde un 
papel relevante en la garantía de esa posición de 
autonomía y de garantía de la defensa de la lega-
lidad y ofrecimiento de seguridad jurídica. Desde 
luego, mediante la aprobación y la reforma, en su 
caso, del Estatuto Orgánico y de la normativa ju-
risdiccional. Pero la cuestión que ha protagoniza-
do el debate sobre la relación entre Parlamento y 
Ministerio Fiscal en nuestro país ha sido mucho 
más concreta, fijada en la posición del Fiscal Ge-
neral del Estado respecto del Gobierno y del Con-
greso de los Diputados.

Que la autonomía del Ministerio Fiscal se 
vincula de modo esencial con la del Fiscal General 
es indudable. En el debate sobre la garantía de esa 
posición, la reforma del Estatuto Orgánico del 
año 2007 fue un paso fundamental en la declara-
da voluntad de expresar y garantizar la autoridad 
propia del Fiscal General del Estado y su posición 

reforzada, esencialmente frente al gobierno que 
lo designa. La introducción de una fase parlamen-
taria de valoración de la idoneidad de la persona 
propuesta abrió el debate posterior sobre la posi-
bilidad de trasladar al Congreso la propia desig-
nación del Fiscal General, con o sin mecanismos 
de mayoría reforzada, así como intensificar el 
seguimiento y hasta el control parlamentario so-
bre la tarea del Fiscal. De esta manera se convertía 
al Fiscal General del Estado en una institución en 
cuyo nombramiento concurren sucesivamente 
los tres poderes del Estado.

En ese contexto, creo adecuado que todo 
debate integre algunas consideraciones sobre la 
realidad del Ministerio Fiscal y de nuestro siste-
ma parlamentario.

En primer lugar, es bueno recordar que la 
autonomía de la Fiscalía, al servicio de la defensa 
de la legalidad y la seguridad jurídica, no se ciñe 
a la del Fiscal General del Estado, sino que el pro-
pio Estatuto Orgánico cuya vigencia hoy celebra-
mos incluye numerosas vías, materiales y proce-
dimentales, que protegen la autonomía del con-
junto del Ministerio Fiscal, y con ella la posición 
de cada uno de los fiscales que lo integran. No 
debemos olvidar la importancia del equilibrio y 
la correcta articulación entre los pilares de unidad 
de acción y dependencia jerárquica y la protec-
ción de la posición de cada concreto fiscal.

Y, en segundo lugar, la práctica de nuestro 
sistema parlamentario muestra la intensidad del 
debate político, de la confrontación partidista y 
de la dificultad de construir consensos. Incremen-
tar el protagonismo parlamentario y sus faculta-
des de intervención sobre la Fiscalía implica pro-
yectar sobre la misma la dinámica propia del 

Congreso de los Diputados. La experiencia espa-
ñola de designación parlamentaria de altas insti-
tuciones muestra claramente los peligros de esa 
proyección y hasta los riesgos de bloqueo que 
conlleva. Incluso al margen de ellos, es bueno re-
cordar las recientes palabras de Álex Grijelmo en 
un brillante artículo titulado «Palabras que con-
dicionan», contraponiendo la dinámica confron-
tante casi inevitable de las propias denominacio-
nes de «mayoría de gobierno» y «oposición» a la 
flexibilidad y la necesaria apertura al matiz de la 
expresión «fiscal», todo lo contrario de la unilate-
ralidad política y la expresión del sometimiento 
a una dinámica sometida a otras condiciones. 
«La voz “fiscal” obliga a fiscalizar, no a acusar ni a 
defender…», esto es, a actuar en defensa de la le-
galidad y no bajo la inevitable condición parla-
mentaria de la dialéctica gobierno- oposición.

El debate sobre el Estatuto del Ministerio 
Fiscal seguirá sin duda desarrollándose durante 
mucho tiempo entre distintas opciones que segui-
rán considerado las posibilidades de refuerzo 
de su «parlamentarización» y de mejor garan-
tía de su autonomía. Pero ese debate debería a mi 
juicio tener presentes las consideraciones expues-
tas. Y sobre todo recordar que la configuración 
legal de una institución es sin duda fundamental 
en su funcionamiento; pero no puede prescindir 
de la lealtad y compromiso exigibles en sus titu-
lares y en quienes inciden o pretenden incidir en 
el ejercicio de sus responsabilidades.

Índice



25

Juan José González Rivas

Presidente del Tribunal Constitucional 
del Reino de España

LA IMPORTANCIA DEL  
MINISTERIO FISCAL EN LOS PROCESOS 
CONSTITUCIONALES

Quiero comenzar agradeciendo a la Excelentísima 
Sra. Fiscal General del Estado, Dña. Dolores Delga-
do, el ofrecimiento que me hace para participar en 
este Libro conmemorativo de los 40 años del Esta-
tuto Orgánico del Ministerio Fiscal, adoptado por 
Ley 50/1981, de 30 de diciembre.

Me voy a referir a la posición del Ministerio 
Fiscal ante el Tribunal Constitucional, concretán-
dolo en la labor fundamental que desarrolla el 
Ministerio Fiscal en el Tribunal Constitucional 
(que me honro en presidir).

Es evidente que en los debates constitu-
yentes se era consciente de la importancia y re-
levancia del Ministerio Fiscal, y el constituyente 
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 introdujo la regulación del fiscal en el artícu-
lo 124 CE con la  expresión «sin perjuicio de la 
competencia otorgada a otros  órganos». Eviden-
temente, se estaba refiriendo a la figura del De-
fensor del Pueblo, que en el artículo 54 de la 
Constitución se recoge como «alto comisionado 
de las Cortes generales para la defensa de los 
derechos y las libertades ante la administración 
pública».

Sin embargo, la misión del Ministerio Fiscal 
es mucho más relevante, especialmente en el ám-
bito específico del proceso judicial, como se cons-
tata tanto en nuestro derecho interno como en el 
internacional, y recientemente han  destacado las 
STJUE de 27 de mayo de 2019, en materia de Or-
den Europea de Detención y Entrega, y las STJUE 
de 24 de noviembre y 8 de diciembre de 2020, 
sobre Orden Europea de Investigación.

El Tribunal Constitucional ha concretado la 
función del Ministerio Fiscal (por todos ATC 
467/2007 de 17 de diciembre, FJ. 3.a) centrándola 
en «la defensa de la legalidad, la promoción de la 
acción de la justicia en los derechos de los ciuda-
danos, propiciando el interés público, velando 
por la independencia de los tribunales y procu-
rando ante estos la satisfacción del interés so-
cial». La amplia y sustancial intervención del Mi-
nisterio Fiscal en los procesos constitucionales se 
concreta esencialmente en tres actividades prin-
cipales: a) Interviene en las cuestiones de incons-
titucionalidad; b) Interpone e interviene en los 
recursos de amparo; y c) Actúa en el amparo par-
lamentario.

La intervención del Ministerio Fiscal  
en las cuestiones de inconstitucionalidad

Las cuestiones de inconstitucionalidad están regu-
ladas en el artículo 163 del Texto Constitucional y 
en los artículos 35 a 37 de la Ley Orgánica 2/1979 
de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. El as-
pecto esencial de la cuestión de inconstitucionali-
dad es que el juez o tribunal que juzga un caso 
concreto tiene una duda de la validez de la ley apli-
cable al caso de la que deriva el planteamiento de 
la cuestión al Tribunal Constitucional, para que 
este ayude al juez a superar la duda y pueda resol-
ver el caso concreto, una vez que el Tribunal se 
haya pronunciado.

En este ámbito, la misión del Ministerio 
Fiscal es esencial: primero, porque en la fase pre-
via de admisibilidad de la cuestión, el fiscal ana-
lizará si efectivamente en la cuestión de inconsti-
tucionalidad se cumplen los requisitos procesa-
les, e incluso informará sobre si la cuestión es o 
no notoriamente infundada. Conforme a los ar-
tículos 35.2 y 37. 1 de la LOTC, si en un determi-
nado proceso se incumple un requisito básico de 
planteamiento de la cuestión, esto es, que «debe 
plantearse una vez concluso el procedimiento y 
antes de dictar sentencia», la cuestión incurriría 
en una causa de inadmisibilidad, que sería adver-
tida expresamente por el propio Ministerio Fiscal.

También pueden producirse supuestos en 
los que el planteamiento de la cuestión adolezca 
de los requisitos procesales: bien porque el jui-
cio de relevancia y de pertinencia no está bien 
efectuado por el juez a quo; bien porque el juez a 
quo no ha sabido explicitar en qué medida la 
duda de principio incide en el proceso concreto 

que tiene que resolver; o bien, porque la cuestión 
resultase notoriamente infundada, es decir, si ya 
el Tribunal Constitucional hubiere resuelto en un 
recurso directo de inconstitucionalidad sobre la 
validez o no de un precepto. Y en tales casos, en 
los razonados y fundamentados dictámenes que 
efectúa normalmente el Ministerio Fiscal ante el 
Tribunal, el Pleno de este, por auto, inadmitirá la 
cuestión planteada.

Si el Ministerio Fiscal razonadamente esti-
ma que el asunto reviste la suficiente relevancia 
constitucional y que la cuestión está bien plantea-
da, propondrá que la cuestión sea objeto de admi-
sión por parte del Pleno del  Tribunal; y así pasa-
remos a la fase de alegaciones. En esta fase de 
alegaciones también es determinante (como se-
ñala el artículo 37. 3 LOTC) el dictamen que emi-
te el Ministerio Fiscal en cuanto al fondo del 
asunto, mediante el cual ilustrará al propio Tribu-
nal Constitucional.

En conclusión, en el marco de las cuestiones 
de inconstitucionalidad, el dictamen del Ministerio 
Fiscal en fase de admisión es esencial porque con-
tribuye con su informe a expurgar la admisibilidad 
de las cuestiones de inconstitucionalidad. Y en 
fase de alegaciones o de fondo, la opinión del Mi-
nisterio Fiscal contribuye a esclarecer y ayudar a 
las Salas o al Pleno del Tribunal Constitucional, a 
depurar la constitucionalidad de las normas del 
Ordenamiento. Por consiguiente, el Ministerio Fis-
cal contribuye de manera determinante a la labor 
esencial de primacía de la Constitución, de preser-
vación de la validez constitucional del ordena-
miento jurídico.

La actuación del Ministerio Fiscal  
en el recurso de amparo constitucional

El Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, en su 
artículo 3 números 11 y 12, establece como una de 
las grandes directrices de actuación del Ministe-
rio Público la defensa de las instituciones y la de-
fensa de los derechos fundamentales y las liber-
tades públicas. El Ministerio Fiscal desarrolla un 
papel fundamental en el recurso de amparo cons-
titucional para la protección de los derechos y li-
bertades fundamentales.

Conforme al artículo 53.2 de la Constitu-
ción, el recurso de amparo para la tutela de los 
derechos fundamentales es un mecanismo subsi-
diario de protección de los mismos; de ahí que el 
tenor del artículo utilice la fórmula «y en su caso 
a través del recurso de amparo». Esto es, el recur-
so de amparo no es una tercera instancia jurisdic-
cional, ni un recurso de casación, ni es recurso el 
interés de ley o de unificación de doctrina. Es un 
proceso constitucional autónomo, pero subsidia-
rio respecto de la misión esencial que se atribuye 
a jueces y tribunales, a quienes corresponde espe-
cialmente la protección esencial de los derechos 
fundamentales.

Tras la reforma de la Ley Orgánica 6/2007 
de 24 de mayo 2007, el Ministerio Fiscal es oído 
después de producirse la admisión del recurso 
y deberá examinar el alcance y contenido de los 
derechos fundamentales invocados en la fase de 
alegaciones.

Es importante destacar que el artículo 50.3 
LOTC permite que el fiscal ante el Tribunal Cons-
titucional pueda recurrir en súplica las providen-
cias de inadmisión de recursos de amparo. Este 
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último resorte ha conferido mayores garantías 
para la tutela en la admisión del amparo.

La función del Ministerio Fiscal en los pro-
cesos de amparo constitucional es fundamental 
con independencia de la clase de recurso de am-
paro en la que nos encontremos.

A) En primer lugar, el recurso de amparo 
parlamentario (artículo 42 LOTC) que tiene por ob-
jeto las actuaciones parlamentarias sin valor ni fuer-
za legal, exigiendo previamente el agotamiento me-
diante una reconsideración parlamentaria, y una 
vez desestimada esta, dichas reclamaciones pueden 
acceder directamente al Tribunal Constitucional. El 
legislador quiso establecer un plazo máximo de tres 
meses para su impugnación. Una vez efectuada 
la impugnación, acceden al Tribunal directamen-
te, no resultando necesaria una vía judicial previa.

Existe una jurisprudencia bastante conso-
lidada en la medida en que estos amparos se cen-
tran en la invocación del artículo 14 CE (en la 
vertiente de la discriminación) y en la vulnera-
ción del artículo 23. 1 y 23. 2 de la Constitución. 
En estos recursos de amparo parlamentario, la 
misión del Ministerio Fiscal es también esencial. 
Sus dictámenes, medulares y de enorme aprecia-
ción por las Salas del Tribunal a la hora de exami-
nar su contenido, ponen de relieve que está en 
juego esa doble dimensión de los artículos 14 y 23 
CE en la mayor parte de los casos.

B) El segundo tipo de amparo es contra ac-
tos o resoluciones administrativas. El artículo 43. 1 
LOTC utiliza una fórmula muy amplia, en la que 
la delimitación del concepto acto administrativo, 
resolución administrativa o vía de hecho, engloba 
tanto un acto general plúrimo, como una disposi-
ción de carácter general.

En esos casos debe producirse el previo 
agotamiento de la vía jurisdiccional contencioso- 
administrativa, que por aplicación de la Ley Re-
guladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, controla la legalidad de la actuación ad-
ministrativa y el ejercicio de la potestad reglamen-
taria, pero tiene un límite cuando se trata de ac-
tuaciones administrativas con valor o fuerza le-
gal; evidentemente, en estos casos no resulta 
competente la Sala de lo Contencioso-administra-
tivo sino que es competente el propio Tribunal 
Constitucional.

En estos casos de «amparos dirigidos contra 
actos originariamente administrativos» del artícu-
lo 43 LOTC, el fiscal ante el Tribunal Constitucio-
nal, por imperativo de su Estatuto Orgánico, no 
solo defiende la protección de los derechos funda-
mentales, sino que también asume la defensa del 
interés público tutelado por la Ley, transformándo-
se en un defensor auténtico de la legalidad admi-
nistrativa. Si el asunto fuere admisible, el Ministe-
rio Fiscal se erige en pieza fundamental en la fase 
de alegaciones, para orientar a la Sala y al Tribunal 
a la hora de emitir la resolución definitiva.

En esta modalidad del amparo constitucio-
nal contra actos administrativos, la Ley de la Juris-
dicción Contencioso-Administrativa residencia un 
proceso especial para protección de derechos fun-
damentales en los artículos 114 y ss. LJCA 29/1998 
(de 29 de julio) donde se regula la protección sin-
gular de los derechos fundamentales, haciendo 
referencia a los derechos de la Sección 1ª, del Capí-
tulo II, del Título I de nuestra Constitución, en don-
de se delimita objetivamente cuál es el contenido 
esencial de los derechos fundamentales suscepti-
bles de amparo.

C) El tercer supuesto de recurso de amparo 
es el del artículo 44 LOTC, que tiene un origen 
exclusivo (inmediato y directo) en una actuación 
judicial y en el que también es esencial la inter-
vención del Ministerio Fiscal. Esta modalidad del 
recurso de amparo es la que más trabajo genera 
al Tribunal (de los aproximadamente 7000 recur-
sos de amparo anuales, la mayor parte son contra 
resoluciones judiciales).

El amparo judicial requiere cumplir los tres 
requisitos insubsanables del artículo 44. 1 LOTC: 
a) agotamiento de la vía judicial previa, b) imputa-
ción a la resolución de la vulneración del derecho, 
y c) pronta invocación formal del derecho.

De nuevo, en estos supuestos, la misión del 
Ministerio Fiscal en la fase de alegaciones, es pieza 
fundamental del sistema porque tiene que exami-
nar si la demanda es o no extemporánea, si se han 
cumplido requisitos subsanables o insubsanables, 
y finalmente, tiene que orientar a la propia Sala del 
Tribunal en torno a la posible vulneración o no del 
contenido esencial de los derechos fundamentales 
invocados.

Los recursos de amparo electorales

En periodos electorales los amparos electorales 
adquieren relevancia mediática, y también pone 
de relieve la importancia de la intervención del 
Ministerio Fiscal. En estos recursos, el legislador 
llama no solo a la LOTC sino la Ley Orgánica de 
Régimen Electoral General 5/1985 de 19 de junio 
(y sus sucesivas reformas).

El artículo 49 de la LOREG prevé una pri-
mera modalidad de recurso de amparo «contra 
proclamación de candidaturas». El recurso juris-

diccional previo corresponde a los jueces de lo 
contencioso-administrativo, una vez que se han 
pronunciado las juntas electorales provinciales 
sobre la validez o no de la proclamación de una 
candidatura.

Una vez dictada la sentencia por el juez de 
lo contencioso-administrativo competente, proce-
de el recurso de amparo ante el Tribunal Constitu-
cional. En este tipo de amparos contra la proclama-
ción de candidaturas, el Tribunal está sometido a 
la rigidez de los calendarios electorales con unos 
plazos muy limitados. El Acuerdo del Pleno del TC 
de 20-1-2000 contiene unas normas internas, ajus-
tadas al texto de la LOREG, para que en un plazo 
máximo de 3 días se resuelva, lo que implica un 
procedimiento muy expeditivo.

La otra modalidad de recurso electoral con-
siste en el conocimiento de la «proclamación de 
electos» cuya brevedad de términos, en la aplica-
ción del artículo 114 de la LOREG, hace que no sea 
ni un procedimiento sumarísimo ni de cognición 
limitada. El legislador ha querido dotar de un pla-
zo más dilatado de forma que antes de producirse 
la entrega definitiva de las credenciales que legi-
timan a los elegidos, se ha debido resolver el re-
curso contra proclamación de electos en un perio-
do máximo de 40 días.

Reflexión final

Del contenido de esta breve reflexión, subrayo: 
la neta diferenciación —y legitimación— entre 
la figura del Defensor del Pueblo y el Ministerio 
 Fiscal; el papel esencial que, para la defensa del 
interés público, del interés general, y de los dere-
chos fundamentales, que se ha conferido en 
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 nuestro Estado de derecho al Ministerio Fiscal; y 
la importancia de la función de la Fiscalía ante el 
Tribunal Constitucional, como una pieza esencial 
de la Fiscalía General del Estado.

Finalizo aprovechando esta ocasión para 
manifestar mi afecto y mi reconocimiento a la 
labor continuada de los fiscales ante el Tribunal 
Constitucional; y también aprovecho para  
poner en valor el papel que el Ministerio Público 
 desarrolla en los procesos judiciales, como he po-
dido apreciar durante mi vida profesional, ha-
biendo examinado muchos dictámenes de altísi-
ma calidad jurídica (en la vía civil, penal, conten-
cioso-administrativa, laboral y —especialmen-
te— en la constitucional) de los abogados fiscales, 
fiscales y fiscales de Sala con quienes he tenido el 
privilegio de trabajar.

Carlos Lesmes Serrano

Presidente del Tribunal Supremo 
y del Consejo General del Poder Judicial

EL MINISTERIO FISCAL  
DESDE LA PERSPECTIVA DE SU ACTUAL 
RESPONSABILIDAD PÚBLICA

El Ministerio Fiscal:  
garantía de defensa de la legalidad

Este año 2021 conmemoramos el cuarenta aniver-
sario de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la 
que se aprobó el Estatuto Orgánico del Ministerio 
Fiscal. El transcurso de estas cuatro décadas nos 
brinda una oportunidad inmejorable de hacer ba-
lance y, sobre todo, de rendir un merecido home-
naje a la trayectoria institucional del Ministerio 
Fiscal y a cuantos han servido en este órgano de 
relevancia constitucional, pues todos ellos han 
contribuido con su labor a poner de relieve la 
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 especial trascendencia del cometido que corres-
ponde al Ministerio Fiscal.

Como Presidente del Tribunal Supremo y 
del Consejo General del Poder Judicial, me siento 
sinceramente honrado de tener la oportunidad de 
colaborar en esta publicación conmemorativa y 
plasmar algunas reflexiones sobre los desafíos 
y los logros de la institución.

Para celebrar este cuadragésimo aniversa-
rio del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
creo que se puede comenzar destacando un hecho 
objetivo que, no por obvio, debemos dejar pasar 
por alto: a lo largo de todos estos años la institu-
ción ha cumplido con la función que le fue cons-
titucionalmente asignada, situándose en todo 
momento del lado de la democracia y del compro-
miso con la Justicia, a la altura de los  estándares 
de calidad que exige nuestro Estado social y de-
mocrático de derecho.

Es la Constitución de 1978 la que da el paso 
decisivo en la configuración del Ministerio Públi-
co, al integrarlo, con pleno respeto a su autono-
mía orgánica y funcional, dentro del Poder Judi-
cial. Se deja así atrás el modelo tradicional de 
Fiscalía, entendida como mero órgano de repre-
sentación del Gobierno ante los Tribunales de 
Justicia, misión que le había sido atribuida tanto 
por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1870 
como por el Real Decreto de 1926, regulador de su 
primer estatuto orgánico.

Con esta histórica decisión, la Constitución 
de 1978 judicializa al Ministerio Fiscal, sentando 
las bases para que el legislador orgánico, tres años 
más tarde, introdujera los mecanismos necesarios 
para reforzar su posición de imparcialidad en 
todo tipo de procesos, en el ejercicio de su tras-

cendental misión constitucional de promover la 
acción de la justicia en defensa de la legalidad, de 
los derechos de los ciudadanos y del interés pú-
blico tutelado por la ley. Así, podemos afirmar 
que la legalidad, la imparcialidad y la tutela de 
derechos son los principios troncales de la activi-
dad de todo fiscal y de la institución a la que sir-
ven, y lo que justifica, además, la propia relevan-
cia constitucional que le proporciona el artícu-
lo 124 de nuestra Norma Fundamental.

Como legalidad y seguridad jurídica han de 
caminar juntas, la Constitución manda ordenar 
jerárquicamente la institución y la somete al prin-
cipio de unidad de actuación en contraste con el 
principio de independencia que rige la actuación 
de los tribunales. Por tanto, es el principio de se-
guridad jurídica el que justifica y fundamenta la 
dependencia jerárquica de los fiscales, de la mis-
ma manera que el sistema de recursos, muy espe-
cialmente el de casación, procura satisfacer ese 
mismo principio unificador en el ámbito de ac-
tuación propio de los tribunales.

Todos estos mandatos constituyentes se 
plasmaron en el Estatuto Orgánico del Ministerio 
Fiscal de 1981 cuyo aniversario hoy celebramos. 
Disposición normativa de importantísimo alcan-
ce, por cuanto constituye la piedra angular de la 
estructura jurídica por la que se rige el Ministerio 
Público y la norma que consagra el nuevo marco 
de colaboración institucional entre el Gobierno y 
el Ministerio Fiscal, dotado ahora institucional-
mente de una mayor autonomía en el desempeño 
de sus funciones.

Dentro de estas, es la función acusatoria 
la que tradicionalmente ha identificado la acti-
vidad de los fiscales pero que hoy, a la luz de la 

 Constitución y del Estatuto Orgánico, debe ser 
calificada de reduccionista. Sirva de ejemplo de 
lo que  decimos la especial posición de los fiscales 
en los procedimientos de índole penal, en los que 
tienen la facultad de ejercitar la acción penal si 
consideran que los hechos revisten caracteres de 
delito o de oponerse a la acción penal indebida-
mente ejercitada por otros, absteniéndose en todo 
caso de su ejercicio cuando estimen que los he-
chos no revisten los caracteres de infracción pe-
nal, siempre que así lo aconsejen razones de es-
tricta legalidad. Ello implica que en el ejercicio de 
la función acusatoria, cuando proceda, el Minis-
terio Fiscal debe ajustar siempre su actuación a la 
legalidad con salvaguarda de los derechos de to-
das las partes del procedimiento.

En este aspecto podemos recordar, hacien-
do un poco de historia, lo que ya apuntaba la 
«Circular 7/1978 sobre el Ministerio Fiscal ante 
la Constitución», que elaboró la Fiscalía General 
del Estado para dar pautas de actuación al Minis-
terio Fiscal a la luz de la promulgación de la Cons-
titución de 1978, cuando señalaba que «si el Mi-
nisterio Fiscal es constitucionalmente garante de 
la legalidad, no se infiere de tan alto mandato que 
la legalidad sea la estrictamente punitiva (…). Así 
pues, esa defensa de la legalidad no puede tener 
otro límite ni condición que la de la Ley, cualquie-
ra que sea su alcance y función, salvo que el deber 
de su restauración no venga —también por Ley— 
encomendada a otro órgano del Estado».

Si pensamos en el actual sistema penal es-
pañol, en el que el juez de instrucción es el com-
petente para dirigir esta fase del procedimiento 
y el Ministerio Fiscal el garante de la legalidad 
de la fase de instrucción, a la vez que el encarga-

do de ejercer la acción penal cuando sea proce-
dente, conviene poner de relieve que a través de 
estas dos autoridades que intervienen en nues-
tro proceso penal, el juez y el fiscal, se logra dar 
plena virtualidad a las garantías procesales y 
salvaguardar los derechos de los ciudadanos en 
el procedimiento.

A lo largo de nuestra historia democrática 
ha sido necesario en varias ocasiones adaptar la 
realidad jurídica a las crecientes necesidades del 
Ministerio Fiscal, por lo que el Estatuto de 1981 
ha sido objeto de algunas modificaciones tenden-
tes a reforzar su autonomía, su capacidad organi-
zativa y funcional y también su estructura, con el 
objetivo de ir dotando a la institución de mayores 
cotas de eficacia y eficiencia en el cumplimiento 
de la relevante misión constitucional que tiene 
encomendada.

Hoy el Ministerio Fiscal se encuentra de 
nuevo en una encrucijada en la que está por dibu-
jarse su posición en el proceso penal. Como es 
sabido, una vez más, el Ministerio de Justicia tra-
baja en un borrador de Anteproyecto de Ley de 
Enjuiciamiento Criminal que pretende una radi-
cal transformación de la fase de investigación en 
la que el Ministerio Público está llamado a asumir 
una posición protagonista, poniendo fin, si pros-
perase tal reforma, a casi ciento cuarenta años de 
vida de nuestro vigente sistema procesal.

La vocación del prelegislador es atribuir la 
investigación de los delitos al Ministerio Fiscal. 
Ello implica un cambio de paradigma del proceso 
penal español, en armonía con el derecho compara-
do y coherente con la necesaria adaptación de nues-
tro ordenamiento jurídico interno al espacio de li-
bertad y justicia que representa la Unión Europea.
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En este contexto, no puede ser obviado que la 
creación de la Fiscalía Europea por el Reglamento 
(UE) 2017/1939 del Consejo, de 12 de octubre 
de 2017, va a determinar la inminente responsa-
bilidad del Ministerio Fiscal español de dirigir la 
investigación de los delitos y ejercer la acción pe-
nal bajo las premisas marcadas por el propio Re-
glamento, lo que necesariamente ocasionará un 
fuerte impacto en nuestro sistema, en el que el 
juez de instrucción dirige hasta ahora la investi-
gación de los delitos.

En efecto, la aprobación de esta normativa 
europea es también una de las razones que ha 
dado un impulso decisivo para llevar a cabo la 
culminación de la reforma estructural del proceso 
penal español, cuyos trabajos en esta dirección se 
habían iniciado en 2011 como indica la propia ex-
posición de motivos del Anteproyecto de Ley 
mencionado y, que de materializarse, supondría 
un mejor encaje de la recientemente creada Fis-
calía Europea.

Con la reforma que se plantea se equipara 
de una vez nuestro sistema de instrucción al de 
la mayoría de países de nuestro entorno, en el que 
es el Ministerio Fiscal quien dirige la investiga-
ción de los delitos y promueve la acción penal, 
encargándose la autoridad judicial de velar por la 
salvaguardia de los derechos fundamentales. Tal 
es el caso de Alemania, Italia o Portugal y, en ge-
neral, de la mayoría de los países del continente 
europeo.

Con todo, no está de más recordar que en el 
sistema español la dirección de la investigación 
por el fiscal no nos resulta del todo desconocida. 
Ciertamente, hace ya casi veinte años desde que 
el fiscal asumiera la dirección de la instrucción en 

el ámbito de la jurisdicción de menores, y el pro-
pio Estatuto Orgánico le habilita —artículo 5— a 
la práctica de diligencias de investigación a las 
que se atribuye presunción de autenticidad.

Estos nuevos desafíos para la institución 
obligan a repensar el modelo organizativo plas-
mado en el Estatuto Orgánico de 1981 y la sufi-
ciencia de los recursos humanos y materiales a 
disposición del Ministerio Público para asumir 
las nuevas tareas. Un bello diseño en la pizarra 
ministerial que no viniera acompañado de una 
adecuación de la organización y medios de las 
fiscalías a las nuevas metas asignadas acabaría 
más pronto que tarde en la papelera que la His-
toria reserva a tantos proyectos de moderniza-
ción de nuestra Justicia. Para que el modelo que 
se proyecta sea un éxito no solo serán precisas 
altas dosis de reflexión y análisis de nuestra rea-
lidad actual y la que se pretende alcanzar, sino 
también una firme y decidida voluntad de supe-
rar los numerosos obstáculos que han de surgir 
en ese camino y la lealtad institucional que a to-
dos nos es exigible cuando de servir a los ciuda-
danos se trata.

En todo caso, al margen del razonable de-
bate que pueda plantearse en torno a la necesidad 
de que el nuevo modelo de proceso penal precise 
ser acompañado de una reforma estructural de la 
Administración de Justicia o de una labor coordi-
nada de armonización legislativa, en este aniver-
sario del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
quiero dejar constancia del valor de las garantías 
en nuestro Estado de derecho.

La Constitución de 1978 proporcionó a  
España los mecanismos institucionales necesa-
rios para hacer realidad los valores que sustentan 

el Estado de derecho, confiando al Poder Judicial 
y al Ministerio Fiscal la misión de materializar el 
respeto de los derechos y la salvaguarda de las 
garantías procesales.

Contamos con un sistema plenamente ga-
rantista de los derechos y libertades fundamenta-
les en todos los órdenes jurisdiccionales, en el que 
tanto fiscales como jueces están llamados a dar 
plena virtualidad al ordenamiento jurídico que 
nos ampara. Confío plenamente en que ambos 
seguirán siendo capaces, como lo han sido hasta 
ahora, de prestar a los ciudadanos el servicio de 
calidad que estos tienen derecho a recibir. Creo 
que es fundamental que ambos, Ministerio Fiscal 
y Poder Judicial, sigamos trabajando de la mano 
parar hacer posible la consolidación de nuestro 
Estado de derecho.

Conmemorar los cuarenta años del Estatu-
to Orgánico del Ministerio Fiscal no debe ser solo 
un recuerdo formal de lo acontecido en su desa-
rrollo institucional desde su aprobación hasta el 
presente. Es necesario rendir homenaje a los cien-
tos, miles de fiscales que a lo largo de estas cuatro 
décadas asumieron el compromiso de convertir 
en realidad el mandato contenido en el artícu-
lo 124 de la Constitución.

Para terminar estas breves líneas quiero 
dejar patente mi respeto y admiración por todos 
y cada uno de los miembros del Ministerio Fiscal 
en unos tiempos tan inciertos como los que esta-
mos viviendo. La profunda vocación de servicio 
público de nuestros fiscales ha quedado patente 
más que nunca en los difíciles momentos provo-
cados por la crisis sanitaria, social y económica 
que ha originado la pandemia. En estos momen-
tos de mayor necesidad el Ministerio Fiscal ha 

permanecido próximo a la sociedad y sensible a 
las preocupaciones de los ciudadanos. Una vez 
más, y como ha sido siempre a lo largo de nuestra 
historia democrática reciente, ha demostrado ser 
una institución decisiva en la labor de defensa de 
la legalidad y comprometida con nuestro Estado 
social y Democrático de derecho.

Hacia el futuro, hagamos lo posible por se-
guir mejorando, por permitir que el Ministerio 
Fiscal continúe siendo una institución al servicio 
de los ciudadanos, comprometida con la Consti-
tución española, con la sociedad, y con su propio 
porvenir. Comprometida, en definitiva, con la 
Justicia.
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CUARENTA AÑOS DE FISCALÍA 
DEMOCRÁTICA

La Fiscalía moderna arranca en la primera legis-
latura de la democracia, aquella que sentó los pi-
lares sobre los que descansa nuestro Estado social 
y democrático de derecho.

La Fiscalía democrática, defensora de los 
derechos fundamentales de la ciudadanía y ga-
rante del interés público, de la protección proce-
sal de la víctima y de la legalidad, es fruto del 
consenso de la Constitución de 1978, un hecho 
histórico que ha traído consigo la mayor época de 
prosperidad de España.

La democracia estaba por hacer. La tarea 
era ingente. Para dar una idea del contexto basta 
recordar que en el mismo Pleno del Senado que 
debatía el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
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—26 de noviembre de 1981— se reflexionaba 
también  sobre el ingreso de España en la OTAN 
o el cierre de la verja con Gibraltar (Diario de Se-
siones del Senado, sesión plenaria número 129, 
de 26 de noviembre de 1981).

Un sistema político recién nacido al que 
había que dotar de las herramientas necesarias 
para construir un cuerpo sólido acorde con la Eu-
ropa de finales del siglo xx.

El artículo 124 de la Carta Magna, aprobada 
tres años antes, dotó de garantía constitucional al 
Ministerio Fiscal, al que confió la misión de pro-
mover la acción de la justicia en defensa de la le-
galidad, de los derechos ciudadanos y el interés 
público tutelado por la ley; velar por la indepen-
dencia de los tribunales y procurar la satisfacción 
del interés social.

La Constitución estableció también que los 
fiscales debían ejercer sus funciones conforme a 
los principios de unidad de actuación y depen-
dencia jerárquica. Pero había que adaptar la legis-
lación sobre la naturaleza, organización y princi-
pios rectores de la Fiscalía.

Este año se cumplen 40 años de aquellos 
debates de las Cortes Generales, de gran calado 
jurídico, que moldearon los contornos de una Fis-
calía en democracia: personalidad jurídica propia 
e integrada con autonomía funcional en el Poder 
Judicial.

El Estatuto del Ministerio Fiscal, promulga-
do el 30 de diciembre de 1981, desglosó las oposi-
ciones de ingreso a la carrera fiscal respecto de la 
judicial, rompiéndose la que el entonces diputado 
Javier Moscoso del Prado definió como «unión 
espiritual» entre ambas (Diario de Sesiones del 
Congreso de los Diputados, sesión plenaria núme-

ro 184, 23 de septiembre de 1981). Se elevó así la 
importancia del Consejo Fiscal como máximo 
órgano democrático de representación de los fis-
cales, entre otros avances.

La nueva norma subsanó además una in-
justicia histórica: derogó el Estatuto Fiscal de 
1926, que vedaba el ingreso de la mujer a la carre-
ra fiscal, aunque ninguna norma superior, con 
rango de ley, lo impedía desde 1870. En concreto, 
sentenciaba que para ser fiscal había que «ser es-
pañol, varón, de estado seglar».

El acceso de la mujer se permitió a partir de 
1966, igual que en la carrera judicial. La progresi-
va incorporación de la mujer ha desembocado en 
la actual mayoría: más de seis de cada diez fisca-
les en España son mujeres (64 por ciento).

Pero tienen también su doble techo de cris-
tal en la desigual correlación entre mayorías y 
centros de poder. Las mujeres solo suponen el 29 
por ciento de la cúpula del Ministerio Público, en 
los cargos de Fiscal de Sala o Fiscal Superior. Y 
únicamente tres de los 16 fiscales generales del 
Estado de la democracia han sido mujeres (ape-
nas el 18 por ciento).

En el pasado se argumentaba que era una 
cuestión de relevo generacional y que, poco a 
poco, la mujer alcanzaría la cúspide jerárquica. 
Pero la realidad nos demuestra que no es así.

Este fenómeno es similar al que ocurre con 
las juezas en España quienes, a pesar de suponer 
el 54,8 por ciento, solo representan un 22 por 
ciento en el Tribunal Supremo. Una mujer presi-
de una de las cinco salas del alto tribunal.

Es un dato fáctico que se reproduce en el 
mundo de la empresa privada. Solo cinco compa-
ñías, de las 35 del Ibex, cuentan en sus conse-

jos de administración con al menos un 40 por 
ciento de mujeres.

Todo lo anterior nos indica que la desigual-
dad tiene carácter estructural y necesita ser aborda-
da de modo transversal. Y que todo empieza en el 
ámbito privado, desde los hogares, en términos de 
igualdad y corresponsabilidad, para construir una 
sociedad democrática desde la base hacia lo general.

La igualdad es un derecho humano, recono-
cido por Naciones Unidas, e instrumento de for-
talecimiento democrático.

España es un país pionero en derechos de 
igualdad, gracias a sus leyes más emblemáticas: 
La Ley de Protección Integral contra la Violencia 
de Género de 2004 y la Ley de Igualdad de 2007.

La primera creó la figura del Fiscal de Sala 
contra la Violencia sobre la Mujer, que supervisa 
y coordina el trabajo del Ministerio Público en 
toda España.

Esta Fiscalía se coordina, además, con el 
resto de las instituciones del ámbito judicial a tra-
vés del Observatorio contra la Violencia Domés-
tica y de Género. Allí tuve el privilegio de compar-
tir trabajos con Soledad Cazorla, la primera Fiscal 
de Sala contra la Violencia sobre la Mujer, una 
gran profesional comprometida con la promo-
ción de los derechos humanos de las mujeres y, 
sobre todo, de los hijos e hijas de las víctimas de 
la violencia de género.

La Ley de Igualdad propició la introducción 
de la paridad dentro el Consejo Fiscal y el Plan de 
Igualdad del Ministerio Público.

Importantes pasos, ambos, para superar 
este desequilibrio de derechos en detrimento de 
quienes representan más de la mitad de la pobla-
ción y son mayoría en la carrera fiscal.

El año 2007 supuso también un gran salto 
con la reforma del Estatuto Orgánico porque re-
forzó la autonomía del Ministerio Fiscal y mejoró 
su especialización.

El camino de la especialización elevó a la 
Fiscalía a estándares de las sociedades más avan-
zadas del mundo por la calidad profesional de sus 
integrantes en la lucha contra la criminalidad, 
cada vez más sofisticada, y en la protección de los 
menores, personas con discapacidad, mayores y 
víctimas en el proceso penal.

El Ministerio Público es un motor de trans-
formación y mejora de la calidad democrática, 
gracias al aumento de los sistemas de frenos y 
contrapesos que se han ido creando en estos cua-
renta años.

La Fiscalía de la democracia ha alcanzado 
los objetivos que se marcaron las primeras Cortes 
legislativas, aunque el modelo de ministerio pú-
blico está en permanente evolución.

El siglo xxi plantea nuevos retos, por lo que 
tenemos que seguir reflexionando para mantener 
el compromiso con nuestro sistema institucional 
y avanzar hacia nuevas fórmulas de protección de 
nuestro Estado social y democrático de derecho, 
de nuestro Estado compuesto como es la España 
de las autonomías y de nuestra pertenencia a una 
Unión Europea que exige cada vez más cohesión 
social y territorial en la que la Fiscalía Europea 
jugará un importante papel. Pero esto ya es para 
otro aniversario.

Nota: la autora redactó este artículo en su calidad de presiden-
ta del Senado.
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ME GUSTARÍA DEDICAR ESTAS BREVES 
líneas a analizar la función central que desempe-
ñan los/las fiscales en la lucha contra la violencia 
de género. Un avance fundamental en el desarro-
llo y la definición de esta función se dio con una 
de las leyes que impulsó el Gobierno de España 
en la etapa en que tuve el privilegio de ocupar la 
Vicepresidencia, de hecho, fue la primera ley que 
ese Gobierno llevó al Parlamento, donde se apro-
bó por unanimidad. Me estoy refiriendo a la 
la Ley Orgánica de Medidas de Protección Inte-
gral contra la Violencia de Género (LO 1/2004). La 
primera ley que abordaba, en nuestro país, esta 
lacra desde todas las perspectivas y con el ánimo 
firme de combatirla con todas las herramientas 
del Estado de derecho.

Que esta norma fuese la que inaugurara 
aquella legislatura tuvo un gran significado 
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 político. Ponía en primer plano, en el centro de la 
agenda, un crimen que había permanecido histó-
ricamente invisibilizado y se sustanciaba el com-
promiso con la igualdad.

La LO 1/2004 se convirtió en una norma 
esencial para vertebrar y organizar una réplica 
institucional global a la violencia que se ejerce 
sobre las mujeres. Regulaba tanto los aspectos 
preventivos, como la respuesta penal. Preveía, 
además, algo absolutamente primordial: la for-
mación del personal sanitario, policial y judicial 
responsable de la aplicación de la ley.

En lo que atañe al Ministerio Fiscal, la nor-
ma disponía la creación del puesto de Fiscal con-
tra la Violencia sobre la Mujer, como  Delegado del 
Fiscal General del Estado y encargado de la super-
visión y coordinación del Ministerio Fiscal en 
este aspecto, así como la creación de una Sección 
equivalente en cada Fiscalía de los Tribunales Su-
periores de Justicia y de las Audiencias Provincia-
les, con fiscales adscritos especializados en la ma-
teria. Es decir, la LO 1/2004 creaba la figura del 
Fiscal de Sala contra la Violencia sobre la Mujer 
y Secciones contra la Violencia sobre la Mujer en 
las Fiscalías territoriales, que en la actualidad se 
inscriben en la Unidad de Coordinación de Vio-
lencia contra la Mujer.

La Fiscalía contra la violencia sobre la mu-
jer ha estado operativa desde 2005. La primera 
persona en ocuparla fue Soledad Cazorla Prieto, 
nombrada por un gobierno socialista y refrenda-
da posteriormente por un Gobierno del PP. Sole-
dad fue una pionera en la lucha jurídica contra la 
violencia de género desde la Fiscalía, cuyo trabajo 
contribuyó a proyectar y dar a conocer, a través 
de innumerables intervenciones en medios de 

comunicación, conferencias, reuniones con orga-
nizaciones de mujeres, congresos y encuentros 
internacionales. Gracias a su extraordinaria labor 
se creó en España una conciencia que no existía 
hasta el momento. Estuvo profundamente com-
prometida con su cargo en el que se mantuvo 
hasta su muerte en 2015. Durante su mandato, 
Soledad Cazorla fue una ferviente defensora de 
la LO 1/2004, aunque no dudó en criticar su defi-
ciente financiación. Ella se afanó incansablemen-
te por concienciar y sensibilizar a la sociedad 
sobre los derechos de las mujeres. Se preocupó 
particularmente de la protección de las menores 
víctimas de violencia machista. Fue una pena que 
por unos meses no llegara a ver la entrada en vi-
gor, en agosto de 2015, de la nueva Ley de protec-
ción de los menores y la infancia, que reconocía 
—en línea con lo dispuesto en el Convenio de 
Estambul— a los hijos de mujeres maltratadas 
como víctimas directas de la violencia de género. 
Soledad Cazorla marcó, por tanto, la dirección en 
la que el Ministerio Fiscal debía seguir avanzando 
para honrar el compromiso con la lucha contra la 
violencia de género en nuestro país.

En la actualidad, la Fiscalía de Violencia so-
bre la Mujer está ocupada por Teresa Peramato 
Martín que, dentro de la Unidad de Coordinación 
de violencia sobre la mujer, está acompañada de 
dos fiscalas adjuntas, así como de los fiscales dele-
gados al frente de cada una de las secciones de 
violencia sobre la mujer situadas en las Fiscalías 
Provinciales. Estos fiscales especializados intervie-
nen en los procedimientos penales desarrollados 
en los Juzgados de Violencia sobre la Mujer, que 
también fueron creados por la LO de 2004, así 
como en los procesos civiles de divorcio,  separación 

o divorcio, o sobre la guarda y custodia de los hijos, 
siempre que se aleguen malos tratos.

En enero de 2021 la Unidad de Coordinación 
de Violencia sobre la Mujer de la Fiscalía General 
del Estado presentó la Guía de actuación con pers-
pectiva de género en la investi gación y enjuicia-
miento de los delitos de violencia de género. Pilar 
Martín Nájera, que en ese  momento era Fiscal de 
Sala contra la violencia de la mujer, puesto que 
ocupó hasta el 30 de marzo de 2021, ha declarado 
que «las víctimas de violencia de género descon-
fían del sistema judicial porque el proceso es duro, 
daña y revictimiza». La Guía es un documento 
oportuno y necesario para dotar al trabajo de los 
fiscales de una perspectiva de género, especialmen-
te necesaria cuando se investigan delitos de violen-
cia contra las mujeres. En estos procesos, según se 
establece en la Guía, la víctima debe ser el centro 
de la investigación y su protección debe conside-
rarse como objetivo primordial del proceso. Se 
trata también de evitar la revictimización de la per-
sona que ha sufrido la violencia, preconizando en 
cambio la importancia de defender sus derechos, 
sea como víctima o como testigo. Se quiere, en de-
finitiva, lograr que el funcionamiento de la Fiscalía 
en estos procesos sea lo más eficiente posible.

A pesar del reforzamiento de los instru-
mentos de lucha contra la violencia machista, en-
tre los que las herramientas de las que se ha do-
tado el Ministerio Fiscal son muy importantes, lo 
cierto es estamos todavía muy lejos de erradicar 
esta lacra. Aunque hoy día, nos encontramos con 
una sociedad más sensibilizada, con mujeres me-
jor protegidas y con agresores más perseguidos y 
castigados, lo cierto es que la violencia de género 
no se ha erradicado. Si en 2004 murieron 72 mu-

jeres por violencia de género, en 2020 fueron 45. 
La cifra se ha reducido, pero la violencia sigue ahí.

Y en algunos casos el camino que tienen 
que recorrer las víctimas para obtener justicia 
continúa siendo laborioso y doloroso, más de lo 
que debería. A pesar de que se ha multiplicado la 
concienciación sobre este problema, no siempre 
se realiza una valoración adecuada del riesgo al 
que está sometida la víctima. Precisamente, re-
cientemente hemos examinado en el Consejo de 
Estado un expediente en el que se solicitaba res-
ponsabilidad patrimonial del Estado por parte de 
la familia de una víctima de violencia de género, 
asesinada por su marido un mes después de que 
hubo interpuesto una denuncia por maltrato. En 
mi voto particular a ese Dictamen —309/2019—, 
al que se adhirieron tres Consejeros Permanentes 
sostuve que se debía conceder la indemnización 
solicitada por los reclamantes porque había ha-
bido un funcionamiento anormal de los servicios 
públicos a raíz de una actuación negligente de la 
policía judicial, que había realizado una valora-
ción inadecuada del riesgo al que estaba someti-
da la víctima. En este caso, los familiares de esta 
vieron finalmente reconocidas sus pretensio-
nes por la Audiencia Nacional, que en Sentencia 
de 30 de septiembre de 2020 (2187/2019), se hizo 
eco del voto particular al que acabo de hacer re-
ferencia y que, reproduciendo literalmente los 
argumentos esgrimidos en el mismo, acabó reco-
nociendo el derecho de la familia a ser indemni-
zada. Este caso demuestra que es muy necesario 
seguir avanzando, de manera coordinada, en la 
mejora de la asistencia y de la protección a las 
víctimas. La tecnología puede ser un aliado, se 
pueden  generalizar los sistemas de vigilancia 
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electrónica, y se puede  ampliar la comunicación 
y el acompañamiento a las víctimas a través de 
aplicaciones.

Que las sociedades y sus dirigentes entien-
dan que la violencia de género es un problema de 
todos, que es un problema político de primer or-
den, y se decidan a luchar contra él de manera 
integral y desde todas las perspectivas es un paso 
importantísimo. Las leyes son cardinales para 
crear esa conciencia porque todavía queda mucha 
tarea por delante. De hecho la propia LO 1/2004 
está pendiente de una actualización, demandada 
en el Pacto de Estado en materia de violencia de 
género de 2017, la enmienda de su artículo 1 para 
adaptarlo a la definición de violencia de género 
contenida en el Convenio de Estambul, una defi-
nición más amplia que se refiere a cualquier acto 
de violencia que se cometa contra una mujer por 
el hecho de serlo, sin necesidad de que la violen-
cia sea perpetrada por una pareja o expareja e 
incluyendo agresiones y acosos sexuales, matri-
monios forzados, mutilación genital femenina o 
trata con fines de explotación sexual. Nos urge 
acometer esta reforma de la Ley Orgánica.

Con la pandemia y los confinamientos las 
violencias sobre la mujer no han disminuido, se 
han agravado en todo el mundo. Por eso es impor-
tante que la Fiscalía, como actor central en esta 
tarea de erradicación de las violencias machistas, 
siga profundizando y ampliando la formación de 
las alumnas y alumnos de la Escuela de prácticas 
en este tema, y que se siga ofreciendo formación 
continua a lo largo de toda la carrera fiscal.

A la Fiscalía le corresponde velar por el ac-
ceso de las víctimas a una justicia igualitaria, en 
la que se les proteja a lo largo de todo el proceso, 

se evite su revictimización y donde se les preste 
atención y se las trate con sensibilidad. La cele-
bración del cuadragésimo aniversario de la Ley 
50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula 
el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal es un 
buen momento para renovar el compromiso y 
aportar para seguir avanzando por el camino que 
inició en el 2005 y en el que ha alcanzado impor-
tantes hitos, en beneficio no solo de las víctimas de 
la violencia de género y de sus familiares, sino  
de toda la sociedad.

40 AÑOS DEL ESTATUTO ORGÁNICO 
DEL MINISTERIO FISCAL

La Constitución de 1978 conforma a España como 
un Estado social y democrático de derecho y pro-
pugna la dignidad de la persona, los derechos in-
violables que le son inherentes, el libre desarrollo 
de la personalidad, el respeto a la ley y a los dere-
chos de los demás, como fundamentos del orden 
político y de la paz social.

La configuración del Estado de derecho 
constituye una de las piezas clave de su estructura 
y funcionamiento, estableciendo la sujeción de los 
ciudadanos y los poderes e instituciones públicas 
al texto constitucional y al resto del ordenamiento 
jurídico. Se garantiza el principio de legalidad, je-
rarquía normativa, seguridad jurídica, de respon-
sabilidad y de interdicción de la arbitrariedad de 
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los poderes  públicos, con la necesaria y correlativa 
garantía  procesal efectiva de los derechos funda-
mentales y las libertades públicas.

En la plena aplicación de estos principios 
juega un papel fundamental el Ministerio  Fiscal, al 
que el artículo 124 del texto constitucional enco-
mienda expresamente, en el ámbito de sus com-
petencias, la misión de promover la acción de la 
justicia en defensa de la legalidad, de los derechos 
de los ciudadanos y del interés público tutelado 
por la ley, procurando la satisfacción del interés 
social ante los tribunales. Dicha encomienda su-
pone una garantía evidente en nuestro sistema de 
convivencia.

En atención a las tareas que desempeña, la 
Constitución ha configurado al Ministerio Fiscal 
en el más alto nivel de las instituciones del Estado, 
como un órgano de relevancia constitucional, con 
personalidad jurídica propia e integrado con auto-
nomía funcional en el Poder Judicial. Dispone que 
ha de ejercer sus competencias conforme a los 
principios de legalidad e imparcialidad, actuando 
con plena objetividad e independencia en defensa 
de los intereses que le están encomendados.

La relevancia de sus funciones y del cum-
plimiento de los referidos principios, así como la 
necesidad de garantizar su desarrollo con el ade-
cuando rango normativo, llevaron a incluir en el 
propio texto constitucional la previsión de que se 
regulara por ley el estatuto orgánico del Ministe-
rio Fiscal. Esta norma básica se aprobó por la 
Ley 50/81 de 30 de diciembre, que celebra este 
año 2021 su cuadragésimo aniversario.

En el mencionado Estatuto Orgánico se con-
tiene la regulación básica de las funciones, organi-
zación, estructura y principios, normas de actua-

ción, formas de acceso y pérdida de la condición 
de fiscal, los derechos y deberes de los fiscales y el 
régimen disciplinario. Este detallado marco jurídi-
co se dirige a ofrecer los elementos esenciales para 
una actuación profesional, objetiva e independien-
te, aportando seguridad jurídica al desenvolvi-
miento de la misión que esta institución tiene atri-
buida y le dota de herramientas para que pueda 
hacerse efectiva conforme a los principios que han 
de inspirarla.

Las instituciones públicas están en perma-
nente evolución, como ocurre con la sociedad 
misma y el entorno en el que se integran. Preci-
samente la modificación del Estatuto Orgánico 
del Ministerio Fiscal por la Ley 24/2007, de 9 de 
octubre, procuró impulsar una mayor eficacia y 
eficiencia en el cumplimiento de su actividad, so-
bre la base del principio de especialización, como 
respuesta a las nuevas formas de criminalidad 
emergentes y, asimismo, reforzar su autonomía 
para fortalecer el principio de imparcialidad que 
ha de presidir su actuación y conseguir la mejora 
de su capacidad funcional. Igualmente, la referida 
reforma se dirigió a actualizar su estructura y a 
alcanzar un despliegue territorial más eficiente, 
al tiempo que a introducir mejoras de carácter 
técnico en cuanto a la regulación de los procedi-
mientos de actuación. Con todo ello se perseguía 
una mejor adaptación en su conjunto a las nuevas 
exigencias de la sociedad.

Desde el ejercicio de las competencias que 
tiene atribuidas el Tribunal de Cuentas es testigo 
directo de la relevancia institucional del Ministerio 
Fiscal y de la importancia efectiva de su actuación, 
en la medida en que, como indica el artículo 3.14 
de su Estatuto Orgánico, para el  cumplimiento de 

sus funciones, interviene, en los supuestos y en 
las formas previstas en las leyes, en los procedi-
mientos ante el Tribunal de Cuentas, siendo la 
Fiscalía de esta institución un órgano del Minis-
terio Fiscal, pero que ha de regirse por la Ley Or-
gánica del Tribunal.

La particularidad de esta Fiscalía especiali-
zada es que el Fiscal Jefe es miembro del Pleno 
del Tribunal de Cuentas, junto con los Consejeros 
de Cuentas designados por el  Parlamento, y, como 
tal, participa, en los términos legalmente estable-
cidos, en el ejercicio de la función fiscalizadora 
que al Tribunal le corresponde. Así, el fiscal emite 
un dictamen en relación con el proyecto de Decla-
ración de la Cuenta General del Estado y, en cuan-
to a los proyectos de informes, mociones o notas 
de fiscalización, formula, en el trámite de obser-
vaciones ofrecido a los miembros del Pleno, lo 
que estima pertinente en relación con sus compe-
tencias, pronunciándose en particular sobre si de 
la fiscalización resultan presuntas responsabili-
dades de cualquier naturaleza, entre ellas, conta-
bles o penales. La intervención en el desarrollo de 
la fiscalización hace precisa una alta especializa-
ción de esta Fiscalía, en la medida en que aque-
lla —consistente en el control de la actividad 
económico- financiera pública— se lleva a cabo 
bajo estándares altamente técnicos y en un ámbi-
to que se separa de la actividad ordinaria y de la 
función que tiene atribuida con carácter general 
el Ministerio Fiscal.

Por otra parte, la Fiscalía del Tribunal de 
Cuentas ejerce las funciones que son propias de 
este órgano en el inicio y la tramitación de los 
procedimientos de responsabilidad contable que 
se sigan en la Sección de Enjuiciamiento. Está  

legitimado para ejercitar pretensiones de respon-
sabilidad contable y para participar en los proce-
dimientos jurisdiccionales en el ejercicio de sus 
competencias.

Es una satisfacción para el Tribunal de 
Cuentas unirse a esta importante efeméride del 40 
Aniversario del Estatuto Orgánico del Ministerio 
Fiscal, que procura un marco jurídico esencial para 
la organización y operativa de esta institución 
constitucional, reforzando con ello la relevancia de 
su función en el mantenimiento del Estado de de-
recho, la defensa de los derechos de los ciudadanos 
y del interés público.
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Francisco M. Fernández Marugán

Defensor del Pueblo (E. F.)

DEFENSOR DEL PUEBLO  
Y MINISTERIO FISCAL

La Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor 
del Pueblo, y la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, 
por la que se regula el Estatuto Orgánico del Minis-
terio Fiscal, cumplen cuarenta años en 2021. Es un 
momento idóneo para reflexionar sobre las relacio-
nes entre estas dos instituciones.

La Ley Orgánica del Defensor del Pueblo se 
refiere al Ministerio Fiscal en los artículos 13 y 25. 
El Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal no se 
refiere expressis verbis al Defensor del Pueblo, 
pero sí de manera implícita, como veremos, en el 
Título I (Del Ministerio Fiscal y sus funciones, 
artículos 1 a 11).

El verbo que mejor define la misión consti-
tucional del Defensor del Pueblo es «supervisar». 
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En efecto, el artículo 54 de la Constitución dice 
que, para la defensa de los derechos fundamenta-
les,  «podrá supervisar la actividad de la Adminis-
tración». Siendo evidente que el Ministerio Fiscal 
no es «Administración», sino un órgano de rele-
vancia constitucional con personalidad jurídica 
propia, no cabe ejercer la supervisión sobre él 
desde el Defensor del Pueblo. Ha de ser de otra 
naturaleza la relación que se establezca entre am-
bas instituciones.

Resulta de interés, a estos efectos, exponer 
la génesis del actual artículo 13 de la Ley Orgánica 
del Defensor del Pueblo. En la Proposición de Ley 
Orgánica publicada en el «Boletín Oficial de las 
Cortes Generales» el 20 de junio de 1979, origen de 
la actual Ley, en el artículo 15 (que se  corresponde 
con el actual 13) no se  citaba al  Ministerio Fiscal. 
Daba la impresión, aunque expresado con ambi-
güedad, que cabía que el Defensor del Pueblo se 
dirigiese directamente a los titulares de los órganos 
jurisdiccionales e, incluso, el papel del aún non 
nato entonces Consejo General del Poder Judicial 
no era el de investigar a petición del Defensor del 
Pueblo, sino que se le trasladaba el resultado de la 
investigación. Al propio tiempo, la referencia al 
artículo 24 de la Constitución sin diferenciar entre 
el derecho a la tutela judicial efectiva, el derecho a 
un proceso sin dilaciones indebidas y los demás 
derechos fundamentales procesales del riquísimo 
artículo 24 parecía abonar la tesis de la supervisión 
de la totalidad de la actividad judicial, lo que era 
difícilmente compatible con que la «Jurisdicción» 
no es «Administración» susceptible de ser super-
visada en todos los aspectos de su actividad.

Es una enmienda presentada por la Unión 
de Centro Democrático la que introduce al Minis-

terio Fiscal en la Ley Orgánica del Defensor del 
Pueblo en los términos actualmente vigentes, deli-
mitando también el papel del Consejo de forma 
coherente con su posición constitucional como 
órgano de gobierno del Poder Judicial. En efecto, el 
esquema del actual artículo 13 establece que, pre-
sentada una queja referida al funcionamiento de 
la Administración de Justicia, el Defensor del Pue-
blo decide si trasladarla al Ministerio Fiscal o al 
Consejo, «según el tipo de reclamación de que se 
trate». En el caso de traslado de la queja al Minis-
terio Fiscal, el fin del mismo es «que este investi-
gue su realidad y adopte las medidas oportunas 
con arreglo a la Ley».

El artículo 13 debe ser interpretado en cone-
xión con el 17, párrafo segundo, que impide la in-
tervención del Defensor del Pueblo en asuntos sub 
iudice, lo que significa la primacía del Poder Judi-
cial en el ejercicio de la potestad jurisdiccional. 
Este principio se ha interpretado constantemente 
como comprensivo del impedimento de interven-
ción frente a la cosa juzgada (si no puede interve-
nirse cuando el ciudadano pide la actuación judi-
cial, con mayor razón tampoco frente a su resulta-
do). La intervención del Defensor del Pueblo en 
materia de Justicia tiene sus pilares en el concepto 
de «Administración de la Administración de Justi-
cia», acuñado por el Tribunal Constitucional, que 
distingue entre la «Administración de Justicia» 
(que ejerce la potestad jurisdiccional, no supervi-
sable fuera de sí misma, sin perjuicio de las com-
petencias del Tribunal Constitucional y del Conse-
jo General del Poder Judicial) y la «Administración 
de la Administración de Justicia», comprensiva de 
«cuanto rodea» —y hace materialmente posible— 
el ejercicio de la potestad jurisdiccional, cuya natu-

raleza es administrativa: dotación de edificios, 
sistemas informáticos, personal que auxilia a jue-
ces y magistrados..., en los «problemas generales 
planteados en las quejas presentadas» a que se 
refiere el artículo 17.2 de la Ley  Orgánica 3/1981 y 
en el concepto de «dilaciones indebidas» (artículo 
24.2 de la Constitución). La admisión a trámite de 
quejas por tardanza en dictarse resoluciones judi-
ciales (cautelares, en primera instancia o para re-
solver recursos) ha sido una constante en el Defen-
sor del Pueblo, entendiéndose que el ciudadano 
tiene derecho a que sus asuntos judiciales les sean 
resueltos, que esto es un derecho fundamental 
(bien a la tutela judicial efectiva, bien a un proceso 
sin dilaciones indebidas) y que la intervención del 
Defensor del Pueblo no afecta a la independencia 
judicial en cuanto que no se pide una resolución 
de contenido concreto, sino una resolución, y que 
por tanto es una petición respetuosa con la posi-
ción institucional del Poder Judicial.

Teniendo en cuenta que la queja ha de diri-
girse al Ministerio Fiscal o al Consejo General del 
Poder Judicial «según el tipo de reclamación de 
que se trate» (artículo 13), es necesario distinguir, 
por una parte, en si el Ministerio Fiscal está per-
sonado en un proceso judicial o, al menos, podría 
eventualmente estarlo; y, por otra parte, en si pue-
de ser relevante la posición del Ministerio Fiscal 
ante uno de los «problemas generales» de la Jus-
ticia a que se refiere el artículo 17.2. En estos casos 
lo procedente es admitir la queja a trámite, al me-
nos, ante el Ministerio Fiscal. Si se trata de un 
proceso concreto, se trataría de un proceso penal 
y, en los otros órdenes jurisdiccionales, de aque-
llos en los que el Ministerio Fiscal está personado 
o es legalmente posible su personación. Si se  trata 

de un «problema general», habría de admitirse la 
queja si alguna actuación de conjunto podría con-
tribuir a abordar el problema subyacente que está 
detrás de la queja o de la actuación de oficio lle-
vada a cabo por el Defensor del Pueblo.

El artículo 25 de la Ley Orgánica del Defen-
sor del Pueblo indica que este pondrá en conoci-
miento del Fiscal General del Estado presuntos 
delitos conocidos «en el ejercicio de las funciones 
propias de su cargo». Es interesante constatar que 
en la tramitación parlamentaria de este artículo 
no se aceptó una enmienda de Coalición Demo-
crática que proponía que el Defensor del Pueblo 
hubiera, en tal caso, de facilitar a la Fiscalía «los 
documentos e informaciones obtenidos en el cur-
so de su investigación». Ello corrobora el aleja-
miento del artículo 25 del formalismo propio de 
la querella (artículo 277 de la Ley de Enjuicia-
miento Criminal), siendo más bien una expre-
sión, en sede de la Ley Orgánica del Defensor del 
Pueblo, de lo que ya dispone el artículo 262 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, relativo a la de-
nuncia penal: «Los que por razón de sus cargos, 
profesiones u oficios tuvieren noticia de algún 
delito público, estarán obligados a denunciarlo 
inmediatamente al Ministerio fiscal...».

En puridad, parece que no hubiera sido ne-
cesario un artículo como el 25 de la Ley Orgánica 
del Defensor del Pueblo, existiendo el 262 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, que viene a decir 
lo mismo en lo que se refiere al deber de denun-
ciar delitos. Sin embargo, una observación más 
atenta permite comprender la relevancia del pre-
cepto. En efecto, podría pensarse, de no existir, 
que  conforme al principio de especialidad (a igual-
dad de rango normativo, ha de interpretarse que 
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lo establecido ad hoc prima sobre lo establecido 
con carácter más  general), y teniendo en cuenta 
que el Defensor del Pueblo actúa bajo el principio 
de absoluta  reserva, no tendría el Defensor el de-
ber de denunciar delitos; esto ni es ni debe ser así, 
por los bienes jurídicos en juego en todo delito, 
particularmente en los delitos más graves. Por otra 
parte, el artículo 25 tiene una naturaleza relacio-
nal: si el Defensor denuncia ante el Fiscal General, 
este, recíprocamente «informará periódicamente 
al Defensor del Pueblo, o cuando éste lo solicite, del 
trámite en que se hallen las actuaciones iniciadas 
a su instancia». Y, más allá del orden penal, comu-
nicará al Defensor «todas aquellas posibles irregu-
laridades administrativas de que tenga conoci-
miento el Ministerio Fiscal en el ejercicio de sus 
funciones». Tanto la ubicación sistemática como 
la redacción de esta última previsión parecen esta-
blecer un deber de denuncia administrativa «recí-
proco» al deber de denuncia penal del Defensor; 
sin embargo, debe ser interpretado más bien como 
posibilidad, teniendo en cuenta las amplísimas fa-
cultades de todo orden de las que, en defensa de la 
legalidad, dispone el Ministerio Fiscal: baste para 
confirmarlo la lectura de los artículos tercero y 
cuarto del Estatuto Orgánico.

Que el Ministerio Fiscal no sea objeto de 
supervisión del Defensor del Pueblo no significa 
que este no se dirija cotidianamente a aquel o que 
aquel no tenga un deber de colaboración con este. 
En la práctica del Defensor del Pueblo el Ministe-
rio Fiscal es una institución colaboradora, lo que 
tiene, además, un sólido fundamento normativo.

El Defensor se relaciona habitualmente con 
la Fiscalía a través del Fiscal General del Estado, 
ex artículo 25 en conexión con el 13. Nada impide 

la petición de información a una Fiscalía  concreta, 
pero es razonable, conforme a los principios de 
unidad de actuación y dependencia jerárquica 
que son propios del Ministerio Fiscal ex artícu-
lo 124.2 de la Constitución, centralizar la petición 
en el Fiscal General, que cuenta con una Unidad 
de Apoyo a los efectos de ayudarle en diversas 
cuestiones, entre ellas las relaciones con el Defen-
sor del Pueblo.

El fundamento normativo del deber de co-
laboración se halla en la Ley Orgánica del Defen-
sor del Pueblo y, también, en el Estatuto Orgánico 
del Ministerio Fiscal.

El apartado 1 del artículo 19 de la Ley Orgá-
nica consagra una fórmula rotunda que encum-
bra —valga la expresión— al Defensor del Pueblo 
en el sistema constitucional: «Todos los poderes 
públicos están obligados a auxiliar, con carácter 
preferente y urgente, al Defensor del Pueblo en 
sus investigaciones e inspecciones».

La expresión «poderes públicos» no puede 
tener mayor amplitud. Permite al Defensor del 
Pueblo dirigirse a cualquier institución y ser auxi-
liado por ella «con carácter preferente y urgente». 
No prefigura el alcance del auxilio (podría invo-
carse, por ejemplo, que se está ante una cuestión 
sub iudice), pero excluye el silencio o el impedi-
mento de acceso a instalaciones, documentos y 
personas.

El Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
también constituye una sólida base normativa 
para la colaboración entre instituciones. En efecto, 
el artículo tercero, apartado 16, al establecer que le 
corresponde «ejercer las demás funciones que el 
ordenamiento jurídico estatal le atribuya», cons-
tituye norma de remisión a la Ley Orgánica del 

 Defensor del Pueblo, que comprende el aludido 
deber de colaboración de «todos los poderes públi-
cos». Al propio tiempo, al establecer que corres-
ponde al Ministerio Fiscal «velar por el respeto de 
las instituciones constitucionales y de los derechos 
fundamentales y libertades públicas con cuantas 
actuaciones exija su defensa» (artículo tercero, 
apartado 3) queda claro el papel del Ministerio Fis-
cal como colaborador de quien es el Alto Comisio-
nado de las Cortes Generales para, precisamente, 
la defensa de los derechos fundamentales (artícu-
lo 54 de la Constitución).

Lo que corresponde al Ministerio Fiscal se-
gún el artículo tercero del Estatuto Orgánico lo es 
«para el cumplimiento de las misiones estableci-
das en el artículo 1» (promover la acción de la 
justicia, velar por la independencia de los Tribu-
nales, procurar ante éstos la satisfacción del inte-
rés social). Se trata de misiones ante los Tribuna-
les de Justicia. De ahí que para el Defensor del 
Pueblo la petición de colaboración al Ministerio 
Fiscal esté orientada a la posibilidad de hacer lle-
gar a los tribunales —a los que no puede dirigirse 
directamente— preocupaciones o posiciones, 
desde el respeto a la independencia judicial y a la 
autonomía funcional (artículo segundo del Esta-
tuto) del Ministerio Fiscal. Sin perjuicio de que 
puedan trasladarse otras posiciones sobre proble-
mas generales, siempre desde el respeto a la men-
cionada autonomía funcional.

A lo largo de la historia de cuarenta años 
del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal y de 
la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo han sido 
relativamente frecuentes no solo los escritos or-
dinarios sino también las Recomendaciones a la 
Fiscalía General del Estado, no formuladas con el 

mismo espíritu que a las Administraciones (pues, 
ha de insistirse, el Ministerio Fiscal no es objeto 
de la supervisión del Defensor del Pueblo) sino 
en aras de contribuir al perfeccionamiento del 
Estado y a la mejor defensa de los derechos fun-
damentales. Siempre ha hallado el Defensor del 
Pueblo una respuesta razonada y bien fundada 
del Ministerio Fiscal, fuera coincidente o discre-
pante con lo que se proponía, como corresponde 
al debate jurídico para afrontar problemas com-
plejos que no tienen soluciones únicas ni indubi-
tablemente mejores unas que otras.

Teniendo en cuenta que el Defensor del 
Pueblo no interviene en cuanto al fondo en los 
asuntos judicializados, aunque sí con respecto a 
los retrasos o dilaciones indebidas, han sido más 
frecuentes las Recomendaciones cuando se han 
abordado problemas generales, sobre todo en los 
estudios monográficos.

Pueden destacarse algunas Recomendacio-
nes del Defensor del Pueblo aceptadas por la Fis-
calía General del Estado en materia de menores, 
tanto en el contexto de estudios monográficos 
como en el marco de la tramitación ordinaria de 
las quejas. A título de ejemplo, la Recomendación 
para que se adopten las medidas oportunas para 
preservar el derecho a la intimidad de los meno-
res de edad, afectados en procedimientos de se-
paración o divorcio, procurando que los órganos 
judiciales, con ocasión de publicar por edictos las 
resoluciones dictadas en dichos procedimientos, 
omitan datos tales como nombre, apellidos y do-
micilio de esos menores o cualesquiera otros que 
permitan su identificación; la Recomendación 
sobre el establecimiento de programas de forma-
ción con motivo de la publicación del nuevo 
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 Estatuto de la víctima, con especial atención a los 
menores de edad; la Recomendación sobre medi-
das para preservar la identidad de los menores de 
edad, víctimas de delito en los procesos penales; 
la Recomendación sobre medidas para que en los 
procesos penales se evite siempre la confronta-
ción visual de los menores de edad testigos de 
delitos con el inculpado; o la Recomendación so-
bre actuaciones en los procedimientos de deter-
minación de la edad de los menores extranjeros.

También se han aceptado por la Fiscalía Ge-
neral del Estado Recomendaciones del Defensor 
del Pueblo en otras materias, como por ejemplo la 
 Recomendación sobre comprobación de que la po-
licía ha adjuntado la ficha actualizada del Registro 
Central de Extranjeros (ADEXTTRA) al procederse 
al ingreso de personas extranjeras en centros de 
internamiento o la Recomendación sobre crimina-
lidad informática.

Puede concluirse, en fin, que la colabora-
ción entre el Defensor del Pueblo y el Ministerio 
Fiscal ha sido constante y fructífera en las cuatro 
décadas transcurridas desde el Estatuto Orgáni-
co. No podía ser de otro modo pues, siendo dife-
rentes los roles institucionales, se ha comparti-
do, desde el respeto mutuo, el objetivo común de 
defender los derechos fundamentales, bien ex-
trajudicialmente (como es propio del Defensor 
del Pueblo), bien por el Ministerio Fiscal ante 
los tribunales.

Laura Codruța Kövesi

Fiscal General Europea

LA PUESTA EN FUNCIONAMIENTO 
DE LA FISCALÍA EUROPEA

Quiero agradecer, en primer lugar, a la Fiscal Ge-
neral del Estado su invitación para participar en 
este libro conmemorativo del 40 aniversario de 
la aprobación de la Ley 50/1981 por la que se 
regula el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal 
en España. Mi más sincera felicitación a la Fis-
calía española por todo el trabajo realizado en 
los últimos 40 años en defensa de la legalidad y 
el Estado de derecho.

Como antigua Fiscal Jefe de la Dirección 
Nacional de Anticorrupción (DNA) de Ruma-
nía, recuerdo con mucho afecto la cooperación 
de la Fiscalía Anticorrupción española, la cual, 
a través de los proyectos twinning de la Unión 
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Europea (UE), ayudó a crear y poner en funcio-
namiento la DNA de mi país.

Este 40 aniversario de la Fiscalía española 
coincide con el inicio de la actividad operacional 
de la Fiscalía Europea, que ha asumido sus fun-
ciones de investigación y ejercicio de la acción 
penal a partir del 1 de junio de 2021. Es una fe-
cha histórica que también se celebrará en el fu-
turo y que se recordará, espero, como el momen-
to a partir del cual hemos comenzado a proteger 
los intereses financieros de la UE juntos, con el 
mismo impulso, en los Estados miembros parti-
cipantes.

La Fiscalía Europea es una estructura com-
pletamente nueva. No hay precedentes. Opera bajo 
22 ordenamientos jurídicos diferentes y 22 Códi-
gos de Derecho Penal y de Derecho Procesal Penal 
distintos y, todo ello, bajo el manto del Reglamento 
de la Fiscalía Europea. Pese a la diversidad de legis-
laciones aplicables, la Fiscalía Europea debe operar 
como una oficina única en el territorio de los Esta-
dos participantes.

Cada uno de estos Estados tiene su propia 
lengua, cultura judicial y ha desarrollado prácticas 
específicas en el ejercicio de la acción penal. Tenien-
do en cuenta este contexto, el desafío que afronta-
mos durante el proceso de puesta en marcha de la 
Fiscalía Europea e inicio de operaciones es, sin duda, 
el más apasionante de nuestra generación.

En la práctica, 22 Fiscales Europeos, desde 
Luxemburgo, supervisan las investigaciones ini-
ciadas por los Fiscales Europeos Delegados en los 
Estados miembros participantes. Los Fiscales Eu-
ropeos, además, trabajan en las 15 Salas Perma-
nentes de la Fiscalía Europea, tomando decisio-
nes clave en todos y cada uno de los casos, de 

acuerdo con el Reglamento de la Fiscalía Europea 
y su normativa interna.

Vamos a contar con hasta 140 Fiscales Eu-
ropeos Delegados, miembros activos del Ministe-
rio Fiscal o de la judicatura en sus respectivos 
sistemas nacionales y que van a ejercer la acción 
penal y la acusación ante los tribunales naciona-
les. En este punto, quiero destacar el impacto que 
ya ha tenido la Fiscalía Europea en el sistema ju-
rídico español en lo que respecta a los cambios 
necesarios para aplicar nuestro Reglamento en 
España.

La mayor ventaja de la Fiscalía Europea 
desde el punto de vista operativo es su capacidad 
de cooperar directamente y rápidamente en los 
casos transfronterizos. En los casos en los que, 
hasta ahora, cualquier fiscal o juez de instruc-
ción ha tenido que utilizar los canales de asisten-
cia judicial para obtener información o pruebas 
de otro Estado miembro, los Fiscales Europeos 
Delegados lo harán en cooperación directa entre 
ellos, de acuerdo con el artículo 31 del Reglamen-
to. Bastará con la asignación de una medida de 
investigación a uno o varios Fiscales Europeos 
Delegados de otro Estado miembro.

Según mi experiencia, el principal reto en 
la lucha contra el fraude y la corrupción es ganar 
el corazón y la mente de los ciudadanos, para de-
mostrarles que la ley se aplica a todos por igual y 
que la justicia es tangible. Sin duda, la confianza 
de los ciudadanos en sus instituciones y, particu-
larmente en la Fiscalía, es un componente esen-
cial del Estado de derecho.

En ese sentido, las expectativas relaciona-
das con la puesta en funcionamiento de la Fisca-
lía Europea son muy altas en toda la UE. El inicio 

de sus operaciones tiene lugar dentro de un con-
texto que nadie habría podido anticipar. El volu-
men global de los intereses financieros de la UE 
que hay que proteger casi se ha duplicado. Ade-
más, la pandemia de COVID-19 ha debilitado el 
sistema económico de los Estados miembros y lo 
ha hecho más permeable a la comisión de delitos 
financieros. El riesgo de corrupción ha aumenta-
do, sin lugar a dudas.

La Fiscalía Europea, y esto es importan-
te destacarlo, tiene la obligación jurídica de 
 investigar todos los nuevos casos, dentro de su 
competencia, a partir del inicio de su actividad 
operativa. No goza de discrecionalidad para deci-
dir qué casos investiga. Todos los nuevos casos 
deben ser investigados, de acuerdo con el princi-
pio de legalidad, independientemente de su nivel 
de importancia.

A veces, he percibido que muchas personas 
siguen considerando a la Fiscalía Europea como 
una nueva agencia de la UE o como un proyecto 
piloto, algo pequeño que, si funciona, podría am-
pliarse. Para mí, en cambio, la realidad de la Fis-
calía Europea es muy diferente: no es una agencia 
destinada a mejorar la coordinación de las auto-
ridades judiciales nacionales. Hemos creado una 
Fiscalía especializada con competencias sin pre-
cedentes dentro de los sistemas judiciales de los 
22 Estados miembros participantes.

El objetivo inmediato que tenemos es el de 
garantizar un enfoque unificado en la lucha con-
tra el fraude, la corrupción y demás delitos finan-
cieros que afectan a los intereses financieros de 
la UE. Teniendo en cuenta las diferencias signifi-
cativas que todavía existen en la intensidad de las 
investigaciones y el ejercicio de la acción penal 

entre los Estados miembros de la Unión, habría 
sido preferible que todos ellos, al unísono, hubie-
ran decidido participar en la Fiscalía Europea. La 
puerta está abierta a los que aún no se han incor-
porado. Su incorporación sería aplaudida por to-
dos los profesionales del derecho, aunque obvia-
mente es una decisión política que deben adoptar 
los Estados miembros concernidos.

Confío en que podamos contar con el apo-
yo de todos nuestros colegas fiscales, jueces y 
policías de los Estados miembros en la nueva ta-
rea que hemos iniciado. Sé, además, que también 
podemos contar con los millones de ciudadanos 
europeos que entienden lo que está en juego.

Como fiscales, tenemos que seguir, incan-
sablemente, haciendo que se cumpla la ley. Nues-
tro papel, en ese sentido, consiste en poner en 
marcha el sistema judicial para garantizar que 
todas las personas estén en pie de igualdad ante 
a la ley y que nadie sea intocable.

Me uno, con afecto y gratitud, a este home-
naje a la Fiscalía española, que está llamada a se-
guir siendo una pieza fundamental en la defensa 
de la legalidad y del Estado de derecho.
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Cándido Conde-Pumpido Tourón

Magistrado del Tribunal Constitucional. 
Exfiscal General del Estado

LA REFORMA DEL SISTEMA  
DE NOMBRAMIENTO Y  
CESE DEL FISCAL GENERAL EN 2007: 
UN CAMBIO DECISIVO

La Constitución encuadra al Ministerio Fiscal 
dentro de su título VI, dedicado al Poder Judicial, 
con autonomía orgánica y funcional («El Minis-
terio Fiscal ejerce sus funciones por medio de 
órganos propios»), y le atribuye como misión es-
pecífica la de promover la acción de la justicia en 
defensa de la legalidad, de los derechos de los ciu-
dadanos y del interés público tutelado por la ley.

El Ministerio Fiscal venía definido, hasta 
la aprobación de la Constitución, como el «repre-
sentante del Gobierno ante los tribunales». La 
Constitución rompió este esquema y el Estatuto 
de 1981 profundizó en esa ruptura al rechazar 
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toda dependencia del Ministerio Fiscal respecto 
al Gobierno, que no puede, en ningún caso, im-
partir órdenes a la Institución ni a sus miembros 
individualizados.

Sin embargo, el Estatuto Orgánico omitió 
regular el periodo de mandato y la posibilidad de 
cese anticipado del Fiscal General del Estado. En 
consecuencia, al establecer la Constitución que su 
nombramiento debía producirse a propuesta del 
Gobierno, el Fiscal General no tenía garantizado, 
una vez nombrado, un ámbito propio de autono-
mía de actuación durante su mandato, al carecer 
este de duración predeterminada y no estar pre-
cisadas las causas legales de cese.

Pronto comenzaron a apreciarse los efectos 
perversos de esta carencia. El mandato del Fiscal 
General era, en la práctica, semanalmente reno-
vable, pues solo duraba con seguridad de viernes 
a viernes, que era el día en que se celebraban en-
tonces los Consejos de Ministros. El Gobierno no 
podía legalmente impartir instrucciones al Fiscal 
pero sí podía cesarlo, discrecionalmente y sin ne-
cesidad de explicitar motivación alguna. La auto-
nomía de actuación del Fiscal General, aunque 
estaba garantizada por la ley, no podía ser muy 
efectiva, con esa espada de Damocles permanen-
temente pendiente.

Fueron muchas las voces que reclamaron la 
necesidad de una reforma que estableciese un pe-
riodo de mandato fijo, durante el cual el Gobierno 
no pudiese cesar al Fiscal General, salvo por causas 
legalmente predeterminadas. La modificación le-
gislativa, sin embargo, no era fácil, porque no lo es 
que cualquier Gobierno, que dispone normalmen-
te de mayoría parlamentaria, renuncie voluntaria-
mente a una facultad discrecional que la ley  vigente 

le concede. No es de extrañar que tardase en llegar 
más de veinticinco años.

La reforma se produjo finalmente en el 
año 2007. La vía utilizada fue la Ley 24/2007, de 9 
de octubre, por la que se modificó el Estatuto. 
Como señala su exposición de motivos, uno de los 
objetivos de esta reforma fue dotar al MF de una 
mayor autonomía en el desempeño de sus funcio-
nes, que contribuyese a reforzar de cara a la socie-
dad el principio de imparcialidad que preside su 
actuación.

Para ello, se modificó el régimen de nom-
bramiento y cese del Fiscal General, estableciendo 
garantías adicionales:

1º) El candidato propuesto por el  Gobierno, 
tras la preceptiva audiencia del CGPJ, debe so-
meterse a una comparecencia ante una Comi-
sión del Congreso de los Diputados a los efectos 
de que se puedan valorar sus méritos e  idoneidad. 
Así, el Fiscal General se configura como un cargo 
en cuya designación intervienen los tres Poderes 
del Estado: el Ejecutivo, que le propone, el Judi-
cial que informa su nombramiento y el Legisla-
tivo, ante el que debe comparecer antes de ser 
nombrado por el Rey.

2º) Se introduce un periodo fijo de manda-
to, que garantiza una inamovilidad temporal, si-
milar a la que disponen otros cargos constitucio-
nales, como por ejemplo los propios Magistrados 
del Tribunal Constitucional nombrados por el 
Gobierno, a los que el origen de su nombramien-
to no les priva, en absoluto, de independencia e 
inamovilidad en el ejercicio de su mandato (ar-
tículo 159 5º CE).

3º) Se establecen causas objetivas de cese, 
que garantizan la autonomía del Fiscal General al 

desaparecer la libre decisión de cese sin causa 
por parte del Ejecutivo. El nuevo artículo 31 del 
Estatuto establece que el mandato tendrá una du-
ración de cuatro años. Antes de que concluya úni-
camente podrá cesar a petición propia, por incu-
rrir en alguna de las incompatibilidades o prohi-
biciones establecidas, en caso de incapacidad o 
enfermedad, por incumplimiento grave o reitera-
do de sus funciones y cuando cese el Gobierno 
que lo hubiera propuesto.

4º) Se establece que su mandato no podrá 
ser renovado, excepto en los supuestos en que 
hubiera ostentado el cargo durante un periodo 
inferior a dos años.

Con ello se aseguran las condiciones nece-
sarias para garantizar la inamovilidad e indepen-
dencia del Fiscal General en el ejercicio del cargo, 
sin que tenga nada que temer ni que esperar del 
Gobierno que lo ha nombrado, el cual, salvo su-
puestos excepcionales justificados, ni puede ce-
sarlo antes de terminar su mandato, por discrepar 
de su gestión, ni puede renovarlo una vez cumpli-
do, para agradecerle su actuación.

Esta modificación constituye un cambio 
cualitativo que refuerza y garantiza de un modo 
decisivo la independencia de quien dirige el Mi-
nisterio Público, y en consecuencia, del conjunto 
de sus integrantes. Desde mi actual perspectiva 
como Magistrado del Tribunal Constitucional, 
puedo apreciar que no existe una diferencia 
esencial entre el estatus de independencia de que 
goza el Fiscal General y el de otros cargos igual-
mente relevantes, nombrados por el Legislativo 
o por el Ejecutivo.

Es cierto que un largo período histórico 
de dependencia gubernamental, así como otras 

 causas políticas y estructurales en las que ahora 
no podemos profundizar, ligadas sobre todo a las 
peculiaridades de nuestro modelo procesal penal, 
siguen manteniendo unos prejuicios sobre los 
fiscales y sobre su marco legal y modos de actua-
ción, que no se corresponden con su verdadero 
régimen legislativo. Pero, sin perjuicio de que 
siempre caben nuevas reformas que fortalezcan 
la autonomía de los integrantes del Ministerio 
Publico, considero que todos —juristas y profa-
nos— deberíamos revisar nuestros prejuicios y 
confiar plenamente en la autonomía del Ministe-
rio Fiscal como institución y en la profesionali-
dad de todos y cada uno de sus integrantes.
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LA TRANSFORMACIÓN PENDIENTE 
DEL MINISTERIO FISCAL ANTE  
EL NUEVO PROCESO PENAL EN ESPAÑA

En el 40 aniversario de la aprobación del Estatuto 
Orgánico del Ministerio Fiscal la Fiscalía afronta 
un gran reto de transformación ante la necesidad 
de adaptar su Estatuto al nuevo rol de direc-
ción de la investigación que prevé el anteproyec-
to de Ley de Enjuiciamiento Criminal. Este nuevo 
modelo de proceso penal está en consonancia con 
la necesaria adaptación de nuestro ordenamiento 
jurídico a estándares europeos, a la par que re-
fuerza todavía más nuestro Estado de derecho y 
nuestro sistema de garantías penales.

Se trata, sin duda, del mayor cambio que ha 
afrontado el Ministerio Fiscal desde la aproba-
ción de su Estatuto Orgánico. Pero, si por algo ha 
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destacado esta institución a lo largo de estos 
40 años de democracia, es por su gran profesio-
nalidad y autonomía y por su capacidad de adap-
tarse a las nuevas realidades sociales en el contex-
to de la política criminal. No me cabe la menor 
duda de que, al igual que en 1981, y en sus sucesi-
vas ocasiones, el Ministerio Fiscal estará a la altu-
ra del momento.

Pero para entender el contexto actual es ne-
cesario repasar brevemente la trayectoria de esta 
institución que la Constitución Española señala 
como una de las piezas claves en el funcionamien-
to de la administración de justicia y, por ende, del 
propio Estado de derecho. Una institución que 
en sistemas democráticos como el nuestro, no 
puede sino estar al servicio de los ciudadanos.

El artículo 124 CE sitúa en un lugar de gran 
relevancia al Ministerio Fiscal dentro del diseño 
institucional del Estado. Así se desprende de su 
autonomía orgánica y de los cuatro principios 
que deben regir su actuación: unidad de actua-
ción, dependencia jerárquica, legalidad e impar-
cialidad.

De hecho, la concepción constitucionalista 
de la institución se traslada a su propia regula-
ción en el Estatuto Orgánico de 1981 en su artícu-
lo 2.1 configurando al Ministerio Fiscal como un 
órgano de relevancia constitucional con persona-
lidad jurídica propia, integrado con autonomía 
funcional en el Poder Judicial.

El Estatuto Orgánico, en consecuencia, su-
puso el desarrollo del modelo constitucional de 
Fiscalía adaptando la organización y funciona-
miento de la institución a las nuevas responsabi-
lidades, incorporando plenamente principios 
constitucionales y democráticos. En este Estatuto 

es donde aparece por primera vez la palabra au-
tonomía, aunque realmente referida a la autono-
mía funcional respecto al Poder Judicial.

El Estatuto de 1981 ha sido modificado en 
varias ocasiones al objeto de ajustar algunos de 
los aspectos a las nuevas exigencias de la sociedad 
española y de la propia Institución, las más rele-
vantes la Ley 14/2003, de 26 de mayo, consecuen-
cia del Pacto de Estado para la Reforma de la Jus-
ticia de 28 de mayo de 2001 y la Ley 24/2007, de 9 
de octubre.

Ambas reformas modernizaron la institu-
ción desarrollando aún más su configuración cons-
titucional y democrática, mediante la introducción 
de mecanismos dirigidos a proporcionar una ma-
yor autonomía en el desempeño de sus funciones, 
y reforzando el principio de imparcialidad median-
te la modificación del régimen de nombramiento 
y cese del Fiscal General del Estado.

Sin embargo, pese al cambio de paradigma 
que aconteció con la Constitución de 1978 y el 
Estatuto Orgánico de 1981, así como sus posterio-
res reformas, se puede considerar que la evolu-
ción histórica del Ministerio Fiscal no ha finaliza-
do. Se trata de una institución viva y en constan-
te cambio que, por su propia naturaleza y rol 
constitucional, debe adaptarse constantemente a 
las nuevas realidades.

Estamos en un momento de cambios legis-
lativos importantísimos en materia de Justicia, 
que como es lógico, y no puede ser de otra mane-
ra, afectarán y afectan de manera transcendental, 
intensa y transformadora al funcionamiento y 
organización del Ministerio Fiscal.

De todos ellos, me gustaría destacar de ma-
nera principal, en cuanto a su incidencia en la 

institución, el cambio de modelo de sistema pro-
cesal penal que se dibuja en el anteproyecto de 
Ley de Enjuiciamiento Criminal en tramitación. 
Esta transformación supone una auténtica revo-
lución para el  papel de los jueces y fiscales en el 
proceso penal. La transición del modelo de ins-
trucción judicial al modelo de instrucción/inves-
tigación del Ministerio Fiscal, donde la dirección 
de la investigación penal recae sobre este último, 
resulta una de las reivindicaciones históricas de 
la carrera fiscal.

Así, a las funciones ordinarias del fiscal se 
suma ahora la de director del procedimiento de 
investigación.

No puede desconocerse que, en la actuali-
dad, atendiendo a la necesidad de preservar la 
imparcialidad objetiva del juez y de restar valor a 
los meros actos de investigación, la atribución al 
Ministerio Fiscal de esta función directiva presen-
ta una clara dimensión garantista, además de in-
dudables ventajas por la flexibilidad de su orga-
nización y la vigencia del principio de unidad 
de actuación.

Dentro de la estructura básica del Ministerio 
Fiscal, se opta decididamente por potenciar una 
organización interna basada en el funcionamiento 
de equipos autónomos de fiscales, dotados, si es 
preciso, de unidades policiales adscritas y de peri-
tos y expertos adecuados a las exigencias derivadas 
de su específico ámbito de competencia (delin-
cuencia económica, medioambiental, organizada).

La finalidad de la regulación de los equipos 
de fiscales persigue un cambio mucho más pro-
fundo que la mera especialización para afrontar 
supuestos especiales de delincuencia: establecer 
dentro del Ministerio Fiscal estructuras colegia-

das permanentes, capaces de actuar con autono-
mía plena y máxima eficiencia en relación con 
toda clase de delitos. Para hacer efectivo el funcio-
namiento colegiado, cada equipo debe contar, 
asimismo, con un fiscal coordinador llamado a 
asumir la función de gestionar los recursos comu-
nes, mantener los estándares de calidad del traba-
jo y dar coherencia y unidad al conjunto de las 
investigaciones emprendidas.

Las decisiones que se adopten en el seno 
de cada equipo de fiscales serán el producto de 
un proceso de reflexión y responsabilidad cole-
giadas, lo que permitirá limitar la intervención 
jerárquica de los órganos directivos de la Fiscalía 
a los supuestos excepcionales de discrepancias 
de criterio.

Debe tenerse en cuenta que el cambio de 
paradigma descrito no es una cuestión meramente 
nacional, sino que viene impuesto por Europa y, en 
esos momentos, se plasma en nuestro ordenamien-
to jurídico interno con la entrada en funciona-
miento de la Fiscalía Europea en el mes de junio 
del presente año 2021, creada por el Reglamento 
UE 2017 /1939 del Consejo de 12 de octubre.

Todo ello, unido al resto de cambios legisla-
tivos de tipo organizativo, como son la creación de 
tribunales de instancia y la desaparición de los juz-
gados y el modelo de nueva oficina judicial, obliga-
rán a una reforma profunda no solo de organiza-
ción y funcionamiento del Ministerio Fiscal, sino 
de una nueva configuración del Ministerio Público 
dentro de los términos constitucionales que per-
mita la implantación del nuevo modelo procesal 
penal, y que inevitablemente conlleva la elabora-
ción de un nuevo Estatuto Orgánico que garantice 
una plena autonomía orgánica y funcional frente 
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a injerencias externas e internas en el desarrollo 
de sus funciones.

Ante el importantísimo retoque que supo-
ne la transformación integral de nuestro  sistema 
penal, ambas instituciones, la Fiscalía General del 
Estado y el Ministerio de Justicia, tienen el deber 
de caminar juntos, abordando de forma coordina-
da los cambios que hoy se requieren para ofrecer 
a la  ciudadanía un mejor servicio público en el 
ámbito de la administración de justicia.

Lo hemos hecho durante la transición espa-
ñola, lo hemos hecho durante la consolidación de 
nuestra democracia y lo haremos, de nuevo, bien 
entrado el siglO xxi, en la construcción de este 
nuevo proceso penal de la España democrática, 
que recoge el esfuerzo y el consenso de los últi-
mos 20 años en materia penal, y que tiene que ser 
de todos y para todos.

Nota: el autor redactó este artículo en su calidad de Ministro de 
Justicia.

Luis García Montero

Director del Instituto Cervantes

EL PODER DEMOCRÁTICO

Recordar el 40 aniversario del Estatuto Orgánico 
del Ministerio Fiscal tiene un significado demo-
crático importante para cualquier institución, 
también para las que asumen tareas culturales. 
Una institución democrática necesita fundar su 
labor en la legitimidad, es decir, en una legalidad 
sostenida en consideración a los derechos de la 
ciudadanía y al interés público.

La cultura supone un espacio de reflexión 
que considera, imagina y valora las tensiones de la 
vida. El Instituto Cervantes, por ejemplo, solo pudo 
ponerse en marcha como institución democrática, 
y por eso su fundación tuvo una fecha tardía.  
Entidades hermanas en Francia, Reino Unido, 
Alemania o Italia se constituyeron mucho antes. 
La tarea de divulgar y defender la cultura española 
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y en español era incompatible con la  altisonante 
retórica del imperialismo que caracterizó los dis-
cursos de la dictadura. Se trataba entonces de ocul-
tar el aislamiento internacional y el atraso social 
con palabras pertenecientes a una época dorada y 
sin examen.

Defender la cultura española supone reco-
nocer y apoyar las lenguas y la creatividad de to-
das las regiones y nacionalidades de España. De-
fender la cultura en español significa sentirse 
parte de una comunidad compuesta por más de 
veinte países que tienen una misma lengua nati-
va. Según los últimos registros, somos ya casi qui-
nientos millones de personas las que formamos 
esta comunidad. Los españoles representamos 
únicamente el 8 % de la familia hispanohablante. 
De ahí que desempeñar una tarea en nombre de 
la cultura española y en español fuese incompa-
tible con la trasnochada fanfarria del imperialis-
mo castellano. Solo el orgullo democrático podía 
sostener la importante labor del español y de Es-
paña en el panorama internacional.

Los debates contemporáneos invitan 
siempre a una meditación sobre el poder. Una 
parte de la crítica posmoderna ha cuestionado 
las instituciones y el poder por considerarlos 
siempre condensaciones del mal. Aunque mu-
chas veces se han formulado estas críticas con 
aires de rebeldía y denuncia progresista, la ver-
dad es que han servido también para deslegiti-
mar el Estado y debilitar el orden necesario que 
fija los marcos de convivencia. Poner en duda las 
leyes de la convivencia favorece un concepto de 
libertad identificado con la ley de la selva, que 
no suele desembocar en el caos, sino en la ley del 
más fuerte.

El orgullo democrático nace de la apuesta 
por un poder legítimo basado en la legalidad, los 
derechos de la ciudadanía y el interés público: 
precisamente los tres valores que cimentan el Es-
tatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. Claro que 
en el desempeño de este poder hay imperfeccio-
nes y se comenten errores, pero la ausencia de un 
poder democrático no favorece la libertad, sino el 
ámbito desregulado que deja las manos libres a 
la injusticia.

Estas reflexiones sobre el poder afectan a la 
vida cotidiana en todos sus aspectos y aluden, por 
ejemplo, a los compromisos con la lengua. Un 
idioma es algo vivo, pertenece a sus hablantes, es 
una materia en movimiento. Por eso mismo está 
siempre relacionado con la historia, con la situa-
ción social de la que surgen las conversaciones. 
Una idea abstracta y teórica de la lengua no pue-
de negar las realidades del habla cotidiana y de 
los contextos. Así que al mismo tiempo que debe-
mos reconocer que un idioma pertenece a sus 
hablantes y que la labor académica no puede im-
ponerse a las realidades de la gente, resulta nece-
sario tomar conciencia de la dimensión social de 
la lengua y sugerir con políticas lingüísticas mo-
dos de expresión que favorezcan los valores de-
mocráticos y la igualdad. En los últimos tiempos 
ha tomado protagonismo la preocupación por el 
lenguaje sexista. Hoy preferimos decir derechos 
humanos en vez de derechos del hombre, o dere-
chos de la ciudadanía en vez de derechos del ciu-
dadano, o reconocer el género de una presidenta 
o una fiscal.

Creo que una de las tareas más importantes 
de las instituciones culturales es el doble compro-
miso con la vida de la calle y el poder democrático. 

La convivencia y el orden democrático no resis-
ten una separación entre la existencia real y la 
existencia oficial. Una institución pública no pue-
de funcionar al margen de los intereses de la gen-
te. Tampoco la gente puede confundir deseos con 
derechos, instinto con legitimidad, comportándo-
se de forma irracional al margen de las normas 
de convivencia. Este tipo de comportamientos se 
han extendido en propuestas políticas que supe-
ran los caprichos personales, como señaló Luigi 
Ferrajoli al estudiar las diferencias entre una de-
mocracia constitucional y una democracia plebis-
citaria, siempre manipulada por las coyunturas 
comunicativas. No es bueno sustituir la conviven-
cia democrática por un perpetuo estado de excep-
ción, según advirtió Giorgio Agamben.

De ahí que en los espacios públicos sea fun-
damental que la legalidad y la legitimidad formen 
parte de los procesos de comunicación. Esa es una 
tarea de cultura. En las informaciones sobre los 
hechos y en los relatos, se conforman también  
—junto a las aparentes novedades de conoci-
miento— vínculos de lo ya sabido, estados de áni-
mo y de creencias. Cuando se denuncia un caso 
concreto de corrupción política, además de dar-
nos a conocer la mala actuación de una persona, 
se corre el peligro de desplazar la denuncia a la 
actividad política en general. Ya no se trata de la 
actuación sancionable de un individuo, sino de un 
deterioro de la condición política que afecta al cré-
dito social. A veces esos procesos se trabajan de 
forma intencionada, se debilitan así los vínculos 
sociales y el poder del Estado. La degradación de 
la democracia se produce por el descrédito y pér-
dida de autoridad de sus instituciones y por la 
caída de prestigio de algunos ejes fundamentales 

para el espacio público como el que represen-
ta la prensa. Las críticas generalizadas a la  política, 
la Justicia y la prensa están a la orden del día en 
los procesos de comunicación que pretenden res-
tarle autoridad al Estado o que convierten el or-
den en un caos al servicio de la ley del más fuerte 
en un poder sin legitimidad democrática. Todo es 
mentira, todos son iguales, no me cuentes tu vida. 
Es la cultura del egoísmo, del sálvese quien pueda.

Una institución, como una política lingüís-
tica, debe ser consciente de la situación histórica 
en la que se desempeña su tarea. Y esa conciencia 
reúne sus preocupaciones con la propia existen-
cia de la institución y con su compromiso con la 
Justicia. Vuelvo a repetir: un interés público ba-
sado en la legalidad y en los derechos de la ciuda-
danía, unos derechos articulados para la convi-
vencia. Me gustaría que los procesos comunicati-
vos de lo ya sabido, tan dominantes detrás de 
cada información, recordasen los principios ori-
ginales de la democracia al iluminar un horizonte 
de libertad, igualdad y fraternidad.

Los valores que representa el Ministerio 
Fiscal no solo tienen relevancia constitucional en 
el Estado español, sino también en las entrañas 
de la convivencia democrática. Por eso conviene 
celebrar sus aniversarios.
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A PARTIR DE AHORA

Tiene todo el sentido que quiera aprovecharse el 
40 aniversario del Estatuto Orgánico del Ministe-
rio Fiscal, aprobado por Ley 50/1981 de 30 de di-
ciembre, para realizar un ejercicio de reflexión 
sobre el papel de esta tan importante institución 
en la consolidación y avance del Estado de dere-
cho en España. Si el artículo 124 de la Constitu-
ción española de 1978 supuso ya un cambio muy 
significativo sobre el tratamiento tradicional de 
la institución de la Fiscalía en nuestro ordena-
miento jurídico, consagrando su incardinación en 
el ámbito del Poder Judicial y así relevándolo de 
una función más instrumental al servicio del Po-
der Ejecutivo, el Estatuto de 1981 vino a delimitar 
las previsiones constitucionales en un sentido 
modernizador de la institución, más acorde con 
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las características que el sistema democrático 
 imponía a la función jurisdiccional.

Ciertamente, los principios informadores 
de la Fiscalía han sido a menudo objeto de polé-
mica doctrinal, especialmente en torno al de su 
autonomía funcional. Diversos autores se han 
pronunciado sobre todo ello en términos que 
ponen el acento en la posibilidad de abrir para 
la Fiscalía nuevas perspectivas que refuercen su 
papel en nuestro Estado de derecho. No obstan-
te, a veces, se han omitido algunas otras consi-
deraciones que permitirían justificar con funda-
mento la vis expansiva de la función de la Fisca-
lía partiendo precisa y exactamente de la misma 
regulación que la Constitución establece en su 
artículo 124.

En este sentido es bueno recordar que di-
cho precepto atribuye al Ministerio Fiscal no 
únicamente el promover la acción de la Justicia 
en defensa de la legalidad sino también, desta-
cadamente, de los derechos de los ciudadanos y 
del interés público, rematando la definición con 
el encargo de que la misión de la Fiscalía se 
orienta a satisfacer el interés social. ¡Derechos 
de los ciudadanos, interés público e interés so-
cial! Y, además, bien sea de oficio o a petición de 
los interesados. No debería extrañar, pues, que, 
con tan amplios requerimientos, la institución 
de la Fiscalía General esté sometida a presiones 
interpretativas propias de la evolución de la so-
ciedad y a cambios acelerados que la misma ex-
perimenta.

Resultaría difícil encontrar ámbitos en los 
que la evolución social haya experimentado cam-
bios más acelerados y radicales que el de los de-
rechos de los ciudadanos. Estos, consagrados a 

veces por declaraciones seculares, son leídos y 
aplicados con versiones muy diferentes a través 
de los tiempos; afortunadamente, el amparo de 
los derechos de los ciudadanos alcanza a aspectos 
que en otros momentos históricos no habían sido 
contemplados y que ahora precisamente por el 
propio ejercicio de estos derechos, su aplicación 
tiende a expandirse progresivamente, alcanzando 
a límites que antes no habían sido contemplados. 
Bien sea en el campo de la libertad de expresión 
o en la propia configuración del derecho de la 
propiedad, estamos asistiendo a interpretaciones 
novedosas, progresistas y a veces polémicas, pero 
tendencialmente indicativas de una voluntad de 
mayor amparo y protección.

No debería extrañarse pues, que habiéndo-
se atribuido al Ministerio Fiscal la defensa de los 
derechos de los ciudadanos, esta vis expansiva 
afecte o condicione igualmente a su propia es-
tructura y funcionamiento. Sobre todo esto es lí-
cito y sobre todo necesario reflexionar. La historia 
nos demuestra que los cambios sociales trasladan 
su impacto a las propias instituciones que deben 
adaptarse a la acción transformadora de la reali-
dad social. Y es evidente que, cuando se trata de 
defender los derechos de los ciudadanos y aún 
más, «procurar la satisfacción del interés social», 
aquella institución a la que se encarga tan funda-
mental misión en los momentos actuales de ace-
lerado cambio, debe tener todo ello un efecto re-
visor —si cabe— sobre los mecanismos puestos 
a disposición de la institución para atender a es-
tos nuevos y exigentes requerimientos.

En síntesis: conviene reflexionar sobre el 
papel del Ministerio Fiscal en el momento ac-
tual. No tendría sentido ni esquivar el debate ni 

 negarse a la polémica que lógicamente puede 
todo ello conllevar. Pero en todo caso, satisface 
comprobar que la regulación que la Constitución 
del 78 dio al Ministerio Fiscal sigue teniendo ple-
na vigencia. Es más, que en sus términos contem-
plaba ya implícitamente la posibilidad de una 
permanente actualización del Ministerio Fiscal 
en función de las tareas que le asignaban. Corres-
ponde en todo caso al legislador —tal como prevé 
el artículo 124 de la Constitución— actualizar el 
funcionamiento de la institución atribuyéndole 
los medios que para ello sean necesarios.

Quizás constituya ello un ejemplo de lo que 
pudiera hacerse en otras materias de alcance 
constitucional.
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LA CONTRIBUCIÓN DE LA FISCALÍA 
GENERAL AL ESPACIO JURÍDICO 
IBEROAMERICANO

La Fiscalía General de Estado nació hace cuaren-
ta años a la luz del mandato de la Constitución 
española de 1978, que marcó un punto de in-
flexión en la historia institucional del país.

Esta ley fundamental recogió los princi-
pios de una organización política y social. Fue 
así como se creó una institución imprescindible 
para consolidar la democracia y los derechos 
fundamentales.

Con esta concepción se estructuró el Esta-
tuto Orgánico del Ministerio Fiscal en 1981, que 
configuró la organización, la misión y las funcio-
nes de esta institución que es uno de los pilares 
del Estado de derecho y del desarrollo. 
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Entre esas funciones el legislador incluyó 
la de «promover o, en su caso, prestar el auxilio 
judicial internacional previsto en las leyes, trata-
dos y convenios internacionales», y bajo esta pre-
misa se ha posibilitado que la Fiscalía pueda to-
mar impulso y desempeñar un papel protagónico 
en la conformación y consolidación del espacio 
jurídico iberoamericano. 

El compromiso de la Fiscalía General de Es-
tado en la cooperación jurídica internacional en 
Iberoamérica es una referencia ineludible en el 
crecimiento que este ha tenido en los últimos años. 

Esta institución, que representa la Secretaría 
General de la Asociación Iberoamericana de Minis-
terios Públicos (AIAMP), ha sido la promotora de 
mejoras sustanciales en los  mecanismos de la coo-
peración jurídica formal e informal entre los acto-
res del sistema de justicia. 

Desde el espacio iberoamericano, es merito-
rio reconocerle su ímpetu en establecer redes espe-
cializadas dentro de la AIAMP que han dinamiza-
do la calidad de la cooperación entre Ministerios 
Públicos de la región a partir de la distinción temá-
tica de sus miembros; la confección de acuerdos 
de colaboración directa entre los Ministerios Pú-
blicos y el apoyo a todas aquellas herramientas 
novedosas para perseguir al crimen organizado 
trasnacional en la región.

Este mismo ánimo por la contribución al 
sistema de justicia internacional es el que se re-
fleja en la creación de la Red Iberoamericana de 
Cooperación Jurídica Internacional (IberRed) en 
el año 2004, gracias al compromiso y el impulso 
de la Asociación Iberoamericana de Ministerios 
Públicos, la Conferencia de Ministerios de Justicia 
de los Países Iberoamericanos y la Cumbre Judi-

cial Iberoamericana, con el fin de conformar un 
espacio común de cooperación jurídica interna-
cional en la región. 

La Fiscalía General ha acompañado a IberRed 
desde sus inicios y fomentado su crecimiento 
para alcanzar su objetivo de optimización de los 
instrumentos de asistencia judicial civil y penal, 
y el fortalecimiento de los lazos de colaboración 
entre los países, a través de la cooperación formal 
e informal entre más de 100 instituciones del sis-
tema de justicia de Iberoamérica.

Con este propósito, respaldó el diseño de la 
 Plataforma Iber@ y su reciente actualización, 
como herramienta de comunicación electrónica 
preferente con garantías de máxima seguridad  
y protección de datos para intercambios rápidos y 
fehacientes de solicitudes de asistencia legal mu-
tua entre los operadores de las instituciones de 
justicia que son parte de los 22 países que compo-
nen la Comunidad Iberoamericana de Naciones y 
el Tribunal Supremo de Puerto Rico.  

Este mismo espíritu es el que movilizó el 
apoyo a instrumentos internacionales de coope-
ración, como el Convenio Iberoamericano sobre 
el Uso de la Videoconferencia en la Cooperación 
Jurídica Internacional entre Sistemas de Justicia 
y su Protocolo Adicional, el Convenio de Coope-
ración entre los Estados miembros de la COMJIB 
en materia de Equipos Conjuntos de Investiga-
ción y el Tratado Relativo a la Transmisión Elec-
trónica de Solicitudes de Cooperación Jurídica 
Internacional entre Autoridades Centrales (cono-
cido como el Tratado de Medellín), que habilita la 
utilización de la Plataforma Iber@ para el inter-
cambio formal de solicitudes de asistencia legal 
mutua entre todos los Estados Parte, ampliando 

su frontera no solo a los países iberoamericanos, 
sino al mundo entero.  

Estas acciones constituyen solo una parte 
del aporte que realiza cotidianamente la Fiscalía 
General en la región iberoamericana y que son un 
reflejo de su compromiso con el fortalecimiento 
del Estado de derecho también en el plano inter-
nacional. 

Además, es importante reconocer y enlazar 
estas acciones en el campo de la cooperación para 
el desarrollo, haciendo su contribución para el 
cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo Sos-
tenible de la Agenda de Naciones Unidas 2030, en 
particular para promover sociedades justas, pací-
ficas e inclusivas, con la convicción de que la jus-
ticia es la condición esencial para el desarrollo 
sostenible. 

A cuarenta años desde su creación, recono-
cemos su vocación por propiciar el desarrollo, por 
la defensa de la legalidad y los derechos humanos, 
siguiendo sus propios mandatos fundacionales, 
no solo en España, sino en el mundo entero. 

El espacio jurídico iberoamericano recono-
ce y agradece a la Fiscalía General por su incansa-
ble ánimo para invitar al diálogo, la cooperación 
y propiciar la modernización permanente de las 
instituciones, con el propósito de fortalecer el Es-
tado de derecho y garantizar la tutela efectiva de 
los derechos al conjunto de la ciudadanía, sin dis-
tinción de fronteras.
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CUARENTA ANIVERSARIO 
DEL ESTATUTO ORGÁNICO DEL 
MINISTERIO FISCAL

Celebramos el cuarenta aniversario del Estatuto  
Orgánico del Ministerio Fiscal. Los notarios nos sen-
timos solidarios con esta celebración que nos per-
mite transmitir nuestro reconocimiento hacia ese 
Ministerio y la altísima misión que le encomien-
da el artículo 124 de nuestra Constitución: «pro-
mover la acción de la justicia en defensa de la le-
galidad, de los derechos de la ciudadanía y del 
interés público tutelado por la Ley, de oficio o a 
petición del interesado, así como velar por la inde-
pendencia de los tribunales y procurar ante éstos 
la satisfacción del interés social».

Este es el objeto del Ministerio Fiscal y el 
punto de partida de su Estatuto, que sin perder 
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el tiempo establece que este órgano de relevancia 
constitucional se integra con autonomía funcio-
nal en el Poder Judicial.

La integración en el Poder Judicial se ha cues-
tionado doctrinalmente, tal vez por una concepción 
dogmática y patrimonialista del Poder Judicial. En 
realidad, no es un poder sino una función, que no 
se ciñe exclusivamente a juzgar y ejecutar lo juzgado 
pues, de acuerdo con nuestra Norma Fundamental, 
abarca también la promoción de la justicia en defen-
sa de la legalidad encomendada al Ministerio Fiscal, 
sin que pueda catalogarse, por tanto, como meros 
colaboradores, cuando entre sus funciones se en-
cuentra nada menos que la de «velar por la indepen-
dencia de los tribunales»: un apoyo sin duda, pero 
también un contrapeso o control independiente.

Hay que huir del simplismo que tantas ve-
ces nos aleja de la realidad. Escribió Churchill que 
«cuando la naturaleza traza una línea la difumi-
na». Y hay un trasfondo natural en la tripartición 
de poderes alumbrada por Montesquieu, lo que 
ocurre es que para distinguir la línea separadora 
entre los poderes hay que tomar distancia como 
con los cuadros impresionistas, para percatarse 
de que el poder colorea una función.

Los notarios podemos compartir con el Mi-
nisterio Fiscal la sensación de incomprensión que 
se da en aquellos casos en los que la institución 
presenta unos perfiles propios o específicos que no 
acaban de encajar en categorías conceptuales que 
prefiguran la realidad, olvidando que en el mundo 
del derecho la esencia no siempre se puede aislar 
de los matices. El Estatuto que celebramos no des-
deña los matices, ni puede, porque resultan necesa-
rios cuando se trata de delimitar funciones, muchas 
veces fronterizas con otras de naturaleza diversa.

Así pasa con el mismo nombre de la insti-
tución, Ministerio Fiscal, que el artículo 2 asigna 
con carácter exclusivo. 

Se sale, de esta suerte, al paso de la posible 
crítica por estimar que el nombre no corresponde 
a su cometido, ni los fiscales son ministros ni se 
cuidan propiamente del fisco. Hay una explica-
ción histórica:

Los Reyes Católicos, en atención a una dis-
posición de Juan II del año 1426, establecieron en 
las Cortes de Toledo de 1480 que: «Porque los de-
litos no queden ni finquen sin pena ni castifo por 
defecto de acusado; y porque el oficio de nuestro 
Procurador Fiscal es de gran confianza, y quando 
bien se exercita se siguen de él grandes provechos, 
así en la execución de nuestra Justicia como en pro 
de la nuestra Hacienda; por ende ordenamos y 
mandamos que en la nuestra Corte sean deputa-
dos dos Procuradores Fiscales, Promotores para 
acusar y denunciar los maleficios…» 

Estos fiscales formaban parte del Consejo 
Real y, como se observará, ya entonces se les asig-
na la función de promover la acción de la justicia. 
La función protectora de los fiscales, no simple-
mente acusatoria, se revela, por ejemplo, en las 
Audiencias creadas en las Indias, donde se les 
ordena velar por el bien y la protección de los 
indios. Por lo demás, los jueces de las primeras 
Audiencias se integraban en las mismas como 
ministros (palabra que tiene la misma raíz que 
menestral y que alude a su condición de servido-
res públicos).

Es cierto que «fiscal», como ya expresara Co-
varrubias en el «Tesoro de la Lengua  Castellana», 
proviene de fisco y este de la cestilla con la que 
recaudaban los impuestos en la antigua Roma. 

También, en aquella España del diecisiete se en-
tendía por fiscal al que defendía el patrimonio 
real, pero, añadiéndose, en un sentido más próxi-
mo al actual, «el que sale a las causas cuando no 
hay parte que pida, por lo que toca al rey y al pú-
blico; oficio ordinario en todos los tribunales». En 
el año 1886 la representación del Estado se trasla-
daría a los abogados del Estado. El nombre, sin 
embargo, se conserva con un sentido distinto del 
originario, por lo mismo que la función crea al 
órgano. Pasó con la palabra notario, que origina-
riamente en Roma significaba taquígrafo.

Y esa función es independiente tanto de la 
judicatura como de los demás poderes del Estado. 
La relación con el Poder Ejecutivo se delinea en el 
Estatuto Fiscal con finura, ante la necesidad de es-
tablecer una conexión en defensa del interés públi-
co entre el Gobierno y la Fiscalía, para lo que se 
traza un delicado sistema de contrapesos: por un 
lado, el nombramiento del Fiscal General y el prin-
cipio de jerarquía y, por otro, el principio de legali-
dad que vincula a todos y cada uno de los fiscales, 
que pueden hacer valer ante sus superiores.

El Estatuto Fiscal es el marco que permite el 
ejercicio de una función esencial en un Estado de 
derecho, en la que destaca junto a la defensa del 
interés público —no por sí solo, sino «tutelado por 
la Ley»— la defensa de los derechos de los ciuda-
danos» y, de manera muy especial, de las personas 
con discapacidad y los más vulnerables; una defen-
sa que cumple igualmente una función preventiva.

En esta función preventiva los notarios en-
contramos en la Fiscalía un verdadero aliado. El 
respeto y protección de la dignidad de la persona 
también forma parte de nuestra función: los de-
rechos fundamentales de las personas constitu-

yen un presupuesto y un límite para la autonomía 
de la voluntad, que los notarios debemos conside-
rar: positivamente, para respaldarlos y reforzar-
los en favor del otorgante más débil o en apoyo 
de los más vulnerables, como las personas con 
discapacidad; negativamente, denegando nuestra 
intervención cuando se pretenda su conculca-
ción. Hay aquí, por consiguiente, un punto de 
encuentro con el Ministerio Fiscal, que se traduce 
en una relación de colaboración muy necesaria 
desde un punto de vista jurídico y social.

Del mismo modo, el interés público, tutela-
do por la Ley, es también un referente de la actua-
ción notarial en ese doble sentido: negativo, cuan-
do se transgreda el ámbito de la autonomía de la 
voluntad, y, en sentido positivo, de lo que es un 
ejemplo nuestra Base de Datos de Titular Real,  
puesta a disposición del Ministerio Fiscal y de la 
que nos encontramos legítimamente orgullosos 
por contribuir de manera muy eficaz a extirpar 
esa lacra que constituye el blanqueo de capitales 
y la financiación del terrorismo.

Por todas estas razones, los notarios nos 
sentimos muy unidos a los fiscales. Históricamen-
te, los escribanos de cámara del Consejo del Reino 
llevaban por orden de Carlos I un libro en el que 
se asentaban los negocios y causas de los fiscales 
del Consejo. Hoy, esta antigua relación de carácter 
formal se halla evidentemente superada y mucho 
más cercana por el hecho de compartir material-
mente el mismo fin de preservar la legalidad. Pero 
el recuerdo de aquel antiguo libro nos permite 
simbólicamente dar fe «pro memoria conservan-
da» de esta efemérides y de nuestra felicitación y 
agradecimiento al Ministerio Fiscal por su inapre-
ciable servicio a la sociedad.
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Y UNA VIEJA MIRADA DE FISCAL

El poema de Joan Margarit, «En la Audiencia»  ter-
mina con estos versos:

«Pesa la lluvia, su murmullo dice
Que el mal es personal y el bien, común.
Oscurece: las togas se despliegan
Como grandes murciélagos en el atardecer.
Todos tenemos rostro de culpable
y una vieja mirada de fiscal.»

Este poema refleja la tensión entre el bien común 
y la actuación individual reprochable. La defensa 
del bien que es común, la añoranza por su poten-
cial pérdida y la voluntad de preservarlo, es el 
contexto en el que evoca la figura del fiscal, de 
quien el poeta toma prestada su  mirada, confron-
tándola en el verso a la culpabilidad individual 

Índice



84 85

por lo actuado. El Fiscal se nos representa siem-
pre como testigo protector del necesario cumpli-
miento de la legalidad.

Los ciudadanos, como el poeta, sentimos 
que el Ministerio Fiscal vela por el bien común 
que no es otro que el recogido en los principios 
constitucionales, utilizando como instrumento 
para ello la defensa de la  legalidad.

Esta certeza compartida por el común de la 
ciudadanía se explicita en nuestra Carta Magna en 
el artículo 124, al decir que el Ministerio Fiscal «tie-
ne por misión promover la acción de la justicia en 
defensa de la legalidad, de los derechos de los ciu-
dadanos y del interés público tutelado por la ley, 
de oficio o a petición de los interesados, así como 
velar por la independencia de los Tribunales y pro-
curar ante éstos la satisfacción del interés social»

El Ministerio Fiscal, como órgano constitu-
cional, asume un papel fundamental en la defen-
sa de los derechos de los ciudadanos que se asien-
tan sobre el respeto de la dignidad de la persona, 
de los derechos inviolables que le son inherentes, 
de su libre desarrollo de la personalidad, del res-
peto a la ley y a los derechos de los demás, que 
como determina el artículo 10 de la Constitución 
Española,  son fundamento del orden político y 
de la paz social.

Celebramos 40 años desde que, cumpliendo 
el mandato constitucional del artículo 124.3, la  
Ley 50/1981, 30 de diciembre de 1981, reguló el 
 Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal. En su pri-
mer precepto refrenda este mismo artículo 124.1 CE, 
que es la clave de bóveda de su misión constitucio-
nal de salvaguarda del orden constitucional. Así lo 
recoge su artículo 3.3: «Velar por el respeto de las 
instituciones constitucionales y de los derechos 

fundamentales y libertades públicas con cuantas 
actuaciones exija su defensa.

La protección de la dignidad humana y de 
los derechos que le son inviolables se manifiesta 
día a día en la protección a la víctima del delito. 
Especialmente relevante es la existencia de unida-
des especializadas que tratan de cubrir los princi-
pales atentados que pueden dirigirse contra esa 
dignidad. Se coordinan  actuaciones, a través de 
esos fiscales altamente especializados, en materia 
de violencia sobre la mujer, protección y refor-
ma de menores, protección y defensa de los dere-
chos de las personas mayores y con discapacidad, 
siniestralidad laboral, o extranjería. Pero también 
se manifiesta, salvaguardando los derechos del de-
lincuente, como ciudadano de un Estado de dere-
cho, desde la fiscalía de vigilancia penitenciaria 
que actúa con la vista puesta en el artículo 25.2 CE 
que recuerda que las penas están orientadas hacia 
la reeducación y reinserción social del penado.

También el Estatuto Orgánico en su artícu-
lo 3.4 le confiere la responsabilidad de «ejercitar 
las acciones penales y civiles dimanantes de deli-
tos y faltas u oponerse a las ejercitadas por otros, 
cuando proceda». Es especialmente relevante su 
lucha contra el crimen organizado, a través tanto 
de la Fiscalía Especial contra la Corrupción y 
la Criminalidad Organizada como de la Fiscalía 
Especial Antidroga. El Ministerio Fiscal, se adap-
ta a la realidad social, a los nuevos modelos de 
criminalidad, creando unidades de fiscales  espe-
cializados en delincuencia informática, 

Dos son los principios que la propia Consti-
tución española considera que deben informar la 
actuación del Ministerio Fiscal en el cumplimiento 
de su misión: el de legalidad y el de imparcialidad.

La defensa de la legalidad, sumándose a la 
necesaria búsqueda de la sostenibilidad de nues-
tra sociedad que requiere que todos cumplamos 
unos mínimos compromisos en materia urbanís-
tica y medioambiental. Es especialmente relevan-
te la acción decidida de los fiscales especializados 
en ordenación del territorio y protección del pa-
trimonio histórico, del  medio ambiente e incen-
dios forestales. Su firme defensa disuade de la 
infracción de las leyes que regulan estas materias. 
Su actuación, siempre en el marco constitucional, 
con sujeción a las leyes y a las demás normas que 
integran el ordenamiento jurídico es una garantía 
de ejercicio democrático de los derechos.

La imparcialidad que deriva de su indepen-
dencia tanto del Gobierno en general como del 
Ministerio de Justicia en particular. Integrado en 
el Poder Judicial, con autonomía funcional,  el ar-
tículo 7 del Estatuto Orgánico nos lo recuerda, 
exigiendo a la Fiscalía que actúe con plena obje-
tividad e independencia en defensa de los intere-
ses que le estén encomendados. Los principios de 
unidad de actuación y dependencia jerárquica, no 
menoscaban esa imparcialidad, como señala el 
artículo 55 del propio Estatuto Orgánico. Esa im-
parcialidad que deriva del hecho de no poder ser 
elegidos por el ciudadano que es enjuiciado, sino 
que solo se rinde cuenta ante la ley. 

La relación entre el Ministerio Fiscal y los re-
gistradores es tan antigua como la propia ley hipo-
tecaria, cuyos 160 años celebramos. Los registrado-
res debemos poner en conocimiento del fiscal cual-
quier delito que resulte de los documentos que se 
nos presentan en el registro para su inscripción.

Junto a estos supuestos excepcionales, en el 
día a día los registradores ponemos a disposición 

del Ministerio Fiscal toda la información de la que 
disponemos, y que es necesaria para desarrollar 
con eficiencia su labor.  Especialmente  relevante es 
la información sobre titularidades reales que per-
mite la investigación de los delitos de blanqueo de 
capitales o de terrorismo, o la información territo-
rial necesaria para luchar contra los delitos urbanís-
ticos o de medio ambiente.

Las medidas cautelares que solicita el Mi-
nisterio Fiscal, para sujetar los bienes inmuebles 
a las resultas del juicio, se practican en los regis-
tros mediante anotaciones preventivas. Hacemos 
así efectivas las medidas solicitadas. Su constan-
cia registral no limita las facultades dispositivas 
del titular registral que puede transmitir libre-
mente el inmueble sin ninguna autorización o 
requisito adicional. Su efecto principal es evitar 
la aparición del tercero del artículo 34 LH, al cons-
tar en el registro la causa de una posible resolu-
ción,  que desvirtúa de ese modo la buena fe del 
adquirente. Por ello, cuando el juicio termine, sus 
pronunciamientos no serán papel mojado, sino 
que podrán hacerse efectivos sobre el patrimonio 
del deudor, o la inhabilitación del administra-
dor de una sociedad será una realidad entre otras 
medidas.

Los registradores como garantes de la lega-
lidad de los documentos que acceden al registro, 
conforme al artículo 18 LH, defendemos y valora-
mos la misión del Ministerio Fiscal, sintiendo el 
orgullo de ser llamados figuradamente los «fiscales 
del ausente», cuando se valora nuestra interven-
ción en relación a los terceros, esos ciudadanos que 
no participan en los actos y  contratos que se inscri-
ben. Mediante la inscripción  el acto o contrato 
abandona la esfera de las  relaciones inter partes, 
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para producir efectos frente a toda la colectividad, 
por ello los ciudadanos que la integran deben ser 
protegidos.

Los registradores rendimos homenaje a los 
hombres y mujeres a los que el Estatuto Orgánico 
va dirigido. Las instituciones sin verdaderos ser-
vidores públicos que dirigen su mirada al otro 
antes que a sí mismos no serían ejemplares. Los 
fiscales, esos profesionales comprometidos, aun-
que poco conocidos, y no siempre suficientemen-
te valorados, son la savia que da vida al Ministe-
rio Fiscal. Personas que desde su anonimato en-
carnan la defensa de la legalidad y el cuidado de 
aquellos de nuestros conciudadanos que por ra-
zones bien diversas precisan que alguien vele por 
sus derechos con imparcialidad. Personas que 
tienen ante sí el desafío que supone la reforma 
de la LECrim, y que seguro que asumirán con 
esfuerzo y vocación de servicio.

En estos cuarenta años de servicio a los 
principios constitucionales que son fundamento 
de la paz social se ha ido construyendo una socie-
dad más justa, en el que el trabajo del fiscal, que 
hoy reconocemos, ha sido esencial.

Victoria Ortega Benito

Presidenta del Consejo General  
de la Abogacía Española

UNA PERSPECTIVA 
DESDE LA ABOGACÍA 

Vivimos en el siglo de la nueva longevidad, de la 
resistencia al tiempo, y el Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal (EOMF) es un buen ejemplo de 
veteranía normativa, acompañándonos casi des-
de los comienzos de nuestra democracia hasta 
nuestros días y viviendo con la sociedad española 
sus transformaciones.

Un recorrido de cuatro décadas bien mere-
ce un alto en el camino y una conmemoración, 
que es el objeto de esta publicación en la que la 
abogacía española está presente a través de estas 
líneas que naturalmente agradezco, pues también 
hemos venido acompañando al Ministerio Fiscal 
y a su Estatuto Orgánico en el sendero de estos 
últimos 40 años.
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La Constitución española, el EOMF y el 
nue vo Estatuto General de la Abogacía Española 
recientemente aprobado unen ambas institucio-
nes en la defensa de los derechos y libertades, y 
desde esa perspectiva hemos venido trabajando 
con la máxima lealtad profesional e institucional, 
en colaboración y cooperación, tejiendo sinergias 
y explorando respuestas a la aplicación práctica 
del derecho y de las leyes. Una mirada, la de la 
abogacía, que suma y cualifica, porque como se-
ñala el propio Tribunal Constitucional, la impor-
tancia de la asistencia letrada es «decisiva para la 
existencia del Estado de derecho». 

Compartir misión y compromisos nos ha 
permitido, además, reforzar una acción común 
ante los muchos retos que plantea un mundo 
efervescente y de cambios. Pienso en la defensa 
de los derechos humanos, de los más desfavore-
cidos, de las víctimas, de quienes sufren el drama 
de la violencia en todas sus manifestaciones o de 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible de un pla-
neta que no vive, precisamente, su mejor momen-
to. O en los esfuerzos por la transformación digi-
tal en esta sociedad del riesgo, apoyándonos en 
las tecnologías como palanca clave para mejorar 
la capacidad prestacional de servicios y procesos, 
crucial en la Administración de Justicia.

Desde esta perspectiva, la experiencia del 
actual EOMF debe servirnos para mejorar ese 
futuro de reformas que demanda nuestro siste-
ma procesal y de defensa, las cuales deberán es-
tar armonizadas para cumplir con sus objetivos 
garantistas. Es el caso de la inaplazable Ley Or-
gánica del Derecho de Defensa, una reivindica-
ción de la abogacía cuyo impulso situaría a nues-
tro país a la vanguardia mundial en materia de 

protección de los derechos de las personas ante 
la justicia.

Como es el caso también de esa nueva Ley 
de Enjuiciamiento Criminal que, igualmente 
inexcusable, se reclama para perfeccionar nuestro 
sistema procesal penal, no solo para adecuarlo a 
las realidades de una sociedad y de una Adminis-
tración de Justicia completamente diferente a la 
del siglo xix, sino para, además, superar las dece-
nas de modificaciones habidas en los casi 140 
años de vida de la ley vigente, y adaptarse al es-
pacio normativo de libertad, seguridad y justicia 
de la Europa común, máxime tras la creación de 
la Fiscalía Europea.

Para la abogacía española resulta nuclear 
que este nuevo marco procesal regule con clari-
dad los elementos integrantes del derecho de de-
fensa y la relación de la defensa con la instruc-
ción, sin la menor quiebra de los mismos, proyec-
tándose así con el mejor espíritu proteccionista 
de nuestra Constitución. Una reforma que impli-
cará necesariamente y en paralelo la del EOMF, 
abordando, además del refuerzo de la autonomía 
del Ministerio Público, una reordenación orgáni-
ca, funcionarial, profesional, territorial y de los 
medios materiales a su disposición. Reformas que 
deberán contar con los suficientes recursos, en 
cantidad y calidad, para asegurar la viabilidad de 
un cambio estructural y cultural de tanto calado.

Es incuestionable que el EOMF es una pie-
za capital para el funcionamiento de una institu-
ción básica de nuestra justicia. Y nunca está de 
más recordar lo que su regulación ha supuesto 
para que nuestro país haya podido afrontar los 
grandes retos a los que nos hemos enfrentado, 
que no han sido pocos ni sencillos. Desde nuestra 

transición a un Estado de derecho reconocido en 
el mundo, a nuestra integración en el proyecto de 
construcción común más ambicioso de la historia 
de Europa, pasando por la defensa de los dere-
chos de las personas y de las sociedades que aspi-
ran a construir convivencia desde la libertad, el 
respeto y la tolerancia, o por la lucha contra las 
principales amenazas para nuestras democra-
cias en toda forma de delincuencia, tanto en el 
ámbito nacional como en un contexto global y 
 transfronterizo desafiado por ilícitos tan preocu-
pantes como la ciberdelincuencia, la corrupción, 
el blanqueo de capitales, el narcotráfico o la trata 
de personas. 

Por eso resultará fundamental seguir con-
tando con instrumentos sólidos y solventes que 
ordenen la arquitectura orgánica, funcional, com-
petencial, operativa y prestacional del Ministerio 
Fiscal, no solo en orden a garantizar sus funciones 
constitucionales, sino también la seguridad jurídi-
ca en un tiempo convulso de incertidumbres e 
inestabilidad en todos los órdenes de la vida. Y la 
mejor forma de hacerlo es alineándonos con los 
requerimientos de transparencia, independencia, 
autonomía, eficiencia e imparcialidad que plantea 
el Estado de derecho, tanto en términos reales 
como de percepción pública, para seguir transitado 
con garantías reforzadas el siglo xxi.

En definitiva, buenas normas para una me-
jor justicia, para sociedades mejor protegidas y 
para Estados de derecho más cualificados. Junto al 
consenso, la colaboración y la corresponsabilidad, 
no hay mejor receta para el éxito, especialmente en 
un momento donde la legitimidad de las democra-
cias se juega en el terreno de los derechos y liber-
tades, y en la forma en que se garantizan. El éxito 

de un buen EOMF lo será también para nuestra 
justicia, que espera con impaciencia reformas im-
portantes y estructurales para seguir prestando a 
toda la sociedad española y a nuestra democracia 
lo que de ella esperamos: seguridad, firmeza fren-
te al crimen, protección del interés general y am-
paro para esos derechos y libertades que con tanto 
esfuerzo hemos consolidado juntos.

El Ministerio Fiscal podrá seguir contando 
para ello, como siempre ha contado, con la aboga-
cía española, porque nada nos compromete más 
que una Administración de Justicia que es, como 
con acierto la definía Melquiades Álvarez, «ele-
mento primario de cohesión social y valioso am-
paro de todos los derechos».
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Juan Carlos Estévez Fernández-Novoa

Presidente del Consejo General  
de Procuradores de España

LA LEY 50/81, REGULADORA DEL ESTATUTO  
Orgánico del Ministerio Fiscal, trajo como conse-
cuencia el paso de una Fiscalía que se había des-
envuelto dentro del régimen franquista, a un 
 nuevo Ministerio Fiscal democrático. No fue nada 
especialmente distinto de lo que le ocurrió a la 
sociedad española, en su conjunto, y a sus institu-
ciones sociales. La Justicia tenía que democrati-
zarse, y así lo hizo, profesión por profesión.

Los procuradores fuimos testigo de excep-
ción de todo esto, y los que contamos con más 
años de edad de los que quisiéramos, lo recorda-
mos perfectamente. No en vano también tuvimos 
que evolucionar internamente.

Los procuradores, en nuestro quehacer dia-
rio, nos relacionamos, no solamente con los tribu-
nales, sino que lo hacemos, muy especialmente, 
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con nuestros clientes. Y los clientes de los 
 procuradores, no son más que una muestra, bas-
tante amplia, por cierto, de lo que es la sociedad 
española.

De este modo, son muy numerosas las oca-
siones en que tenemos que explicar a nuestros 
clientes la actividad del Ministerio Fiscal, ya que 
la imagen que tienen grabada en su retina es la 
del fiscal acusador, muy limitada al proceso pe-
nal. Quizá ello venga provocado por los medios 
audiovisuales y la cantidad de películas, muchas 
de ellas americanas, en las que el fiscal aparece en 
tal función.

Es curioso ver la sorpresa de tu interlo cutor 
cuando le comentas la función esencial del Minis-
terio Fiscal basada en el respeto y  mantenimiento 
de la ley, muy especialmente, cuando pones ejem-
plos encuadrados en el ámbito de la jurisdicción 
civil, tales como la defensa y protección de los 
menores y de las personas con discapacidad.

En este sentido, y desde una óptica muy 
general, resulta curioso comprobar que existen 
ciertos paralelismos entre las profesiones de fis-
cal y de procurador, tales como el desconocimien-
to social, comparativamente hablando con otras 
profesiones, así como su inclusión entre las pro-
fesiones de reconocido prestigio que pueden in-
tegrar los ocho vocales de esta índole dentro del 
Consejo General del Poder Judicial.

También sorprende a la ciudadanía explicar-
les que jueces y fiscales tienen su origen en una 
única oposición, y que una vez superada la misma 
se elige entre el ejercicio de una u otra profesión, 
lo que trae como consecuencia la formación com-
plementaria específica posterior a la aprobación 
del examen y antes del comienzo del ejercicio pro-

fesional propiamente dicho. Exactamente lo mis-
mo o, muy parecido, salvando las correspondientes 
distancias, con lo que va a acontecer con el máster 
y el examen de acceso comunes para la abogacía y 
la procura, que se avecinan.

No quiero dejar de resaltar la notoria in-
fluencia del Ministerio Fiscal en la transición de 
España hacia una democracia plena, ni tampoco 
su decisiva intervención en la Justicia española, 
durante estos últimos cuarenta años. Es de admi-
rar la ductilidad y capacidad de adaptación de los 
fiscales españoles a las necesidades sociales de 
cada momento, mejorando no solamente la Justi-
cia española, sino realizando una aportación so-
cial decisiva.

Los fiscales han sabido adaptarse al mundo 
de las tecnologías y crear distintas áreas de ejer-
cicio profesional, que se corresponde claramen-
te con los problemas de la ciudadanía española.

Así, y sin ánimo de ser exhaustivo, la Fiscalía 
va especializándose para proteger a los menores, 
así como a las personas mayores. Tampoco deja de 
interesarse especial y específicamente por la vio-
lencia sobre la mujer, cuestión a la que ha dedicado 
grandes esfuerzos, resultando imprescindible la 
presencia de los fiscales en este ámbito.

No olvidan los fiscales la protección del me-
dio ambiente, así como la de un urbanismo respon-
sable. La seguridad vial y la siniestralidad laboral 
son también epicentro de sus preocupaciones.

En definitiva, es impensable que exista al-
gún lugar sensible socialmente en el que no exis-
ta la presencia de un fiscal, contribuyendo a una 
sociedad más justa y equilibrada.

Únicamente me resta realizar un comenta-
rio sobre el futuro, que se presenta en una doble 

dirección. En primer lugar, la aparición de la 
 Fiscalía Europea, novedad que entiendo va a supo-
ner un eslabón más para la vertebración de Euro-
pa, así como para su seguridad. En segundo lugar, 
ahí está, presto ya a hacer su aparición moderni-
zando el proceso penal, la figura del fiscal instruc-
tor, lo cual comportará, al propio tiempo, una apro-
ximación de nuestro proceso penal al de nuestros 
socios europeos en sus respectivos países.

En nombre de los procuradores españoles, 
que me honro en representar, y en el mío propio, 
vaya nuestro homenaje, felicitación y mejores de-
seos a quien tanto ha hecho por la Justicia y los 
españoles: el Ministerio Fiscal.
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TÍTULO I
Del Ministerio Fiscal  
y sus funciones

CAPÍTULO I
Del Ministerio Fiscal

Artículo primero
El Ministerio Fiscal tiene por misión promover la acción de 
la justicia en defensa de la legalidad, de los derechos de los 
ciudadanos y del interés público tutelado por la ley, de oficio 
o a petición de los interesados, así como velar por la inde-
pendencia de los Tribunales, y procurar ante éstos la satis-
facción del interés social.

Artículo segundo
1. El Ministerio Fiscal es un órgano de relevancia consti-

tucional con personalidad jurídica propia, integrado con 
autonomía funcional en el Poder Judicial, y ejerce su misión 
por medio de órganos propios, conforme a los principios de 

Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula  
el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal
[Actualizado a 2/7/2021]

Don Juan Carlos I, Rey de España

A todos los que la presente vieren y entendieren,
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley:

FISCALES GENERALES DEL ESTADO 
CONSTITUCIONALES

ESTATUTO  
ORGÁNICO  
DEL  
MINISTERIO  
FISCAL

unidad de actuación y dependencia jerárquica y con suje-
ción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

2. Corresponde al Ministerio Fiscal esta denominación 
con carácter exclusivo.

CAPÍTULO II
De las funciones del Ministerio Fiscal

Artículo tercero
Para el cumplimiento de las misiones establecidas en el ar-
tículo 1, corresponde al Ministerio Fiscal:

1. Velar por que la función jurisdiccional se ejerza eficaz-
mente conforme a las leyes y en los plazos y términos en 
ellas señalados, ejercitando, en su caso, las acciones, 
 recursos y actuaciones pertinentes.

2. Ejercer cuantas funciones le atribuya la ley en defensa 
de la independencia de los jueces y tribunales.

3. Velar por el respeto de las instituciones constituciona-
les y de los derechos fundamentales y libertades públicas 
con cuantas actuaciones exija su defensa.
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4. Ejercitar las acciones penales y civiles dimanantes de 
delitos, sin perjuicio de la competencia de la Fiscalía Europea 
para ejercer la acción penal y solicitar la apertura de juicio 
oral por los delitos contra los intereses financieros de la 
Unión que asuma de acuerdo con su normativa, u oponerse 
a las ejercitadas por otros, cuando proceda.

5. Intervenir en el proceso penal, instando de la autori-
dad judicial la adopción de las medidas cautelares que pro-
cedan y la práctica de las diligencias encaminadas al escla-
recimiento de los hechos o instruyendo directamente el 
procedimiento en el ámbito de lo dispuesto en la Ley 
Orgánica reguladora de la Responsabilidad Penal de los 
Menores, pudiendo ordenar a la Policía Judicial aquellas di-
ligencias que estime oportunas.

6. Tomar parte, en defensa de la legalidad y del interés 
público o social, en los procesos relativos al estado civil y en 
los demás que establezca la ley.

7. Intervenir en los procesos civiles que determine la ley 
cuando esté comprometido el interés social o cuando puedan 
afectar a personas menores, incapaces o desvalidas en tanto 
se provee de los mecanismos ordinarios de representación.

8. Mantener la integridad de la jurisdicción y competen-
cia de los jueces y tribunales, promoviendo los conflictos de 
jurisdicción y, en su caso, las cuestiones de competencia 
que resulten procedentes, e intervenir en las promovidas 
por otros.

9. Velar por el cumplimiento de las resoluciones judicia-
les que afecten al interés público y social.

10. Velar por la protección procesal de las víctimas y por 
la protección de testigos y peritos, promoviendo los meca-
nismos previstos para que reciban la ayuda y asistencia 
efectivas.

11. Intervenir en los procesos judiciales de amparo así 
como en las cuestiones de inconstitucionalidad en los casos 
y forma previstos en al Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional.

12. Interponer el recurso de amparo constitucional, así 
como intervenir en los procesos de que conoce el Tribunal 
Constitucional en defensa de la legalidad, en la forma en 
que las leyes establezcan.

13. Ejercer en materia de responsabilidad penal de me-
nores las funciones que le encomiende la legislación espe-
cífica, debiendo orientar su actuación a la satisfacción del 
interés superior del menor.

14. Intervenir en los supuestos y en la forma prevista en 
las leyes en los procedimientos ante el Tribunal de Cuentas. 
Defender, igualmente, la legalidad en los procesos 
 contencioso-administrativos y laborales que prevén su inter-
vención.

15. Promover o, en su caso, prestar el auxilio judicial in-
ternacional previsto en las leyes, tratados y convenios inter-
nacionales.

16. Ejercer las demás funciones que el ordenamiento 
jurídico estatal le atribuya.

Con carácter general, la intervención del fiscal en los proce-
sos podrá producirse mediante escrito o comparecencia. 
También podrá producirse a través de medios tecnológicos, 
siempre que aseguren el adecuado ejercicio de sus funcio-
nes y ofrezcan las garantías precisas para la validez del acto 
de que se trate. La intervención del fiscal en los procesos no 
penales, salvo que la ley disponga otra cosa o actúe como 
demandante, se producirá en último lugar.

Artículo cuarto
El Ministerio Fiscal, para el ejercicio de sus funciones, 
podrá:

1. Interesar la notificación de cualquier resolución ju-
dicial y la información sobre el estado de los procedimien-
tos, pudiendo pedir que se le dé vista de éstos cualquiera 
que sea su estado, o que se le remita copia de cualquier 
actuación, para velar por el exacto cumplimiento de las 
 leyes, plazos y términos, promoviendo, en su caso, las co-
rrecciones oportunas. Asimismo, podrá pedir información 
de los hechos que hubieran dado lugar a un procedimien-
to, de cualquier clase que sea, cuando existan motivos 
racionales para estimar que su conocimiento pueda ser 
competencia de un órgano distinto del que está actuando. 
También podrá acceder directamente a la información de 
los Registros oficiales, cuyo acceso no quede restringido 
a control judicial.

Uno bis. Interesar la notificación de cualquier resolución 
de la Fiscalía Europea en asuntos en que esta haya interve-
nido, debiendo colaborar con aquella en las investigaciones 
que asuma, cuando sea requerido para ello.

2. Visitar en cualquier momento los centros o estableci-
mientos de detención, penitenciarios o de internamiento de 
cualquier clase de su respectivo territorio, examinar los ex-
pedientes de los internos y recabar cuanta información es-
time conveniente.

3. Requerir el auxilio de las autoridades de cualquier cla-
se y de sus agentes.

4. Dar a cuantos funcionarios constituyen la Policía 
Judicial las órdenes e instrucciones procedentes en cada 
caso.

5. Informar a la opinión pública de los acontecimientos 
que se produzcan, siempre en el ámbito de su competencia 
y con respeto al secreto del sumario y, en general, a los 
deberes de reserva y sigilo inherentes al cargo y a los dere-
chos de los afectados.

Las autoridades, funcionarios u organismos o particula-
res requeridos por el Ministerio Fiscal en el ejercicio de las 
facultades que se enumeran en este artículo y en el siguien-
te deberán atender inexcusablemente el requerimiento 
dentro de los límites legales. Igualmente, y con los mismos 
límites, deberán comparecer ante el Fiscal cuando éste 
lo disponga.

6. Establecer en las sedes de las Fiscalías Provinciales 
y en las que se considere necesario, centros de relación 
con las víctimas y perjudicados de las infracciones crimi-
nales cometidas en su circunscripción y por las que se 
sigue proceso penal en los Juzgados o Tribunales de la 
misma, con la finalidad de conocer los daños y perjuicios 
sufridos por ellas y para que aporten los documentos y 
demás pruebas de que dispongan para acreditar su na-
turaleza y alcance.

Artículo quinto
1. El Fiscal podrá recibir denuncias, enviándolas a la au-

toridad judicial o decretando su archivo, cuando no encuen-
tre fundamentos para ejercitar acción alguna, notificando 
en este último caso la decisión al denunciante.

2. Igualmente, y para el esclarecimiento de los hechos 
denunciados o que aparezcan en los atestados de los que 
conozca, puede llevar a cabo u ordenar aquellas diligencias 
para las que esté legitimado según la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, las cuales no podrán suponer la adopción de me-
didas cautelares o limitativas de derechos. No obstante, 
podrá ordenar el Fiscal la detención preventiva.

Todas las diligencias que el Ministerio Fiscal practique o 
que se lleven a cabo bajo su dirección gozarán de presun-
ción de autenticidad.

Los principios de contradicción, proporcionalidad y de-
fensa inspirarán la práctica de esas diligencias.

A tal fin, el Fiscal recibirá declaración al sospechoso, 
quien habrá de estar asistido de letrado y podrá tomar co-
nocimiento del contenido de las diligencias practicadas. La 
duración de esas diligencias habrá de ser proporcionada a 
la naturaleza del hecho investigado, sin que pueda exceder 
de seis meses, salvo prórroga acordada mediante decreto 
motivado del Fiscal General del Estado. No obstante, las di-
ligencias de investigación en relación con los delitos a que 
se hace referencia en el apartado Cuatro del artículo 
Diecinueve del presente Estatuto, tendrán una duración 
máxima de doce meses salvo prórroga acordada mediante 
Decreto motivado del Fiscal General del Estado.

3. Transcurrido el oportuno plazo, si la investigación hu-
biera evidenciado hechos de significación penal y sea cual 
fuese el estado de las diligencias, el Fiscal procederá a su 
judicialización, formulando al efecto la oportuna denuncia o 
querella, a menos que resultara procedente su archivo.

También podrá el Fiscal incoar diligencias preprocesales 
encaminadas a facilitar el ejercicio de las demás funciones 
que el ordenamiento jurídico le atribuye.

CAPÍTULO III
De los principios de legalidad 
e imparcialidad

Artículo sexto
Por el principio de legalidad el Ministerio Fiscal actuará con 
sujeción a la Constitución, a las leyes y demás normas que 

Índice



104 105

integran el ordenamiento jurídico vigente, dictaminando, 
informando y ejercitando, en su caso, las acciones proce-
dentes u oponiéndose a las indebidamente actuadas en la 
medida y forma en que las leyes lo establezcan.

Si el Fiscal estimare improcedente el ejercicio de las ac-
ciones o la actuación que se le haya confiado, usará de las 
facultades previstas en el artículo 27 de este Estatuto.

Artículo séptimo
Por el principio de imparcialidad el Ministerio Fiscal actuará 
con plena objetividad e independencia en defensa de los 
intereses que le estén encomendados.

CAPÍTULO IV
De las relaciones del Ministerio Fiscal con 
los poderes públicos

Artículo octavo
1. El Gobierno podrá interesar del Fiscal General del 

Estado que promueva ante los Tribunales las actuaciones 
pertinentes en orden a la defensa del interés público.

2. La comunicación del Gobierno con el Ministerio Fiscal 
se hará por conducto del Ministro de Justicia a través del 
Fiscal General del Estado. Cuando el Presidente del 
Gobierno lo estimo necesario podrá dirigirse directamente 
al mismo.

El Fiscal General del Estado, oída la Junta de Fiscales 
de Sala del Tribunal Supremo, resolverá sobre la viabilidad 
o procodencia de las actuaciones interesadas y expondrá su 
resolución al Gobierno de forma razonada. En todo caso, el 
acuerdo adoptado se notificará a quien haya formulado 
la solicitud.

Artículo noveno
1. El Fiscal General del Estado elevará al Gobierno una 

memoria anual sobre su actividad, la evolución de la crimi-
nalidad, la prevención del delito y las reformas convenientes 
para una mayor eficacia de la Justicia. En ella se recogerán 
las observaciones de las memorias que, a su vez, habrán de 
elevarle los fiscales de los distintos órganos, en la forma y 
tiempo que reglamentariamente se establezca. De esta me-

moria se remitirá copia a las Cortes Generales y al Consejo 
General del Poder Judicial. En todo caso, la citada memoria 
será presentada por el Fiscal General del Estado a las Cortes 
Generales en el período ordinario de sesiones más próximo 
a su presentación pública.

2. El Fiscal General del Estado informará al Gobierno, 
cuando éste lo interese y no exista obstáculo legal, respecto 
a cualquiera de los asuntos en que intervenga el Ministerio 
Fiscal, así como sobre el funcionamiento, en general, de la 
Administración de Justicia. En casos excepcionales podrá ser 
llamado a informar ante el Consejo de Ministros.

Artículo diez
El Ministerio Fiscal colaborará con las Cortes Generales a 
requerimiento de éstas y siempre que no exista obstáculo 
legal, sin perjuicio de comparecer ante las mismas para in-
formar de aquellos asuntos para los que especialmente fue-
ra requerido. Las Cortes Generales se comunicarán con el 
Ministerio Fiscal a través de los Presidentes de las Cámaras.

Artículo once
1. En el marco de sus competencias y cuando los órga-

nos de Gobierno de las Comunidades Autónomas interesen 
la actuación del Ministerio Fiscal en defensa de interés pú-
blico se dirigirán, poniéndolo en conocimiento del Ministerio 
de Justicia, al Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma, 
que lo pondrá en conocimiento del Fiscal General del 
Estado, quien, oída la Junta de Fiscales de Sala, resolverá lo 
procedente, ajustándose en todo caso al principio de lega-
lidad. Cualquiera que sea el acuerdo adoptado, se dará 
cuenta del mismo a quien haya formulado la solicitud.

2. Los Fiscales Superiores de las Comunidades Autóno-
mas elaborarán una memoria sobre la actividad de las Fis-
calías de su ámbito territorial que elevarán al Fiscal General 
del Estado. Asimismo, remitirán copia al Gobierno, al Conse-
jo de Justicia y a la Asamblea Legislativa de la Comunidad. 
Deberán presentar la Memoria ante la Asamblea Legislativa 
de la misma dentro de los seis meses siguientes al día en 
que se hizo pública.

Los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas 
colaborarán con la Asamblea Legislativa de la Comunidad 

Autónoma en los mismos términos y condiciones que se 
prevén en el artículo anterior para las relaciones entre el 
Fiscal General del Estado y las Cortes Generales.

3. Los miembros del Ministerio Fiscal colaborarán con las 
Comunidades Autónomas que ostenten competencias en 
materia de Justicia para la efectividad de las funciones que 
éstas ostentan en materia de medios materiales y personales 
al servicio de la Administración de Justicia y participarán en 
los órganos de colaboración que en el ámbito  territorial de 
éstas se constituyan entre los distintos operadores e instan-
cias implicados en la Administración de Justicia con el fin de 
analizar, debatir y realizar estudios sobre materias relaciona-
das con la Administración de Justicia. Se podrán celebrar con-
venios con las Comunidades Autónomas previa autorización 
del Fiscal General del Estado.

TÍTULO II
De los órganos del Ministerio Fiscal 
y de los Principios que lo informan

CAPÍTULO I
De la organización, competencias y planta

Artículo doce
Son órganos del Ministerio Fiscal:

a) El Fiscal General del Estado.

b) El Consejo Fiscal.

c) La Junta de Fiscales de Sala.

d)  La Junta de Fiscales Superiores de las Comunidades 
Autónomas.

e) La Fiscalía del Tribunal Supremo.

f) La Fiscalía ante el Tribunal Constitucional.

g) La Fiscalía de la Audiencia Nacional.

h) Las Fiscalías Especiales.

i)  La Fiscalía del Tribunal de Cuentas, que se regirá por lo 
dispuesto en la Ley Orgánica de dicho Tribunal.

j) La Fiscalía Jurídico Militar.

k) Las Fiscalías de las Comunidades Autónomas.

l) Las Fiscalías Provinciales.

m) Las Fiscalías de Área.

n)  La Unidad de Supervisión y Control de Protección de 
Datos.

Artículo trece
1. El Fiscal General del Estado dirige la Fiscalía General 

del Estado, integrada por la Inspección Fiscal, la Secretaría 
Técnica, la Unidad de Apoyo, y por los Fiscales de Sala que 
se determinen en plantilla.

Corresponde al Fiscal General del Estado, además de las 
facultades reconocidas en otros preceptos de este Estatuto, 
la de proponer al Gobierno los ascensos y nombramientos 
para los distintos cargos, previo informe del Consejo Fiscal, 
oído el Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma respec-
tiva cuando se trate de cargos en las Fiscalías de su ámbito 
territorial.

2. La Inspección Fiscal de la Fiscalía General del  Estado 
será dirigida por un Fiscal Jefe Inspector y estará integrada 
por un Teniente Fiscal Inspector y los inspectores fiscales 
que se determine en plantilla. Ejercerá con carácter perma-
nente sus funciones por delegación del Fiscal General del 
Estado en la forma que el reglamento establezca, sin perjui-
cio de las funciones Inspectoras que al Fiscal Jefe de cada 
Fiscalía corresponden respecto a los funcionarios que de él 
dependan. En todo caso, corresponde al Fiscal Superior de 
la Comunidad Autónoma ejercer la inspección ordinaria 
de las Fiscalías de su ámbito territorial.

En la Inspección Fiscal se creará una Sección Per ma nen-
te de Valoración, a los efectos de centralizar toda la informa-
ción sobre méritos y capacidad de los Fiscales, con la finali-
dad de apoyar al Consejo Fiscal a la hora de informar las 
diferentes propuestas de nombramientos discrecionales en 
la Carrera Fiscal.

3. La Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado 
será dirigida por un Fiscal Jefe y estará integrada por 
un Teniente Fiscal y los fiscales que se determinen en plan-
tilla, que realizarán los trabajos preparatorios que se les 
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encomienden en aquellas materias en las que corresponda 
a la Junta de Fiscales de Sala asistir al Fiscal General del 
Estado, así como cuantos otros estudios, investigaciones e 
informes estime éste procedente.

Asimismo, la Secretaría Técnica colaborará en la planifi-
cación de la formación de los miembros de la carrera fiscal 
cuya competencia corresponde al Centro de Estudios 
Jurídicos.

Sin perjuicio de las competencias encomendadas a 
otros órganos, la Secretaría Técnica asumirá las funciones 
que las leyes atribuyan al Ministerio Fiscal en materia 
de cooperación judicial internacional, en el marco de las 
 directrices de política exterior emanadas del Gobierno.

4. La Unidad de Apoyo será dirigida por un Fiscal Jefe y 
estará integrada por los fiscales que se determinen en plan-
tilla. Para el cumplimiento de sus funciones podrán ser ads-
critos a la Unidad de Apoyo funcionarios de la Ad mi nis-
tración General del Estado y de la Ad mi nis tración de Justicia, 
en el número que igualmente se determine en plantilla, 
quedando en todo caso en servicio activo en sus cuerpos de 
origen. Su función será realizar labores de asistencia a la 
Fiscalía General del Estado en materia de:

 a)  Representación institucional y relaciones con los pode-
res públicos.

 b)  Comunicación, relaciones con los medios y gestión de  
la atención al ciudadano.

 c)  Análisis y evaluación de las propuestas relativas a nece-
sidades de organización y funcionamiento del Ministerio 
Fiscal en materia de estadística, informática, personal, 
medios materiales, información y documentación.

 d)  En general, aquellas funciones de asistencia o apoyo 
al Fiscal General del Estado, a los Fiscales de Sala ads-
critos a la Fiscalía General del Estado, al Consejo Fiscal 
y a la Junta de Fiscales de Sala que no correspondan a 
la Inspección o a la Secretaría Técnica.

5. Los Fiscales de Sala integrados en la Fiscalía General 
del Estado contarán con los fiscales adscritos que se deter-
minen en plantilla.

El régimen de designación y cese de estos Fiscales de 
Sala será el previsto en el apartado uno del artículo treinta 

y seis y en el apartado uno del artículo cuarenta y uno de 
este Estatuto.

El régimen de designación y cese de los fiscales adscri-
tos a los Fiscales de Sala será el previsto en el apartado tres 
del artículo treinta y seis.

Artículo catorce
1. El Consejo Fiscal se constituirá, bajo la Presidencia del 

Fiscal General del Estado, por el Teniente Fiscal del Tribunal 
Supremo, el Fiscal Jefe Inspector y nueve Fiscales pertenecien-
tes a cualquiera de las categorías. Todos los miembros del 
Consejo Fiscal, excepto el Fiscal General del Estado, el Teniente 
Fiscal del Tribunal Supremo y el Fiscal Inspector, se elegirán, 
por un período de cuatro años, por los miembros del Ministerio 
Fiscal en servicio activo, constituidos en un único colegio elec-
toral en la forma que reglamentariamente se determine.

2. No podrán ser elegidos vocales del Consejo Fiscal los 
Fiscales que presten sus servicios en la Inspección Fiscal, la 
Unidad de Apoyo y la Secretaría Técnica de la Fiscalía 
General del Estado.

3. El Consejo Fiscal podrá funcionar en Pleno y en 
Comisión Permanente y sus acuerdos se adoptarán por ma-
yoría simple, siendo dirimente, en caso de empate, el voto 
de su Presidente.

4. Corresponde al Consejo Fiscal:

 a)  Elaborar los criterios generales en orden a asegurar la 
unidad de actuación del Ministerio Fiscal, en lo referen-
te a la estructuración y funcionamiento de sus órganos.

 b)  Asesorar al Fiscal General del Estado en cuantas ma-
terias éste le someta.

 c)  Informar las propuestas pertinentes respecto al nom-
bramiento de los diversos cargos.

 d)  Elaborar los informes para ascensos de los miembros 
de la carrera fiscal.

 e)  Resolver los expedientes disciplinarios y de mérito que 
sean de su competencia, así como apreciar las posi-
bles incompatibilidades a que se refiere este Estatuto.

 f)  Resolver los recursos interpuestos contra resoluciones 
dictadas en expedientes disciplinarios por los Fiscales 
Jefes de los distintos órganos del Ministerio Fiscal.

 g)  Instar las reformas convenientes al servicio y al ejerci-
cio de la función fiscal.

 h) Conocer los planes anuales de la Inspección Fiscal.

 i)   Conocer e informar los planes de formación y selec-
ción de los Fiscales.

 j)   Informar los proyectos de ley o normas reglamentarias 
que afecten a la estructura, organización y funciones 
del Ministerio Fiscal. A estos efectos, el Consejo Fiscal 
deberá emitir el informe correspondiente en el plazo 
de treinta días hábiles. Cuando en la orden de remi-
sión se haga constar la urgencia del informe, el plazo 
será de quince días hábiles.

 k)  Dirigir al Fiscal General del Estado cuantas peticiones 
y solicitudes relativas a su competencia se consideren 
oportunas.

 l)   Nombrar por mayoría absoluta a la persona titular de 
la Unidad de Supervisión y Control de Protección 
de Datos.

Habrá de integrarse en el seno del Consejo Fiscal una 
Comisión de Igualdad para el estudio de la mejora de los 
parámetros de igualdad en la carrera fiscal, cuya composi-
ción quedará determinada en la normativa que rige la cons-
titución y funcionamiento del Consejo Fiscal.

Artículo quince
La Junta de Fiscales de Sala se constituirá, bajo la presiden-
cia del Fiscal General del Estado, por el Teniente Fiscal del 
Tribunal Supremo y los Fiscales de Sala. Actuará como 
Secretario el Fiscal Jefe de la Secretaría Técnica.

La Junta asiste al Fiscal General del Estado en materia 
doctrinal y técnica, en orden a la formación de los criterios 
unitarios de interpretación y actuación legal, la resolución 
de consultas, elaboración de las memorias y circulares, pre-
paración de proyectos e informes que deban ser elevados 
al Gobierno y cualesquiera otras, de naturaleza análoga, 
que el Fiscal General del Estado estime procedentesometer 
a su conocimiento y estudio, así como en los supuestos pre-
vistos en el artículo veinticinco de este Estatuto.

Artículo dieciséis
La Junta de Fiscales Superiores de las Comunidades 
Autónomas, presidida por el Fiscal General del Estado, esta-
rá integrada por el Teniente Fiscal del Tribunal Supremo, por 
dichos Fiscales Superiores, y por el Fiscal Jefe de la Secretaría 
Técnica, que actuará como Secretario. Su función será ase-
gurar la unidad y coordinación de la actuación y funciona-
miento de las Fiscalías en todo el territorio del Estado, sin 
perjuicio de las competencias atribuidas al Consejo Fiscal 
por este Estatuto.

En atención a los asuntos a tratar, podrá ser convocado 
a la Junta cualquier miembro del Ministerio Fiscal.

Artículo diecisiete
La Fiscalía del Tribunal Supremo, bajo la jefatura del Fiscal 
General del Estado se integrará, además, con un Teniente 
Fiscal, los Fiscales de Sala y los Fiscales del Tribunal Supremo 
que se determinen en la plantilla, los cuales deberán perte-
necer a la categoría segunda.

El Teniente Fiscal del Tribunal Supremo desempeñará las 
siguientes funciones, sin perjuicio de las demás que le atri-
buya este Estatuto o el reglamento que lo desarrolle, o que 
pueda delegarle el Fiscal General del Estado:

 a)  Sustituirá al Fiscal General del Estado en caso de au-
sencia, imposibilidad o vacante.

 b)  Dirigirá y coordinará por delegación del Fiscal 
General del Estado la actividad ordinaria de la Fiscalía 
del Tribunal Supremo.

Los Fiscales del Tribunal Supremo desempeñarán sus fun-
ciones en el ámbito de dicho Tribunal, y en consecuencia 
disfrutarán de la consideración, tratamiento y régimen retri-
butivo acordes a la relevancia de su cometido y al rango y 
naturaleza de dicho órgano.

Artículo dieciocho
Las Fiscalías se constituirán y organizarán de acuerdo con 
las siguientes reglas:

1. La Fiscalía ante el Tribunal Constitucional, la Fiscalía 
del Tribunal de Cuentas, la Fiscalía de la Audiencia Nacional 
y las Fiscalías Especiales estarán integradas por un Fiscal de 

Índice



108 109

Sala, por un Teniente Fiscal y por los Fiscales que determine 
la plantilla, que deberán pertenecer a la categoría segunda.

La Fiscalía del Tribunal de Cuentas se regirá por lo dis-
puesto en la Ley Orgánica de dicho Tribunal.

2. La Fiscalía Jurídico Militar estará integrada por la 
Fiscalía Togada, la Fiscalía del Tribunal Militar Central y las 
Fiscalías de los Tribunales Militares Territoriales. La Fiscalía 
Togada será dirigida por el Fiscal Togado y estará integrada 
al menos por un General Auditor y por un Fiscal de Sala 
perteneciente a la Carrera Fiscal y designado con arreglo a 
lo dispuesto en el artículo Trece de este Estatuto. La Fiscalía 
del Tribunal Militar Central y las Fiscalías de los Tribunales 
Militares Territoriales se formarán y organizarán conforme 
a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Competencia y 
Organización de la Jurisdicción Militar.

3. Las Fiscalías de las Comunidades Autónomas y las 
Fiscalías Provinciales serán dirigidas por su Fiscal Jefe y es-
tarán integradas por un Teniente Fiscal, los Fiscales Decanos 
necesarios para su correcto funcionamiento según el tama-
ño y el volumen de trabajo de las Fiscalías, y los demás 
Fiscales que determine la plantilla. En las Comunidades 
Autónomas con competencias en materia de Justicia, po-
drán crearse unidades de apoyo al Fiscal Superior de la 
Comunidad Autónoma, en las que podrán integrarse funcio-
narios de la Comunidad Autónoma en el número que se 
determine en la plantilla, para labores de apoyo y asistencia 
en materias de estadística, informática, traducción de len-
guas extranjeras, gestión de personal u otras que no sean 
de las que con arreglo a este Estatuto tengan encomen-
dadas los Fiscales. Corresponde al Fiscal Superior de 
la Comunidad Autónoma informar al Gobierno de la 
Comunidad Autónoma de las necesidades de organización 
y funcionamiento de las Fiscalías de su ámbito territorial en 
materia de medios informáticos, nuevas tecnologías y de-
más medios materiales.

Estas Fiscalías podrán contar con Secciones especializa-
das en aquellas materias que se determinen legal o regla-
mentariamente, o que por su singularidad o por el volumen 
de actuaciones que generen requieran de una organización 
específica. Dichas Secciones podrán constituirse, si se esti-
ma necesario para su correcto funcionamiento según el 

tamaño de las mismas, bajo la dirección de un Fiscal Decano, 
y a ellas serán adscritos uno o más Fiscales pertenecientes 
a la plantilla de la Fiscalía, teniendo preferencia aquellos que 
por razón de las anteriores funciones desempeñadas, cur-
sos impartidos o superados o por cualquier otra circunstan-
cia análoga, se hayan especializado en la materia. No obs-
tante, cuando las necesidades del servicio así lo aconsejen 
podrán actuar también en otros ámbitos o materias.

Las Secciones ejercerán las funciones que les atribuyan 
los respectivos Fiscales Jefes, en el ámbito de la materia que 
les corresponda, con arreglo a lo dispuesto en este Estatuto, 
en el reglamento que lo desarrolle y en las Instrucciones del 
Fiscal General del Estado. Además, en estas Secciones se 
integrarán los Fiscales Delegados de las Fiscalías Especiales 
cuando proceda conforme a lo dispuesto en el artículo 
Diecinueve de esta Ley. Las instrucciones que se den a las 
Secciones especializadas en las distintas Fiscalías, cuando 
afecten a un ámbito territorial determinado, deberán comu-
nicarse al Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma 
 correspondiente.

En todo caso, en la Fiscalía de la Audiencia Nacional y en 
las Fiscalías Provinciales existirá una Sección de Menores a 
la que se encomendarán las funciones y facultades que al 
Ministerio Fiscal atribuye la Ley Orgánica Reguladora de la 
Responsabilidad Penal de los Menores. Estas Secciones po-
drán constituirse en las Fiscalías de las Comunidades 
Autónomas cuando sus competencias, el volumen de traba-
jo o la mejor organización y prestación del servicio así lo 
aconsejen. Asimismo, en las Fiscalías Provinciales existirá 
una Sección contra la Violencia sobre la Mujer, que coordi-
nará o en su caso asumirá directamente la intervención del 
Ministerio Fiscal en los procedimientos penales y civiles cuya 
competencia esté atribuida a los Juzgados de Violencia so-
bre la Mujer. En la Sección contra la Violencia sobre la Mujer 
deberá llevarse un registro de los procedimientos que se 
sigan relacionados con estos hechos que permitirá la con-
sulta de los Fiscales cuando conozcan de un procedimiento 
de los que tienen atribuida la competencia, al efecto en 
cada caso procedente. Estas Secciones podrán constituirse 
en las Fiscalías de las Comunidades Autónomas cuando sus 
competencias, el volumen de trabajo o la mejor organiza-
ción y prestación del servicio así lo aconsejen.

En las Fiscalías Provinciales, cuando por el volumen de 
actuaciones que generen requieran de una organización 
específica podrán constituirse Secciones de seguridad vial y 
siniestralidad laboral.

También existirá una Sección de Medio Ambiente espe-
cializada en delitos relativos a la ordenación del territorio, la 
protección del patrimonio histórico, los recursos naturales 
y el medio ambiente, la protección de la flora, fauna y ani-
males domésticos, y los incendios forestales. Estas 
Secciones podrán constituirse en las Fiscalías de las 
Comunidades Autónomas cuando sus competencias, el vo-
lumen de trabajo o la mejor organización y prestación del 
servicio así lo aconsejen.

4. Cuando el volumen de asuntos, el número de órganos 
judiciales dentro de una provincia o la creación de una sección 
de la Audiencia Provincial en sede distinta de la capital de la 
misma lo aconsejen, el Fiscal General del Estado, oído el 
Consejo Fiscal y el Fiscal Superior de la respectiva Comunidad, 
podrá proponer al Ministro de Justicia la constitución de 
Fiscalías de Área, que serán dirigidas por un Fiscal Jefe y esta-
rán integradas por los Fiscales que determine la plantilla. Se 
creará una Fiscalía de Área en todas aquellas localidades en las 
que exista una Sección despla zada de la Audiencia Provincial, 
tomando su nombre del lugar de su sede. Las Fiscalías de Área 
asumirán el despacho de los asuntos correspondientes al ám-
bito territorial que prevea la norma que las establezca, que 
podrá comprender uno o varios partidos judiciales.

Cuando no se den las circunstancias señaladas en el pá-
rrafo anterior, pero la dispersión geográfica de los órganos 
judiciales o la mejor prestación del servicio lo hagan nece-
sario, el Fiscal General del Estado, oído el Consejo Fiscal y el 
Fiscal Superior de la respectiva Comunidad, podrá proponer 
al Ministro de Justicia la constitución de Secciones Territoria-
les de la Fiscalía Provincial que atenderán los órganos judi-
ciales de uno o más partidos de la misma provincia. Dichas 
Secciones se constituirán por los Fiscales que se determi-
nen en plantilla y estarán dirigidas por un Fiscal Decano que 
será designado y ejercerá sus funciones en los términos 
previstos en este Estatuto.

Por las mismas circunstancias señaladas en los dos pá-
rrafos anteriores, el Fiscal Superior de la Comunidad Autó-

noma, oídos los respectivos Fiscales Jefes Provinciales, po-
drá proponer al Fiscal General del Estado la constitución de 
Fiscalías de Área y de Secciones Territoriales en las Fiscalías 
de su ámbito territorial.

5. El número de las Fiscalías, las Secciones Terri toriales 
en su caso, y sus respectivas plantillas se fijarán, de acuer-
do con los criterios establecidos en los números anterio-
res, por Real Decreto, a propuesta del Ministro de Justicia, 
previo informe del Fiscal General del Estado, oído el 
Consejo Fiscal.

La referida plantilla orgánica tendrá en todo caso, las li-
mitaciones que se deriven de las previsiones presupuesta-
rias que correspondan y será revisada al menos cada cinco 
años para adaptarla a las nuevas necesidades.

6. Las decisiones referidas a las materias previstas en los 
apartados números tres, cuatro y Cinco de este precepto 
deberán contar con el informe previo del órgano competen-
te de la Comunidad Autónoma en materia de medios per-
sonales y materiales de la Administración de Justicia.

Artículo 18 bis
(Suprimido)

Artículo 18 ter
(Suprimido)

Artículo 18 quáter
(Suprimido)

Artículo 18 quinquies
(Suprimido)

Artículo diecinueve
1. La Fiscalía de la Audiencia Nacional es competente 

para conocer de los asuntos que correspondan a dicho ór-
gano judicial, con excepción de los que resulten atribuidos 
a otra Fiscalía Especial de acuerdo con las disposiciones de 
este Estatuto.

2. Son Fiscalías Especiales la Fiscalía Antidroga y la 
Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada.
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3. La Fiscalía Antidroga ejercerá las siguientes funciones:

 a)  Intervenir directamente en todos los procedimientos 
relativos al tráfico de drogas, estupefacientes y sustan-
cias psicotrópicas, o blanqueo de capitales relaciona-
do con dicho tráfico, que sean competencia de la 
Audiencia Nacional y de los Juzgados Centrales de 
Instrucción conforme a los artículos 65 y 88 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.

 b)  Investigar, en los términos del artículo Cinco de este 
Estatuto, los hechos que presenten indicios de ser 
constitutivos de alguno de los delitos mencionados en 
el apartado anterior.

 c)  Coordinar las actuaciones de las distintas Fiscalías en 
orden a la prevención y represión del tráfico ilegal de 
drogas y el blanqueo de capitales relacionado con di-
cho tráfico. Las Fiscalías de los Tribunales Militares co-
laborarán con la Fiscalía Antidroga en relación con los 
hechos cometidos en centros, establecimientos y uni-
dades militares.

 d)  Colaborar con la autoridad judicial en el control del 
tratamiento de los drogodependientes a quienes se 
haya aplicado la remisión condicional, recibiendo los 
datos precisos de los centros acreditados que partici-
pen en dicho tratamiento.

4. La Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad 
Orga nizada practicará las diligencias a que se refiere el ar-
tículo Cinco de esta Ley e intervendrá directamente en pro-
cesos penales, en ambos casos siempre que se trate de 
supuestos de especial trascendencia, apreciada por el Fiscal 
General del Estado, en relación con:

 a)  Delitos contra la Hacienda Pública, contra la seguridad 
social y de contrabando.

 b)  Delitos de prevaricación.

 c)  Delitos de abuso o uso indebido de información privi-
legiada.

 d)  Malversación de caudales públicos.

 e)  Fraudes y exacciones ilegales.

 f)  Delitos de tráfico de influencias.

 g)  Delitos de cohecho.

 h)   Negociación prohibida a los funcionarios.

 i)    Defraudaciones.

 j)     Insolvencias punibles.

 k)    Alteración de precios en concursos y subastas públi-
cos.

 l)     Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, 
al mercado y a los consumidores.

 m)  Delitos societarios.

 n)   Blanqueo de capitales y conductas afines a la recep-
tación, salvo cuando por su relación con delitos de 
tráfico de drogas o de terrorismo corresponda cono-
cer de dichas conducta a las otras Fiscalías Especiales.

 ñ)   Delitos de corrupción en transacciones comerciales 
internacionales.

 o)   Delitos de corrupción en el sector privado.

 p)   Delitos conexos con los anteriores.

 q)   La investigación de todo tipo de negocios jurídicos, 
transacciones o movimientos de bienes, valores o ca-
pitales, flujos económicos o activos patrimoniales, 
que indiciariamente aparezcan relacionados con la 
actividad de grupos delictivos organizados o con el 
aprovechamiento económico de actividades delicti-
vas, así como de los  delitos conexos o determinantes 
de tales actividades; salvo cuando por su relación con 
delitos de tráfico de drogas o de terrorismo corres-
ponda conocer de dichas conductas a la Fiscalía 
Antidroga o a la de la Audiencia Nacional.

5. Cuando el número de procedimientos así lo aconse-
je, el Fiscal General del Estado podrá designar en cualquier 
Fiscalía uno o varios Fiscales Delegados de las Fiscalías 
Especiales, que se integrarán en éstas. Dicha designación 
se hará, oído el Consejo Fiscal, previo informe de los 
Fiscales Jefes de la Fiscalía Especial y la Fiscalía territorial 
correspondiente, entre los Fiscales de la plantilla de ésta 
última que lo soliciten, acreditando su especialización en la 
materia en los términos que reglamentariamente se esta-
blezcan. Cuando en la Fiscalía territorial exista una Sección 
especializada, constituida con arreglo a lo dispuesto en el 
artículo anterior, cuyo ámbito de actuación coincida total o 
parcialmente con la materia para la que es competente la 

Fiscalía Especial, el Fiscal Delegado se integrará en dicha 
Sección.

El Fiscal Jefe de la Fiscalía Especial tendrá, con respecto 
a los Fiscales así designados y sólo en el ámbito específico 
de su competencia, las mismas facultades y deberes que 
corresponden a los Fiscales Jefes de los demás órganos del 
Ministerio Fiscal. Sin perjuicio de las Instrucciones que con 
carácter general pueda impartir el Fiscal General del Estado, 
el Decreto de nombramiento concretará las funciones y el 
 ámbito de  actuación de los Fiscales Delegados, especifican-
do su grado de dedicación a los asuntos competencia de la 
Fiscalía Especial. En todo caso los Fiscales Delegados debe-
rán informar de los asuntos de los que conozcan en su cali-
dad de tales al Fiscal Jefe del órgano en que desempeñen 
sus funciones.

6. Para su adecuado funcionamiento, se podrán adscri-
bir a las Fiscalías Especiales unidades de Policía Judicial y 
cuantos profesionales y expertos sean necesarios para au-
xiliarlas de manera permanente u ocasional.

Artículo veinte
1. En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal con-

tra la Violencia sobre la Mujer, con categoría de Fiscal de 
Sala, que ejercerá las siguientes funciones:

 a)   Practicar las diligencias a que se refiere el artículo 
Cinco del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, e in-
tervenir directamente en aquellos procesos penales 
de especial trascendencia apreciada por el Fiscal 
General del Estado, referentes a los delitos por actos 
de violencia de género comprendidos en el artículo 87 
ter.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

 b)  Intervenir, por delegación del Fiscal General del 
Estado, en los procesos civiles comprendidos en el ar-
tículo 87 ter.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

 c)  Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones 
contra la Violencia sobre la Mujer, y recabar informes 
de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de 
las Fiscalías en que se integren.

 d)  Coordinar los criterios de actuación de las diversas 
Fiscalías en materias de violencia de género, para lo 

cual podrá proponer al Fiscal General del Estado la 
emisión de las correspondientes instrucciones.

 e)  Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General 
del Estado, para su remisión a la Junta de Fiscales de 
Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, un in-
forme sobre los procedimientos seguidos y actuacio-
nes practicadas por el Ministerio Fiscal en materia de 
violencia de género.

Para su adecuada actuación se le adscribirán los profe-
sionales y expertos que sean necesarios para auxiliarlo de 
manera permanente u ocasional.

2. En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal con-
tra los delitos relativos a la ordenación del territorio y la pro-
tección del patrimonio histórico, del medio ambiente e in-
cendios forestales, con categoría de Fiscal de Sala, que 
ejercerá las siguientes funciones:

 a)  Practicar las diligencias a que se refiere el artículo 
Cinco a intervenir, directamente o a través de instruc-
ciones  impartidas a los delegados, en aquellos proce-
sos penales de especial trascendencia apreciada por 
el Fiscal General del Estado, referentes a delitos rela-
tivos a la ordenación del territorio, la protección del 
patrimonio histórico, los recursos naturales y el medio 
ambiente, la protección de la flora, fauna y animales 
domésticos, y los incendios  forestales.

 b)  Ejercitar la acción pública en cualquier tipo de proce-
dimiento, directamente o a través de instrucciones 
impartidas a los delegados, cuando aquella venga pre-
vista en las diferentes leyes y normas de carácter 
medioambiental, exigiendo las responsabilidades que 
procedan.

 c)  Supervisar y coordinar la actuación de las secciones es-
pecializadas de medio ambiente y recabar los informes 
oportunos, dirigiendo por delegación del Fiscal General 
del Estado la red de Fiscales de medio ambiente.

 d)  Coordinar las Fiscalías en materia de medio ambiente 
unificando los criterios de actuación, para lo cual podrá 
proponer al Fiscal General la emisión de las correspon-
dientes instrucciones y reunir, cuando proceda, a los 
Fiscales integrantes de las secciones especializadas.
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 e)  Elaborar anualmente y presentar al Fiscal General del 
Estado un informe sobre los procedimientos seguidos 
y actuaciones practicadas por el Ministerio Fiscal en 
materia de medio ambiente, que será incorporado a 
la memoria anual presentada por el Fiscal General 
del Estado.

Para su adecuada actuación se le adscribirá una Unidad 
del Servicio de Protección de la Naturaleza de la Guardia 
Civil, así como, en su caso, los efectivos necesarios del res-
to de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que tengan com-
petencias medioambientales, de conformidad con la Ley 
Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad. Igualmente, podrán adscribirse los profesiona-
les y expertos técnicos necesarios para auxiliarlo de mane-
ra permanente u ocasional. La Fiscalía podrá recabar el 
auxilio de los  agentes forestales o ambientales de las ad-
ministraciones públicas correspondientes, dentro de las 
funciones que estos colectivos tienen legalmente enco-
mendadas.

3. Igualmente existirán, en la Fiscalía General del Estado, 
Fiscales de Sala Especialistas responsables de la coordina-
ción y supervisión de la actividad del Ministerio Fiscal en 
materia de protección y reforma de menores, y en aquellas 
otras materias en que el Gobierno, a propuesta del Ministro 
de Justicia, oído el Fiscal General del Estado, y previo infor-
me, en todo caso, del Consejo Fiscal, aprecie la necesidad 
de creación de dichas plazas. Los referidos Fiscales de Sala 
tendrán facultades y ejercerán funciones análogas a las pre-
vistas en los apartados anteriores de este artículo, en el ám-
bito de su respectiva especialidad, así como las que en su 
caso pueda delegarles el Fiscal General del Estado, todo ello 
sin perjuicio de las atribuciones de los Fiscales Jefes de los 
respectivos órganos territoriales.

4. En la Fiscalía General del Estado, de igual modo, exis-
tirá la Unidad de Supervisión y Control de Protección de 
Datos que ejercerá las competencias que corresponden a la 
autoridad de protección de datos con fines jurisdiccionales 
sobre el tratamiento de los mismos realizado por el 
Ministerio Fiscal, de acuerdo con lo establecido en el artícu-
lo 236 octies de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el ám-
bito de sus competencias y facultades. Su regulación se re-

mitirá a los términos previstos en la Ley Orgánica del Poder 
Judicial en cuanto le sea de aplicación.

Al frente de la Unidad de Supervisión y Control de 
Protección de Datos se nombrará por mayoría absoluta 
del Pleno del Consejo Fiscal una persona titular de la 
Unidad, de entre juristas de reconocida competencia con al 
menos quince años de ejercicio profesional y con conoci-
mientos y experiencia acreditados en materia de protección 
de datos.

La duración del mandato de la persona titular de la 
Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos 
será de cinco años, no renovable. Durante su mandato per-
manecerá, en su caso, en situación de servicios especiales y 
ejercerá exclusivamente las funciones inherentes a su car-
go. Sólo podrá ser cesada por incapacidad o incumplimien-
to grave de sus deberes, apreciados por el Pleno mediante 
mayoría absoluta.

El régimen de incompatibilidades de la persona titular 
de la Unidad de Supervisión y Control de Protección de 
Datos será el mismo que el establecido para los Fiscales al 
servicio de los órganos técnicos de la Fiscalía General del 
Estado. La persona titular de la Unidad de Supervisión y 
Control de Protección de Datos deberá ejercer sus funcio-
nes con absoluta independencia y neutralidad.

La persona titular y el resto de personal adscrito a la 
Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos es-
tarán sujetos al deber de secreto profesional, tanto durante 
su mandato como después del mismo, con relación a las 
informaciones confidenciales de las que hayan tenido cono-
cimiento en el cumplimiento de sus funciones o el ejercicio 
de sus atribuciones. Este deber de secreto profesional se 
aplicará en particular a la información que faciliten las per-
sonas físicas a la Unidad de Supervisión y Control de 
Protección de Datos en materia de infracciones de la pre-
sente normativa.

La composición, organización y funcionamiento de la 
Unidad de Supervisión y Control de Protección de Datos 
será regulada reglamentariamente. Se deberá velar porque 
la Unidad cuente, en todo caso, con todos los medios per-
sonales y materiales necesarios para el adecuado ejercicio 
de sus funciones.

Artículo veintiuno
1. Las Fiscalías del Tribunal Supremo, ante el Tribunal 

Constitucional, del Tribunal de Cuentas, la Fiscalía Togada, la 
Fiscalía de la Audiencia Nacional y las Fiscalías Especiales 
tienen su sede en Madrid y extienden sus funciones a todo 
el territorio del Estado para los asuntos de su competencia. 
La Fiscalía del Tribunal Militar Central también tendrá su 
sede en la capital de España y ejercerá sus funciones ante 
dicho Tribunal y ante los Juzgados Togados Militares 
Centrales. Las Fiscalías de los Tribunales Militares Terri to-
riales tendrán su sede donde resida el Tribunal Militar 
Territorial respectivo y ejercerán las funciones en el ámbito 
competencial del mismo.

2. Las Fiscalías de las Comunidades Autónomas tendrán 
su sede donde resida el Tribunal Superior de Justicia respec-
tivo, y ejercerán sus funciones en el ámbito competencial 
del mismo.

En el supuesto de que existan o se establezcan Salas 
de los Tribunales Superiores de Justicia con jurisdicción li-
mitada a una o varias provincias de la Comunidad 
Autónoma, a propuesta o previo informe del Fiscal Superior 
de la Co mu nidad Autónoma, el Fiscal General del Estado, 
oído el Consejo Fiscal, podrá proponer al Ministro de 
Justicia la constitución en su sede de una Sección Territorial 
de la Fiscalía Superior de la Comunidad Autónoma. La pro-
puesta se comunicará a la Comunidad Autónoma con com-
petencias en materia de justicia para el ejercicio de las 
mismas.

3. Las Fiscalías Provinciales tendrán su sede donde la 
tenga la Audiencia Provincial y extenderán sus funciones a 
todos los órganos judiciales de la provincia, salvo que con 
arreglo a las disposiciones de este Estatuto sea competente 
otro órgano del Ministerio Fiscal. También despacharán los 
asuntos competencia de órganos judiciales unipersonales 
de ámbito superior al provincial, cuando así lo disponga el 
Fiscal General del Estado, oído el Consejo Fiscal, y el Fiscal 
Superior de la Comunidad Autónoma.

En el caso de Comunidades Autónomas uniprovinciales, 
atendiendo a su volumen de actividad, el Gobierno, a pro-
puesta del Fiscal General del Estado, oído el Consejo Fiscal 
y el Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma, podrá esta-

blecer que la Fiscalía de la Comunidad Autónoma asuma 
también las funciones de la Fiscalía Provincial.

4. Las Fiscalías de Área ejercerán sus funciones en el 
ámbito territorial inferior a la provincia en el que proceda su 
creación dado el volumen de asuntos, el número de órga-
nos judiciales o la existencia de una sección de la Audiencia 
Provincial en sede distinta de la capital de la misma, pudien-
do abarcar uno o más partidos judiciales de dicha provincia, 
y teniendo su sede en el lugar que determine la norma que 
las establezca.

5. Los miembros del Ministerio Fiscal podrán actuar y 
constituirse en cualquier punto del territorio de su Fiscalía.

No obstante, cuando el volumen o la complejidad de los 
asuntos lo requiera, el Fiscal General del Estado, de oficio o 
a propuesta del Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma, 
oídos el Consejo Fiscal y los Fiscales Jefes de los órganos 
afectados, podrá ordenar que se destaquen temporalmente 
uno o varios Fiscales a una Fiscalía determinada. Igualmente, 
con la autorización del Fiscal General del Estado, cual-
quier Fiscal podrá actuar en cualquier punto del territorio 
del Estado.

6. Lo establecido en este artículo deberá entenderse sin 
perjuicio de que, cuando los Tribunales y Juzgados se cons-
tituyan en lugar distinto de su sede legal o cuando el ejerci-
cio de sus funciones lo requiera, pueda el Ministerio Fiscal, 
por medio de sus miembros, constituirse ante un órgano 
judicial con sede distinta a la de la Fiscalía respectiva.

Artículo veintiuno bis
En caso de discrepancias entre la Fiscalía Europea y la 
Fiscalía española sobre las atribuciones a las que se refiere 
el artículo 25.6 del Reglamento (UE) 2017/1939 del Consejo, 
de 12 de octubre de 2017, decidirá definitivamente la per-
sona titular de la Fiscalía General del Estado tras oír a la 
Junta de Fiscales de Sala, en los términos previstos en el 
artículo quince de la presente Ley.
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CAPÍTULO II
De la unidad y dependencia  
del Ministerio Fiscal

Artículo veintidós
1. El Ministerio Fiscal es único para todo el Estado.

2. El Fiscal General del Estado ostenta la jefatura supe-
rior del Ministerio Fiscal y su representación en todo el te-
rritorio español. A él corresponde impartir las órdenes e 
instrucciones convenientes al servicio y al orden interno de 
la institución y, en general, la dirección e inspección del 
Ministerio Fiscal.

3. El Fiscal General del Estado podrá delegar a los 
Fiscales de Sala funciones relacionadas con la materia pro-
pia de su competencia. Los Fiscales de Sala Delegados asu-
mirán dichas funciones en los términos y con los límites que 
establezca el acto de delegación, que será revocable y en 
todo caso se extinguirá cuando cese el Fiscal General. 
Dentro de tales límites, los Fiscales de Sala podrán proponer 
al Fiscal General del Estado las Circulares e Instrucciones 
que considere necesarias, participar en la determinación de 
los criterios para la formación de los Fiscales especialistas y 
coordinar a nivel estatal la actuación de las Fiscalías, sin per-
juicio de las facultades de los respectivos Fiscales Jefes de 
los órganos territoriales.

4. Los Fiscales Superiores de las Comunidades 
Autónomas, además de dirigir su Fiscalía, actuarán en todo el 
territorio de la Comunidad Autónoma correspondiente, asu-
miendo en el mismo la representación y la jefatura del 
Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las atribuciones del Fiscal 
General del Estado. En consecuencia, presidirán la Junta de 
Fiscales Jefes de su territorio, y ejercerán dentro del mismo 
las funciones previstas en los artículos Once, Veintiuno, Vein-
ti cinco y Veintiséis de este Estatuto, las que delegue el Fiscal 
General del Estado, así como las que les correspondan en 
materia disciplinaria con arreglo a esta Ley o al reglamento 
que la desarrolle. En el caso de las Comunidades Autónomas 
uniprovinciales mencionadas en el artículo Veintiuno, aparta-
do Tres, el Fiscal Superior asumirá también las funciones que, 
con arreglo a este Estatuto o a las normas que lo desarrollen, 
correspondan al Fiscal Jefe de la Fiscalía Provincial.

5. El Fiscal Jefe de cada órgano ejercerá la dirección de 
éste y actuará siempre en representación del Ministerio 
Fiscal bajo la dependencia de sus superiores jerárquicos y 
del Fiscal General del Estado.

Corresponde a los Fiscales Jefes de cada órgano:

 a)  Organizar los servicios y la distribución del trabajo en-
tre los Fiscales de la plantilla y la adscripción de los 
componentes de la Sección de Menores, oída la Junta 
de Fiscalía.

 b)  Conceder los permisos y licencias de su competencia.

 c)  Ejercer la facultad disciplinaria en los términos que 
establezcan el presente Estatuto y su reglamento.

 d)  Hacer las propuestas de recompensas, de méritos y 
las menciones honoríficas que procedan.

 e)  Las demás facultades que este Estatuto u otras dispo-
siciones le confieran.

Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de 
las facultades que atribuye al Ministro de Defensa el artícu-
lo 92 de la Ley Orgánica 4/1987, de 15 de julio, de Compe-
tencia y Organización de la Jurisdicción Militar.

6. El Teniente Fiscal, en las Fiscalías donde exista, asumi-
rá las funciones de dirección o coordinación que le delegue 
el Fiscal Jefe, y sustituirá a éste en caso de ausencia, vacante 
o imposibilidad.

7. Los Fiscales Jefes de las Fiscalías Provinciales estarán 
jerárquicamente subordinados al Fiscal Superior de la 
Comunidad Autónoma y se integrarán, bajo la presidencia de 
éste, en la Junta de Fiscales Jefes de la Comunidad Autónoma.

8. Los Fiscales Jefes de las Fiscalías de Área estarán je-
rárquicamente subordinados a los Fiscales Jefes de las 
Fiscalías Provinciales. En caso de ausencia, vacante o impo-
sibilidad serán sustituidos por el Fiscal Decano más antiguo 
de la Fiscalía de Área, y en su defecto, por el propio Fiscal 
Jefe de la Fiscalía Provincial o en quien éste delegue mien-
tras subsista la situación que motivó la sustitución.

9. Los Fiscales Decanos ejercerán la dirección y coordi-
nación de las Secciones de Fiscalía de acuerdo con las ins-
trucciones del Fiscal Jefe Provincial y, en su caso, del 
Fiscal superior de la Comunidad Autónoma, y por delega-
ción de éstos.

10. El Teniente Fiscal de la Fiscalía Provincial, los Fiscales 
Jefes de Área y los Fiscales Decanos integran la Junta de 
Coordinación de la Fiscalía Provincial, que será  convocada 
periódicamente y dirigida por el Fiscal Jefe Provincial, con el 
fin de coordinar la dirección del Ministerio Fiscal en su ám-
bito territorial.

Artículo veintitrés
Los miembros del Ministerio Fiscal son autoridad a todos los 
efectos y actuarán siempre en representación de la 
Institución. En cualquier momento de la actividad que un 
Fiscal esté realizando en cumplimiento de sus funciones o 
antes de iniciar la que le estuviese asignada en virtud del 
sistema de distribución de asuntos entre los miembros de 
la Fiscalía, podrá su superior jerárquico inmediato, median-
te resolución motivada, avocar para sí el asunto o designar 
a otro Fiscal para que lo despache. Si existe discrepancia 
resolverá el superior jerárquico común a ambos. La sustitu-
ción será comunicada en todo caso al Consejo Fiscal, que 
podrá expresar su parecer.

Artículo veinticuatro
1. Para mantener la unidad de criterios, estudiar los 

asuntos de especial trascendencia o complejidad o fijar po-
siciones respecto a temas relativos a su función, cada 
Fiscalía celebrará periódicamente juntas de todos sus com-
ponentes. A las Juntas de las Fiscalías especiales podrán ser 
convocados sus Fiscales Delegados.

Los acuerdos de la mayoría tendrán carácter de informe, 
prevaleciendo después del libre debate el criterio del Fiscal 
Jefe. Sin embargo, si esta opinión fuese contraria a la mani-
festada por la mayoría de los asistentes, deberá someter 
ambas a su superior jerárquico. Hasta que se produzca el 
acuerdo del superior jerárquico, de requerirlo el tema deba-
tido, el criterio del Fiscal Jefe gozará de ejecutividad en los 
extremos estrictamente necesarios.

2. Con la finalidad prevista en el número anterior, los 
Fiscales adscritos a las distintas secciones que integran la 
Fiscalía del Tribunal Supremo celebrarán Juntas de Sección, 
que estarán presididas por el Fiscal de Sala respectivo. En 
los casos en que el criterio del Fiscal Jefe fuera contrario a la 

opinión mantenida por la mayoría de los integrantes de la 
Junta, resolverá el Fiscal General del Estado, oído el Consejo 
Fiscal o la Junta de Fiscales de Sala según el ámbito propio 
de sus respectivas funciones.

Aquellas secciones de la Fiscalía del Tribunal Supremo 
cuya jefatura estuviera integrada por más de un Fiscal de 
Sala podrán celebrar juntas que agrupen a los Fiscales dis-
tribuidos en las diferentes unidades organizativas que inte-
gren cada sección. Sin embargo, los asuntos de especial 
trascendencia o complejidad y aquellos que afecten a la 
unidad de criterio habrán de ser debatidos en Junta de 
Sección que será presidida por el Fiscal de Sala más antiguo. 
A los efectos previstos en el párrafo primero de este aparta-
do, bastará que la discrepancia respecto del criterio de la 
mayoría sea provocada por el parecer de uno solo de los 
Fiscales de Sala que integran la sección.

Con el fin de dar cuenta de la actividad estadística de las 
distintas secciones y para el tratamiento de aquellas cues-
tiones que pudieran afectar a la organización de los diferen-
tes servicios de carácter general, los Fiscales celebrarán 
Junta de Fiscales del Tribunal Supremo. Estas juntas serán 
presididas por el Fiscal General del Estado, que podrá ser 
sustituido por el Teniente Fiscal del Tribunal Supremo.

3. Sin perjuicio de las Juntas de Fiscales previstas en el 
apartado Uno de este artículo, los Fiscales Jefes Provinciales 
podrán convocar las juntas de coordinación previstas en el 
artículo Veintidós.Diez, con el fin de tratar cuestiones relati-
vas a la dirección y coordinación de los distintos servicios, 
sin que en ningún caso puedan sustituir en sus funciones a 
la Junta General.

Asimismo, para mantener la unidad de criterios o fijar 
posiciones respecto a temas relativos a su función, los 
Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas podrán 
convocar, como superiores jerárquicos, Junta de Fiscales 
que integre a quienes desempeñaren la jefatura de las 
Fiscalías Provinciales en los respectivos ámbitos  territoriales.

4. Las Juntas de Fiscales podrán ser ordinarias o extraor-
dinarias. Las ordinarias se celebrarán al menos semestral-
mente. Su orden del día será fijado por el Fiscal Jefe, si bien 
deberán incluirse en el mismo aquellos otros asuntos o te-
mas que propongan por escrito y antes del comienzo de la 
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Junta, un quinto, al menos, de los Fiscales destinados en las 
Fiscalías. También podrá deliberarse, fuera del orden del día, 
sobre aquellos asuntos que proponga cualquiera de los asis-
tentes a la Junta y el Fiscal Jefe acuerde someter a debate.

Las Juntas extraordinarias se convocarán para debatir 
cuestiones que por su urgencia o complejidad se estime 
oportuno no relegar a la Junta ordinaria. La convocatoria, 
que expresará el orden del día, deberá hacerla el Fiscal Jefe, 
bien por propia iniciativa, bien en virtud de moción suscrita 
por un tercio de los Fiscales destinados en la  Fiscalía.

La asistencia a las Juntas es obligatoria para todos los 
Fiscales según su respectiva composición, salvo ausencia 
justificada apreciada por el Fiscal Jefe. Los Fiscales sustitutos 
asistirán a las Juntas con voz pero sin voto, cuando sean 
convocados por el Fiscal Jefe.

Artículo veinticinco
El Fiscal General del Estado podrá impartir a sus subordina-
dos las órdenes e instrucciones convenientes al servicio y al 
ejercicio de las funciones, tanto de carácter general como 
referidas a asuntos específicos. Cuando dichas instruccio-
nes se refieran a asuntos que afecten directamente a cual-
quier miembro del Gobierno, el Fiscal General deberá oír 
con carácter previo a la Junta de Fiscales de Sala.

Los miembros del Ministerio Fiscal pondrán en conoci-
miento del Fiscal General del Estado los hechos relativos a 
su misión que por su importancia o trascendencia deba co-
nocer. Las órdenes, instrucciones y comunicaciones a que 
se refieren este párrafo y el anterior se realizarán a través 
del superior jerárquico, a no ser que la urgencia del caso 
aconseje hacerlo directamente, en cuyo supuesto se dará 
ulterior conocimiento al mismo.

Análogas facultades tendrán los Fiscales Superiores de 
las Comunidades Autónomas respecto a los Fiscales Jefes de 
su ámbito territorial, y ambos respecto de los miembros del 
Ministerio que les estén subordinados.

El Fiscal que reciba una orden o instrucción concerniente 
al servicio y al ejercicio de sus funciones, referida a asuntos 
específicos, deberá atenerse a las mismas en sus dictámenes 
pero podrá desenvolver libremente sus intervenciones orales 
en lo que crea conveniente al bien de la justicia.

Artículo veintiséis
El Fiscal General del Estado podrá llamar a su presencia a 
cualquier miembro del Ministerio Fiscal para recibir directa-
mente sus informes y darle las instrucciones que estime 
oportunas, trasladando, en este caso, dichas instrucciones 
al Fiscal Jefe respectivo. El Fiscal General del Es  ta do podrá 
designar a cualquiera de los miembros del Ministerio Fiscal 
para que actúe en un asunto determinado, ante cualquiera 
de los órganos jurisdiccionales en que el Ministerio Fiscal 
está legitimado para intervenir, oído el Consejo Fiscal.

Artículo veintisiete
1. El Fiscal que recibiere una orden o instrucción que 

considere contraria a las leyes o que, por cualquier otro mo-
tivo estime improcedente, se lo hará saber así, mediante 
informe razonado, a su Fiscal Jefe. De proceder la orden o 
instrucción de éste, si no considera satisfactorias las razo-
nes alegadas, planteará la cuestión a la Junta de fiscalía y, 
una vez que ésta se manifieste, resolverá definitivamente 
reconsiderándola o ratificándola. De proceder de un supe-
rior, elevará informe a éste, el cual, de no admitir las razones 
alegadas, resolverá de igual manera oyendo prenamente a 
la Junta de Fiscalía. Si la orden fuere dada por el Fiscal 
General del Estado, éste resolverá oyendo a la Junta de 
Fiscales de Sala.

2. Si el superior se ratificase en sus instrucciones lo hará 
por escrito razonado con la expresa relevación de las res-
ponsabilidades que pudieran derivarse de su cumplimiento 
o bien encomendará a otro Fiscal el despacho del asunto a 
que se refiera.

Artículo veintiocho
Los miembros del Ministerio Fiscal no podrán ser recusa-
dos. Se abstendrán de intervenir en los pleitos o causas 
cuando les afecten algunas de las causas de abstención es-
tablecidas para los Jueces y Magistrados en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, en cuanto les sean de aplicación. Las par-
tes intervinientes en los referidos pleitos o causas podrán 
acudir al superior jerárquico del Fiscal de que se trate inte-
resando que, en los referidos supuestos, se ordene su no 
intervención en el proceso.

Cuando se trate del Fiscal General del Estado resolverá 
la Junta de Fiscales de Sala, presidida por el Teniente Fiscal 
del Tribunal Supremo.

Contra las decisiones anteriores no cabrá recurso alguno.

TÍTULO III
Del Fiscal General del Estado,  
de los Fiscales Superiores de  
las Comunidades Autónomas  
y de la Carrera Fiscal

CAPÍTULO I
Del Fiscal General del Estado

Artículo veintinueve
1. El Fiscal General del Estado será nombrado por el Rey, 

a propuesta del Gobierno, oído previamente el Consejo 
General del Poder Judicial, eligiéndolo entre juristas españo-
les de reconocido prestigio con más de quince años de ejer-
cicio efectivo de su profesión.

2. Recibido el informe del Consejo General del Poder 
Judicial, el Gobierno comunicará su propuesta al Congreso 
de los Diputados, a fin de que pueda disponer la compare-
cencia de la persona elegida ante la Comisión correspon-
diente de la Cámara, en los términos que prevea su regla-
mento a los efectos de que se puedan valorar los méritos e 
idoneidad del candidato propuesto.

3. Una vez nombrado, el Fiscal General del Estado prestará 
ante el Rey el juramento o promesa que previene la Ley y to-
mará posesión del cargo ante el Pleno del Tribunal Supremo.

Artículo treinta
El Fiscal General del Estado tendrá carácter de autoridad en 
todo el territorio español y se le guardará y hará guardar el 
respeto y las consideraciones debidos a su alto cargo. En los 
actos oficiales ocupará el lugar inmediato siguiente al del 
Presidente del Tribunal Supremo.

Artículo treinta y uno
1. El mandato del Fiscal General del Estado tendrá una 

duración de cuatro años. Antes de que concluya dicho man-
dato únicamente podrá cesar por los siguientes motivos:

 a)  a petición propia,

 b)  por incurrir en alguna de las incompatibilidades o pro-
hibiciones establecidas en esta Ley,

 c)  en caso de incapacidad o enfermedad que lo inhabili-
te para el cargo,

 d)  por incumplimiento grave o reiterado de sus funcio-
nes,

 e)  cuando cese el Gobierno que lo hubiera propuesto.

2. El mandato del Fiscal General del Estado no podrá 
ser renovado, excepto en los supuestos en que el titular 
hubiera ostentado el cargo durante un periodo inferior a 
dos años.

3. La existencia de las causas de cese mencionadas en 
los apartados a), b), c) y d) del número anterior será aprecia-
da por el Consejo de Ministros.

4. Serán aplicables al Fiscal General del Estado las in-
compatibilidades establecidas para los restantes miem-
bros del Ministerio Fiscal, sin perjuicio de las facultades o 
funciones que le encomienden otras disposiciones del mis-
mo rango.

5. Su régimen retributivo será idéntico al del Presidente 
del Tribunal Supremo.

6. Si el nombramiento de Fiscal General recayese sobre 
un miembro de la Carrera Fiscal quedará en situación de 
servicios especiales.

CAPÍTULO II
De la Carrera Fiscal, de las categorías  
que la integran y de la provisión de destinos 
en la misma

Artículo treinta y dos
La Carrera Fiscal está integrada por las diversas categorías 
de Fiscales que forman su Cuerpo único, organizado jerár-
quicamente.
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Artículo treinta y tres
1. Los miembros de la Carrera Fiscal están equiparados 

en honores, categorías y retribuciones a los de la Carrera 
Judicial.

2. En los actos oficiales a que asisten los representantes 
del Ministerio Fiscal ocuparán el lugar inmediato siguiente 
al de la autoridad judicial.

Cuando deban asistir a las reuniones de gobierno de los 
Tribunales y Juzgados ocuparán el mismo lugar respecto de 
quien las presida.

Artículo treinta y cuatro
Las categorías de la carrera fiscal serán las siguientes:

 1.ª    Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, equiparados a 
Magistrados del Alto Tribunal. El Teniente Fiscal del 
Tribunal Supremo tendrá la consideración de 
Presidente de Sala.

 2.ª   Fiscales, equiparados a Magistrados.

 3.ª   Abogados-Fiscales, equiparados a Jueces.

Artículo treinta y cinco
1. Será preciso pertenecer a la categoría primera para 

servir los siguientes destinos:

 a)  Teniente Fiscal del Tribunal Supremo, que además de-
berá contar con tres años de antigüedad en la dicha 
categoría.

 b)  Fiscal Jefe Inspector.

 c)  Fiscal Jefe de la Secretaría Técnica.

 d)  Fiscal Jefe de la Unidad de Apoyo.

 e)  Fiscal Jefe de la Audiencia Nacional.

 f)  Fiscal Jefe de las Fiscalías Especiales.

 g)  Fiscal Jefe de la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional.

 h)  Fiscal Jefe del Tribunal de Cuentas.

 i)  Fiscal de Sala del Tribunal Supremo.

 j)  Fiscal de Sala de la Fiscalía Togada.

 k)  Los demás puestos de Fiscales de Sala que se deter-
minen en plantilla con arreglo a las disposiciones de 
este Estatuto.

2. Los Fiscales Superiores de las Comunidades Autó-
nomas y los Fiscales Jefes de las Fiscalías Provinciales ten-
drán la categoría equiparada a la de los Presidentes de los 
Tribunales Superiores de Justicia y Presidentes de las 
Audiencias Provinciales, respectivamente.

3. Será preciso pertenecer a la categoría segunda para 
servir los restantes cargos en las Fiscalías del Tribunal 
Supremo, ante el Tribunal Constitucional, Fiscalía de la 
Audiencia Nacional, Fiscalías Especiales, Tribunal de 
Cuentas, Inspección Fiscal, Unidad de Apoyo y Secretaría 
Técnica. También será preciso pertenecer a la categoría se-
gunda para servir el cargo de Fiscal Jefe y Teniente Fiscal.

4. La plantilla orgánica fijará la categoría necesaria para 
servir los restantes destinos fiscales dentro de la segunda y 
de la tercera categoría.

Artículo treinta y seis
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado Tres de 

este artículo, los destinos correspondientes a la catego-
ría primera, los de Fiscales del Tribunal Supremo, los de 
Fiscales Superiores de Comunidades Autónomas y los 
de Fiscales Jefes se proveerán por el Gobierno, a propuesta 
del Fiscal General del Estado, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 13 de este Estatuto. De igual modo serán desig-
nados los Tenientes Fiscales de las Fiscalías de las 
Comunidades Autónomas y los Fiscales que integren la 
plantilla de todos aquellos órganos cuyo jefe pertenezca a la 
categoría primera. Cuando los Estatutos de Autono mía pre-
vean la existencia del Consejo de Justicia de la Comunidad 
Autónoma, éste será oído necesariamente con carácter pre-
vio al nombramiento del Fiscal Superior de la Comunidad 
Autónoma.

Recibido el informe del Consejo de Justicia de la Co mu ni-
dad Autónoma, se comunicará la propuesta de candidato a 
la respectiva Asamblea Legislativa autonómica, a fin de que 
pueda disponer la comparecencia de la persona propuesta 
ante la Comisión correspondiente de la Cámara, en los térmi-
nos que prevea su reglamento, a los efectos de que pueda 
valorar los méritos e idoneidad del candidato propuesto.

Para los cargos de Fiscal del Tribunal Supremo, de Fiscal 
Superior de las Comunidades Autónomas, de Fiscal ante el 

Tribunal Constitucional, de Fiscal del Tribunal de Cuentas y 
de Inspector Fiscal, será preciso contar con al menos 15 
años de servicio en la carrera y pertenecer ya a la categoría 
segunda. Para los cargos de Fiscal de la Audiencia Nacional 
y de Fiscal Jefe de Fiscalía Provincial será preciso contar con, 
al menos, diez años de servicio en la carrera y pertenecer ya 
a la categoría segunda. Igual antigüedad se exigirá a los 
Fiscales de las Fiscalías Especiales y al Teniente Fiscal de la 
Secretaría Técnica.

Para los cargos de Fiscales adscritos a los Fiscales de Sala 
integrados en la Fiscalía General del Estado será preciso con-
tar con, al menos, diez años de servicio en la carrera, perte-
necer a la categoría segunda y tener una mínima especializa-
ción acreditable en la materia a la que son adscritos.

Para acceder al cargo de Fiscal Jefe de área será preciso 
pertenecer a la segunda categoría.

2. El Teniente Fiscal Inspector y los Fiscales de la 
Inspección Fiscal serán designados por un plazo máximo de 
10 años. Una vez cesen en sus cargos, se incorporarán en 
calidad de adscritos, a su elección, a la Fiscalía en la que 
estuvieren destinados antes de ocupar la plaza de la 
Inspección o a la Fiscalía de la Comunidad Autónoma o 
Provincial de Madrid, hasta ocupar plaza en propiedad.

3. El Fiscal Jefe, el Teniente Fiscal y los Fiscales de la 
Secretaría Técnica, los Fiscales de la Unidad de Apoyo y los 
Fiscales adscritos a los Fiscales de Sala integrados en la 
Fiscalía General del Estado serán designados y relevados 
directamente por el propio Fiscal General del Estado, y ce-
sarán con éste, si bien continuarán ejerciendo sus funciones 
hasta que sean relevados o confirmados en sus cargos por 
el nuevo Fiscal General. Los nombramientos a los que se 
refiere este apartado, así como, en su caso, el correspon-
diente ascenso a la primera categoría del candidato a Fiscal 
Jefe de la Secretaría Técnica, serán comunicados por el 
Fiscal General al Consejo Fiscal antes de elevar la correspon-
diente propuesta al Gobierno, sin que sea de aplicación lo 
dispuesto en el artículo trece y en el apartado primero de 
este artículo.

Una vez relevados o cesados, el Teniente fiscal de la 
Secretaría Técnica y los Fiscales a los que se refiere el párra-
fo anterior se incorporarán en calidad de adscritos, a su 

elección y hasta obtener plaza en propiedad, a la Fiscalía de 
la Comunidad Autónoma o Provincial de Madrid o a la 
Fiscalía en la que estuviesen destinados antes de ocupar 
plaza en la Secretaría Técnica, en la Unidad de Apoyo o an-
tes de haber sido adscritos a los Fiscales de Sala integrados 
en la Fiscalía General del Estado.

4. Los Fiscales Decanos de las Secciones de las Fiscalías 
en las que existan serán nombrados y, en su caso, relevados 
mediante resolución dictada por el Fiscal General del 
Estado, a propuesta motivada del Fiscal Jefe respectivo.

La plantilla orgánica determinará el número máximo de 
Fiscales Decanos que se puedan designar en cada Fiscalía, 
atendiendo a las necesidades organizativas de las mismas. 
Para la cobertura de estas plazas será preciso, con carácter 
previo a la propuesta del Fiscal Jefe correspondiente, reali-
zar una convocatoria entre los Fiscales de la plantilla. A la 
propuesta se acompañará relación del resto de los Fiscales 
que hayan solicitado el puesto con aportación de los méri-
tos alegados.

5. Los demás destinos fiscales se proveerán mediante 
concurso entre funcionarios de la categoría, atendiendo al 
mejor puesto escalafonal. Para solicitar nuevo destino habrá 
de permanecerse, cuando menos, dos años en el anterior, 
siempre que se hubiera accedido a aquel a petición propia, 
salvo en el primer destino para aquellos Fiscales tras su in-
greso en la carrera fiscal una vez superado el proceso selec-
tivo, en cuyo caso el plazo será de un año.

Los destinos que queden desiertos se cubrirán con los 
Fiscales que asciendan a la categoría necesaria.

6. Para la provisión de plazas en las Fiscalías con sede en 
Comunidades Autónomas con idioma cooficial será mérito 
determinante la acreditación, con arreglo a los criterios que 
reglamentariamente se establezcan, del conocimiento de 
dicho idioma.

Se valorará, como mérito preferente, con arreglo a los 
criterios que reglamentariamente se establezcan, el conoci-
miento del Derecho propio de la Comunidad.

7. La provisión de destinos de la Fiscalía Jurídico Militar 
se llevará a cabo con arreglo a lo dispuesto en la Ley 
Orgánica reguladora de la Competencia y Organización de 
la Jurisdicción Militar.
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Artículo treinta y siete
1. Las vacantes que se produzcan en la categoría prime-

ra se cubrirán por ascenso entre fiscales que cuenten, al 
menos, con 20 años de servicio en la carrera y pertenezcan 
a la categoría segunda.

2. Las vacantes que se produzcan en la categoría segun-
da se cubrirán, por orden de antigüedad, entre los pertene-
cientes a la categoría tercera.

Artículo treinta y ocho
1. El nombramiento de los fiscales de las dos primeras 

categorías se hará por real decreto. Los demás nombra-
mientos se harán por orden del Ministro de Justicia.

2. La declaración de las situaciones administrativas de 
los fiscales, sea cual sea su categoría, se efectuará por or-
den del Ministro de Justicia.

Artículo treinta y nueve
Los miembros del Ministerio Fiscal podrán ser trasladados:

1. Por propia petición conforme a lo dispuesto en este 
Estatuto.

2. Para ocupar plaza de la categoría a que fueran pro-
movidos.

3. Por incurrir en las incompatibilidades relativas esta-
blecidas en esta Ley.

Artículo cuarenta
También podrán ser trasladados:

1. Por disidencias graves con el Fiscal Jefe respectivo por 
causas a aquéllos imputables.

2. Cuando asimismo por causas imputables a ellos tuvie-
ran enfrentamientos graves con el Tribunal.

El traslado forzoso se dispondrá por el órgano que hu-
biese acordado su nombramiento en expediente contradic-
torio, previo informe favorable del Consejo Fiscal.

Artículo cuarenta y uno
1. El Teniente fiscal del Tribunal Supremo, los Fiscales de 

Sala a que se refieren los artículos Veinte y Treinta y Cinco. 

Uno k) de este Estatuto y los demás Fiscales Jefes pertene-
cientes a la primera categoría serán nombrados por un 
 período de cinco años, transcurridos los cuales cesarán en 
sus cargos, salvo que sean nombrados de nuevo para esa 
jefatura por sucesivos periodos de idéntica duración. A la 
expiración del plazo legal, si no fueran confirmados o nom-
brados para otra jefatura, quedarán adscritos a la Fiscalía 
del Tribunal Supremo o a cualquiera de las Fiscalías cuyo 
Jefe pertenezca a la primera categoría, conservando en todo 
caso su categoría.

A los efectos del párrafo anterior tendrán la considera-
ción de Fiscales Jefes los que lo sean de las distintas seccio-
nes de la Fiscalía del Tribunal Supremo.

2. Para el nombramiento y cese del Fiscal Jefe de la 
Secretaría Técnica se procederá con arreglo al artículo 
Treinta y seis. Una vez cesado, quedará en la misma situa-
ción prevista en el número anterior.

3. Los Fiscales Jefes pertenecientes a la segunda cate-
goría, los Tenientes Fiscales de las Fiscalías cuyo Jefe per-
tenezca a la primera categoría y los Tenientes Fiscales de 
las Fiscalías de las Comunidades Autónomas serán nom-
brados por un período de cinco años, transcurridos los 
cuales cesarán en sus cargos, salvo que sean nombrados 
de nuevo para el mismo cargo por sucesivos períodos de 
idéntica duración.

4. Los Fiscales Superiores de las Comunidades 
Autónomas, los Fiscales Jefes pertenecientes a la segunda 
categoría y los Tenientes Fiscales mencionados en el apar-
tado tres de este artículo, una vez relevados o cesados en 
sus cargos, o en caso de renuncia aceptada por el Fiscal 
General del Estado, quedarán adscritos, a su elección y has-
ta la obtención de un destino con carácter definitivo, a la 
Fiscalía en la que han desempeñado la jefatura o tenencia, 
o a la Fiscalía en la que prestaban servicio cuando fueron 
nombrados para el cargo.

5. Sin perjuicio de lo anterior, los Fiscales Jefes de los 
respectivos órganos y los Tenientes Fiscales mencionados 
en el apartado tres de este artículo podrán ser removidos 
por el Gobierno a propuesta del Fiscal General del Estado, 
que deberá oír previamente al Consejo Fiscal y al interesado 
y, en su caso, al Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma. 

Los Fiscales Superiores de las Comunidades Autónomas po-
drán proponer también al Fiscal General del Estado la remo-
ción por el Gobierno de los Fiscales Jefes de los órganos de 
su ámbito territorial.

CAPÍTULO III
De la adquisición y pérdida de la condición 
del Fiscal

Artículo cuarenta y dos
El ingreso en la Carrera Fiscal se hará por oposición libre 
entre quienes reúnan las condiciones de capacidad exigidas 
en esta Ley, que se realizará conjuntamente con la de ingre-
so en la Carrera Judicial, en los términos previstos en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.

Artículo cuarenta y tres
Para ser nombrado miembro del Ministerio Fiscal se reque-
rirá ser español, mayor de dieciocho años, doctor o licencia-
do en Derecho y no hallarse comprendido en ninguna da las 
incapacidades establecidas en la presente ley.

Artículo cuarenta y cuatro
Están incapacitados para el ejercicio de funciones fiscales:

 1.º  Los que no tengan la necesaria aptitud física o inte-
lectual.

 2.º  Los que hayan sido condenados por delito doloso, 
mientras no hayan obtenido rehabilitación. En los ca-
sos en que la pena no fuera superior a seis meses, el 
Fiscal General del Estado, de forma motivada y aten-
diendo a la entidad del delito cometido, podrá susti-
tuir la pérdida de la condición de Fiscal por la sanción 
de suspensión de hasta tres años.

 3.º  Los concursados no rehabilitados.

 4.º  Los que pierdan la nacionalidad española.

Artículo cuarenta y cinco
1. La condición de miembro del Ministerio Fiscal se ad-

quiere, una vez hecho válidamente el nombramiento, por el 
juramento o promesa, y la toma de posesión.

2. Los miembros del Ministerio Fiscal, antes de tomar 
posesión de su primer destino, prestarán juramento o pro-
mesa de guardar y hacer guardar la Constitución y las leyes 
y desempeñar fielmente las funciones fiscales con lealtad al 
Rey. El juramento o promesa se prestará ante la Sala de 
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia a cuyo territorio 
hayan sido destinados, junto a cuyo Presidente se situará el 
Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma.

Igualmente, jurarán o prometerán su cargo los Fiscales 
de Sala, al acceder a la primera categoría de la carrera fiscal. 
Dicho acto tendrá lugar ante la Sala de Gobierno del 
Tribunal Supremo, junto a cuyo Presidente se situará el 
Fiscal General del Estado.

3. Los Fiscales Superiores de las Comunidades 
Autónomas tomarán posesión en la ciudad donde tenga la 
sede su Fiscalía, en un acto presidido por el Fiscal General 
del Estado.

Los Fiscales Jefes de las Fiscalías Provinciales y de las 
Fiscalías de Área tomarán posesión en el lugar donde ten-
ga la sede su Fiscalía, en un acto presidido por el Fiscal 
Superior de la Comunidad Autónoma, salvo que asista el 
Fiscal General del Estado, en cuyo caso será éste quien 
presida el acto.

El resto de los Fiscales tomarán posesión ante el Fiscal 
Jefe de la Fiscalía a la que vayan destinados, salvo que asista 
al acto el Fiscal General del Estado u otro miembro de rango 
superior a la escala jerárquica del Ministerio Fiscal, en cuyo 
caso será éste quien presida el acto.

En todos los casos previstos en este apartado, el 
Presidente del Tribunal Superior de Justicia y, en su caso, el 
de la respectiva Audiencia Provincial, ocuparán el lugar pre-
ferente que les corresponda en la presidencia del acto.

4. La toma de posesión tendrá lugar dentro de los vein-
te días naturales siguientes a la publicación del nombra-
miento para el destino de que se trate, o en el plazo supe-
rior que se conceda cuando concurran circunstancias que 
lo justifiquen, y se conferirá por el Jefe de la Fiscalía o quien 
ejerza sus funciones.
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Artículo cuarenta y seis
1. La condición de Fiscal se pierde en virtud de alguna 

de las causas siguientes:

 a)  Renuncia.

 b)  Pérdida de la nacionalidad española.

 c)  Sanción disciplinaría de separación del servicio.

 d)  Pena principal o accesoria de inhabilitación para car-
gos públicos.

 e)  Haber incurrido en alguna de las causas de incapa-
cidad.

2. La integración activa en el Ministerio Fiscal cesa tam-
bién en virtud de jubilación forzosa o voluntaria, que se 
acordará por el Gobierno en los mismos casos y condicio-
nes que se señalan en la Ley Orgánica del Poder Judicial 
para los Jueces y Magistrados.

CAPÍTULO IV
De las situaciones en la Carrera Fiscal

Artículo cuarenta y siete
Las situaciones administrativas en la Carrera Fiscal se aco-
modarán a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 
para Jueces y Magistrados y serán desarrolladas reglamen-
tariamente.

CAPÍTULO V
De los deberes y derechos de los miembros 
del Ministerio Fiscal

Artículo cuarenta y ocho
Los miembros del Ministerio Fiscal tendrán el primordial deber 
de desempeñar fielmente el cargo que sirvan, con prontitud y 
eficacia en cumplimiento de las funciones del mismo, confor-
me a los principios de unidad y dependencia jerárquica y con 
sujeción, en todo caso, a los de legalidad e imparcialidad.

Artículo cuarenta y nueve
Los miembros del Ministerio Fiscal deberán residir en la 
población donde tengan su destino oficial. Sólo podrán 

ausentarse de la misma con permiso de sus superiores 
jerárquicos.

Asimismo deberán asistir, durante el tiempo necesario, 
y de conformidad con las instrucciones del Jefe de la Fiscalía, 
al despacho de la misma y a los Tribunales en que deban 
actuar.

Artículo cincuenta
Los miembros del Ministerio Fiscal guardarán el debido se-
creto de los asuntos reservados de que conozcan por razón 
de su cargo.

Artículo cincuenta y uno
Los miembros del Ministerio Fiscal tendrán derecho al cargo 
y a la promoción en la Carrera en las condiciones legalmen-
te establecidas. Los cargos del Ministerio Fiscal llevarán ane-
jos los honores que reglamentariamente se establezcan.

Artículo cincuenta y dos
Los miembros del Ministerio Fiscal gozarán de los permisos 
y licencias, y del régimen de recompensas, que reglamenta-
riamente se establezcan, inspirados unos y otros en lo dis-
puesto para Jueces y Magistrados por la Ley Orgánica del 
Poder Judicial.

Artículo cincuenta y tres
El régimen retributivo de los miembros del Ministerio Fiscal 
se regirá por ley y estarán equiparados en retribuciones a 
los miembros de la Carrera Judicial. Asimismo gozarán, en 
los términos legales, de la adecuada asistencia y Seguridad 
Social.

Artículo cincuenta y cuatro
De acuerdo con lo establecido en el artículo ciento veintisie-
te de la Constitución se reconoce el derecho de asociación 
profesional de los Fiscales, que se ejercerá libremente en el 
ámbito del artículo veintidós de la Constitución y que se 
ajustará a las reglas siguientes:

1. Las Asociaciones de Fiscales tendrán personalidad 
jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus 
fines.

Podrán tener como fines lícitos la defensa de los intere-
ses profesionales de sus miembros en todos los aspectos y 
la realización de estudios y actividades encaminados al ser-
vicio de la justicia en general.

2. Sólo podrán formar parte de las mismas quienes os-
tenten la condición de Fiscales, sin que puedan integrarse 
en ellas miembros de otros cuerpos o carreras.

3. Los Fiscales podrán libremente afiliarse o no a 
Asociaciones profesionales. Estas deberán hallarse abiertas 
a la incorporación de cualquier miembro de la Carrera 
Fiscal.

4. Las Asociaciones profesionales quedarán validamente 
constituidas desde que se inscriban en el Registro, que será 
llevado al efecto por el Ministerio de Justicia. La inscripción 
se practicará a solicitud de cualquiera de los promotores, a 
la que se acompañará el texto de los Estatutos y una rela-
ción de afilados.

5. Los Estatutos deberán expresar, como mínimo, las 
siguientes menciones:

Primera.- Nombre de la Asociación, que no podrá conte-
ner connotaciones políticas.

Segunda.- Fines específicos.

Tercera.- Organización y representación de la Asociación. 
Su estructura interna y funcionamiento deberán ser de-
mocráticos.

Cuarta.- Régimen de afiliación.

Quinta.- Medios económicos y régimen de cuota.

Sexta.- Forma de elegirse los cargos directivos de la 
Asociación.

6. Cuando las Asociaciones profesionales incurrieren en 
actividades contrarias a la ley o que excedieren del marco 
de los Estatutos, el Fiscal General del Estado podrá instar, 
por los trámites de juicio declarativo ordinario, la disolución 
de la Asociación. La competencia para acordarla correspon-
derá a la Sala Primera del Tribunal Supremo que, con carác-
ter, cautelar, podrá acordar la suspensión de la misma.

Artículo cincuenta y cinco
Ningún miembro del Ministerio Fiscal podrá ser obligado a 
comparecer personalmente, pr razón de su cargo o función, 
ante las autoridades administrativas, sin perjuicio de los de-
beres de auxilio o asistencia entre autoridades.

Tampoco podrá recibir ningún miembro del Ministerio 
Fiscal órdenes o indicaciones relativas al modo de cumplir 
sus funciones más que de sus superiores jerárquicos.

Respecto del Fiscal General del Estado se estará a lo dis-
puesto en el artículo octavo y siguientes.

Artículo cincuenta y seis
Los miembros de la Carrera Fiscal en activo no podrán ser 
detenidos sin autorización del superior jerárquico de quien 
dependan, excepto por orden de la autoridad judicial com-
petente o en caso de flagrante delito. En este último su-
puesto se pondrá inmediatamente el detenido a disposición 
de la autoridad judicial más próxima, dándose cuenta en el 
acto, en ambos casos, a su superior jerárquico.

CAPÍTULO VI
De las incompatibilidades y prohibiciones

Artículo cincuenta y siete
El ejercicio de cargos fiscales es incompatible:

1. Con el de juez o magistrado y con los empleos de to-
das clases en los tribunales y juzgados en cualquier orden 
jurisdiccional.

2. Con el de cualquier otra jurisdicción, así como la par-
ticipación en actividades u órganos de arbitraje.

3. Con cualquier cargo de elección popular o designa-
ción política del Estado, comunidades autónomas, provin-
cias y demás entidades locales y organismos dependientes 
de cualquiera de ellos.

4. Con los empleos o cargos dotados o retribuidos por 
la Administración del Estado, las Cortes Generales, la Casa 
Real, comunidades autónomas, provincias, municipios, y 
cualesquiera entidades, organismos o empresas depen-
dientes de unos u otras.

Índice



124 125

5. Con todo empleo, cargo o profesión retribuida, salvo 
la docencia o investigación jurídica, así como la producción 
y creación literaria, artística, científica y técnica, debidamen-
te notificada a su superior jerárquico, y las publicaciones 
derivadas de aquélla, de conformidad con lo dispuesto en 
la legislación sobre incompatibilidades del personal al servi-
cio de las Ad mi nis tra ciones públicas.

6. Con el ejercicio de la abogacía, excepto cuando tenga 
por objeto asuntos personales del Fiscal, de su cónyuge o 
persona a quien se halle ligado de forma estable por análo-
ga relación de afectividad, de los hijos sujetos a su patria 
potestad o de las personas sometidas a su tutela, con el 
ejercicio de la procuraduría, así como todo tipo de asesora-
miento jurídico, sea o no retribuido.

La incompatibilidad con el ejercicio de la abogacía se 
extenderá en todo caso a la llevanza, directamente o me-
diante persona interpuesta, de aquellos asuntos en los que 
el Fiscal hubiese intervenido como tal, aun cuando haya pa-
sado con posterioridad a la situación de excedencia. A este 
supuesto le será aplicable el régimen de responsabilidad 
disciplinaria previsto en el Estatuto General de la Abogacía 
para quienes ejerzan la profesión de abogado estando in-
cursos en causa de incompatibilidad.

7. Con el ejercicio directo o mediante persona interpues-
ta de toda actividad mercantil. Se exceptúa la transforma-
ción y venta de productos obtenidos de los bienes propios, 
operaciones que podrán realizarse, pero sin tener estable-
cimiento abierto al público.

8. Con las funciones de director, gerente, administrador, 
consejero, socio colectivo o cualquier otra que implique in-
tervención directa, administrativa o económica en socieda-
des o empresas mercantiles, públicas o privadas de cual-
quier género.

Artículo cincuenta y ocho
Los miembros del Ministerio Fiscal no podrán ejercer sus 
cargos:

1. En las Fiscalías que comprendan dentro de su circuns-
cripción territorial una población en la que su cónyuge o 
persona a quien se halle ligado de forma estable por análo-
ga relación de afectividad ejerza una actividad industrial o 

mercantil que obstaculice el imparcial desempeño de su 
función, a juicio del Consejo Fiscal.

2. En la misma Fiscalía o sección en la que ejerzan sus 
parientes, dentro del segundo grado de consanguinidad o 
afinidad, o su cónyuge, o persona a quien se halle ligado de 
forma estable por análoga relación de afectividad, cargos de 
la Carrera Fiscal, siempre que exista dependencia jerárquica 
inmediata entre ambos.

A los efectos de este apartado se considerará depen-
dencia jerárquica inmediata la que vincula al Fiscal Jefe de la 
Fiscalía con el Teniente Fiscal y con el Decano de cada 
Sección, así como a este último con los Fiscales integrados 
en la Sección respectiva.

A los mismos efectos, se entenderá que existe depen-
dencia jerárquica inmediata entre el Fiscal Superior de la 
Comunidad Autónoma y los Fiscales Jefes Provinciales de la 
misma Comunidad, y asimismo entre el Fiscal Jefe Provincial 
y los Fiscales Jefes de Área en la misma provincia.

3. Cuando la Ley Orgánica del Poder Judicial establezca 
incompatibilidades entre miembros de la carrera judicial y 
fiscal.

4. Como Fiscales Jefes en las Fiscalías donde ejerzan 
habitualmente como abogado o procurador su cónyuge o 
persona a quien se halle ligado de forma estable por aná-
loga relación de afectividad o un pariente dentro del se-
gundo grado de consanguinidad o afinidad, salvo que se 
trate de circunscripciones territoriales de más de quinien-
tos mil habitantes y sin perjuicio del deber de abstención 
cuando proceda.

5. En una Fiscalía en cuyo territorio hayan ejercido como 
Abogado o Procurador en los dos años anteriores a su nom-
bramiento.

Artículo cincuenta y nueve
No podrán los miembros del Ministerio Fiscal pertenecer a 
partidos políticos o sindicatos o tener empleo al servicio de 
los mismos, dirigir a los poderes y funcionarios públicos o a 
corporaciones oficiales, felicitaciones o censuras por sus 
actos, ni concurrir con carácter o atributos oficiales a cua-
lesquiera actos o reuniones públicas en que ello no proceda 
en el ejercicio de sus funciones. Asimismo, tampoco podrán 

tomar parte en las elecciones legislativas, autonómicas o 
locales más que para emitir su voto personal.

CAPÍTULO VII
De la responsabilidad de los miembros 
del Ministerio Fiscal

Artículo sesenta
La exigencia de responsabilidad civil y penal a los miembros 
del Ministerio Fiscal y la repetición contra los mismos por 
parte de la Administración del Estado, en su caso, se regirá, 
en cuando les sea de aplicación, por lo  dispuesto en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial para Jueces y Magistrados.

Artículo sesenta y uno
Los miembros del Ministerio Fiscal incurrirán en responsa-
bilidad disciplinaria cuando cometieran alguna de las faltas 
previstas en la presente ley.

Las faltas cometidas por los miembros del Ministerio 
Fiscal podrán ser leves, graves y muy graves.

Artículo sesenta y dos
Se consideran faltas muy graves:

1. El incumplimiento consciente del deber de fidelidad a 
la Constitución establecido en el artículo cuarenta y cinco de 
esta Ley, cuando así se apreciara en sentencia firme.

2. El incumplimiento de las órdenes particulares y reque-
rimientos personales dirigidos por escrito en la forma esta-
blecida en este Estatuto, cuando de aquel se haya derivado 
perjuicio en el proceso o alteración relevante en el funcio-
namiento interno de la Fiscalía.

3. La afiliación a partidos políticos o sindicatos, o el des-
empeño de empleos o cargos a su servicio.

4. La provocación reiterada de enfrentamientos graves 
con las autoridades de la circunscripción en que el Fiscal 
desempeñe el cargo, por motivos ajenos al ejercicio de su 
función.

5. Las acciones y omisiones que hayan dado lugar en 
sentencia firme a una declaración de responsabilidad civil 

contraída en el ejercicio de la función por dolo o culpa grave 
conforme al artículo Sesenta de esta Ley.

6. El ejercicio de cualquiera de las actividades incompa-
tibles con el cargo de Fiscal, establecidas en el artículo 
Cincuenta y siete de esta Ley, salvo las que puedan consti-
tuir falta grave con arreglo a lo dispuesto en su artículo 
Sesenta y Tres.

7. Provocar el propio nombramiento para alguna Fiscalía 
cuando concurra en el nombrado alguna de las situaciones 
de incompatibilidad o prohibición previstas en el artículo 
Cincuenta y ocho de esta Ley, o mantenerse en el desempe-
ño del cargo en dichos órganos sin poner en conocimiento 
de la Fiscalía General del Estado las circunstancias necesa-
rias para proceder al traslado forzoso previsto en el artículo 
Treinta y Nueve, apartado tres.

8. La inobservancia del deber de abstención a sabien-
das de que concurre alguna de las causas legalmente 
previstas.

9. La desatención o el retraso injustificado y reiterado 
en el despacho de los asuntos o en el ejercicio de cuales-
quiera otras de las funciones que le fueran encomendadas.

10. El abandono del servicio o la ausencia injustificada y 
continuada por siete días naturales o más de la sede de la 
Fiscalía en que se hallase destinado.

11. Faltar a la verdad en la solicitud de obtención de 
permisos, autorizaciones, declaraciones de compatibilidad, 
dietas y ayudas económicas.

12. La revelación por el Fiscal de hechos o datos conoci-
dos en el ejercicio de su función o con ocasión de ésta, 
cuando se cause algún perjuicio a la tramitación de un pro-
ceso o a cualquier persona.

13. El abuso de la condición de Fiscal para obtener un 
trato favorable e injustificado de autoridades, funcionarios 
o profesionales.

14. La comisión de una falta grave cuando el Fiscal hu-
biera sido anteriormente sancionado por otras dos graves, 
que hayan adquirido firmeza, sin que hubieran sido cance-
ladas o procedido la cancelación de las correspondientes 
anotaciones, conforme a lo establecido en el artículo 
Sesenta y Nueve de esta Ley.
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15. La ignorancia inexcusable en el cumplimiento de sus 
deberes.

16. La absoluta y manifiesta falta de motivación en los 
informes y dictámenes que la precisen de conformidad con 
las Instrucciones de la Fiscalía General del Estado.

Artículo sesenta y tres
Se consideran faltas graves:

1. La falta de respeto a los superiores en el orden jerár-
quico, en su presencia, en escrito que se les dirija o con 
publicidad.

2. El incumplimiento de las órdenes o requerimientos 
recibidos en la forma establecida en este Estatuto.

3. El exceso o abuso de autoridad, o falta grave de con-
sideración respecto de los ciudadanos, instituciones, jueces 
y magistrados, fiscales, secretarios, médicos forenses, fun-
cionarios de los cuerpos de gestión, tramitación y auxilio 
judicial, abogados y procuradores, graduados sociales y 
funcionarios de la policía judicial y demás personal al servi-
cio de la Administración de Justicia o que preste servicios en 
la oficina fiscal.

4. Dejar de promover la exigencia de responsabilidad 
disciplinaria que proceda a los secretarios y personal auxi-
liar subordinado, cuando conocieran o debieran conocer el 
incumplimiento grave por aquéllos de los deberes que les 
corresponden.

5. Revelar hechos o datos conocidos por el Fiscal en el 
ejercicio de su función o con ocasión de éste, cuando no 
constituya la falta muy grave del apartado Doce del artículo 
sesenta y dos de esta Ley.

6. La ausencia injustificada y continuada por más de tres 
días naturales y menos de siete de la sede de la Fiscalía en 
que el Fiscal se halle destinado.

7. La inasistencia injustificada a los actos procesales con 
audiencia pública que estuvieran señalados y a los que hu-
biera sido citado en la forma legalmente prevista, cuando no 
constituya falta muy grave.

8. El retraso injustificado en el despacho de los asuntos 
de que conozca el Fiscal en el ejercicio de su función, si no 
constituye falta muy grave.

9. El ejercicio de cualquier actividad susceptible de de-
claración de compatibilidad sin obtener la pertinente auto-
rización o habiéndola obtenido con falta de veracidad en los 
presupuestos alegados.

10. La comisión de una falta de carácter leve habiendo 
sido sancionado anteriormente por resolución firme por 
otras dos leves sin que hubieran sido canceladas o procedi-
do la cancelación de las correspondientes anotaciones, con-
forme a lo establecido en esta Ley.

11. Las restantes infracciones de los deberes inherentes 
a la condición de fiscal, establecidos en esta Ley, cuando 
mereciesen la calificación de graves, atendidas la intencio-
nalidad del hecho, su trascendencia para la Administración 
de Justicia y el quebranto sufrido por la dignidad de la fun-
ción fiscal.

12. Dirigir a los poderes, autoridades o funcionarios pú-
blicos o corporaciones oficiales felicitaciones o censuras por 
sus actos, invocando la condición de fiscal, o sirviéndose de 
esa condición. Cuando estas actuaciones sean realizadas 
por Junta de Fiscales se entenderán responsables los que 
hubieran tomado parte en la votación excepto quienes ha-
yan salvado individualmente su voto.

Artículo sesenta y cuatro
Se consideran faltas leves:

1. La falta de respeto a los superiores jerárquicos cuan-
do no concurran las circunstancias que calificarían la con-
ducta de falta grave.

2. La desatención o desconsideración con iguales o in-
feriores en el orden jerárquico, con los ciudadanos, institu-
ciones, jueces y magistrados, fiscales, secretarios, médicos 
forenses, funcionarios de los cuerpos de gestión, tramita-
ción y auxilio judicial, abogados y procuradores, graduados 
sociales, funcionarios de la policía judicial y demás personal 
al servicio de la Administración de Justicia y demás personal 
que preste servicio en la oficina fiscal, cuando por sus cir-
cunstancias no mereciere la calificación de falta grave.

3. El incumplimiento injustificado o inmotivado de los 
plazos legalmente establecidos en el despacho de los asun-
tos que tenga encomendados.

4. La ausencia injustificada y continuada de uno a tres 
días naturales de la sede de la Fiscalía o adscripción en que 
el Fiscal se halle destinado.

5. La simple recomendación de cualesquiera asuntos de 
que conozcan los juzgados y tribunales.

6. La desatención a las órdenes, requerimientos u ob-
servaciones verbales recibidas de sus jefes, salvo que cons-
tituya una infracción más grave, conforme a lo prevenido en 
los dos artículos anteriores.

7. La desatención o desconsideración con ciudadanos, 
instituciones, jueces y magistrados, ante la petición de inter-
venir en una lengua cooficial, en el caso en que se haya acre-
ditado un conocimiento adecuado y suficiente como mérito.

Artículo sesenta y cinco
1. Las faltas muy graves prescribirán a los dos años, las 

graves, al año, y las leves, en el plazo previsto en el Código 
Penal para la prescripción de las faltas.

El plazo de prescripción comenzará a contarse desde 
que la falta se hubiera cometido. No obstante, en el supues-
to previsto en el artículo 62.5 de esta ley, el plazo de pres-
cripción se iniciará a partir de la firmeza de la sentencia que 
declare la responsabilidad civil del fiscal.

2. La prescripción se interrumpirá desde la fecha de no-
tificación del acuerdo de iniciación del procedimiento disci-
plinario o, en su caso, de las diligencias informativas relacio-
nadas con la conducta investigada del fiscal.

El plazo de prescripción vuelve a correr si las diligencias 
o el procedimiento permanecen paralizados durante seis 
meses por causa no imputable al fiscal sujeto al expediente 
disciplinario.

Artículo sesenta y seis
1. Las sanciones que se pueden imponer a los fiscales 

por faltas cometidas en el ejercicio de sus cargos son:

 a) Advertencia.

 b) Multa de hasta tres mil euros.

 c)  Traslado forzoso a Fiscalía con sede separada, al me-
nos, en cien kilómetros de aquella en que estuviera 
destinado.

 d)  Suspensión de hasta tres años.

 e)  Separación.

El fiscal sancionado con traslado forzoso no podrá concur-
sar en el plazo de uno a tres años.

La duración de la prohibición de concursar habrá de de-
terminarse necesariamente en la resolución que ponga fin 
al procedimiento.

El Fiscal Jefe sancionado en virtud de una falta grave o 
muy grave, podrá ser removido de la jefatura, a propuesta 
del Fiscal General del Estado, oído el Consejo Fiscal.

2. Las faltas leves sólo podrán sancionarse con adver-
tencia o multa de hasta trescientos euros o con ambas ; las 
graves, con multa de trescientos euros a tres mil euros, y las 
muy graves, con suspensión, traslado forzoso o separación.

3. En la imposición de cualquier sanción se atenderá 
a los principios de graduación y proporcionalidad en la 
respuesta sancionadora, que se agravará o atenuará en 
relación con las circunstancias del hecho y del presunto 
infractor.

4. Las sanciones impuestas por faltas muy graves pres-
cribirán a los dos años ; las impuestas por faltas graves, al 
año, y por faltas leves, en el plazo previsto en el Código 
Penal para la prescripción de las faltas. Dichos plazos de 
prescripción comenzarán a computarse desde el día si-
guiente a aquel en que adquiera firmeza la resolución por 
la que se impusieron las sanciones.

Artículo sesenta y siete
Serán competentes para la imposición de sanciones:

1. Para imponer la de advertencia, el Fiscal Jefe respectivo.

2. Para imponer hasta la de suspensión, el Fiscal General 
del Estado.

3. Para imponer la de separación del servicio, el Ministro 
de Justicia, a propuesta del Fiscal General del Estado, previo 
informe favorable del Consejo Fiscal.

Las resoluciones del Fiscal Jefe serán recurribles ante el 
Consejo Fiscal.

Las resoluciones del Fiscal General del Estado serán re-
curribles en alzada ante el Ministro de Justicia.
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Las resoluciones del Consejo Fiscal y del Ministro de 
Justicia que agoten la vía administrativa serán susceptibles 
del recurso contencioso-administrativo ante la Sala corres-
pondiente de la Audiencia Nacional.

Artículo sesenta y ocho
La sanción de advertencia podrá imponerse de plano previa 
audiencia del interesado. Para la imposición de las restan-
tes, será preceptiva la instrucción de expediente contradic-
torio, con audiencia del interesado.

Artículo sesenta y nueve
Las sanciones disciplinarias firmes se anotarán en el expe-
diente personal del interesado, de lo cual cuidará la 
Autoridad que la hubiere impuesto.

Las anotaciones serán candeladas por acuerdo del Fiscal 
General del Estado, una vez cumplida la sanción, y transcu-
rridos seis meses, dos años o cuatro años desde su imposi-
ción, respectivamente, según que la falta hubiere sido leve, 
grave o muy grave, si en dicho período el funcionario no 
hubiere incurrido en la comisión de hechos sancionables. 
Las sanciones impuestas por faltas leves se cancelarán au-
tomáticamente. La cancelación de las restantes se hará en 
expediente iniciado a petición del interesado y con informe 
del Consejo Fiscal.

La cancelación borrara el antecedente a todos los 
efectos, incluso a las de apreciación de reincidencia o re-
iteración.

Artículo setenta
La rehabilitación de los Fiscales separados disciplinariamen-
te se regirá, en cuanto les sea de aplicación, por lo dispues-
to en la Ley Orgánica del Poder Judicial para Jueces y 
Magistrados.

TÍTULO IV
Del personal y medios materiales

CAPÍTULO UNICO

Artículo setenta y uno
Habrá en los órganos fiscales el personal técnico y auxiliar 
necesario para atender al servicio, que dependerá de los 
Fiscales Jefes respectivos sin perjuicio de la competencia 
que corresponda a otros órganos en la esfera que les sea 
propia.

Artículo setenta y dos
1. Las Fiscalías tendrán en todo caso una instalación 

adecuada en la sede de los Tribunales y Juzgados corres-
pondientes, y además podrán contar con sus propias insta-
laciones fuera de dichas sedes cuando ello convenga a la 
mejor prestación del servicio.

2. Las instalaciones del Ministerio Fiscal se hallarán do-
tadas de los medios precisos que se consignen en las Leyes 
de Presupuestos.

3. Los Presupuestos Generales del Estado y los de las 
Comunidades Autónomas que hayan asumido competencias 
en materia de Administración de Justicia contemplarán, den-
tro de la Sección que corresponda, y previa ponderación de 
las necesidades funcionales del Ministerio Fiscal propuestas 
por el Fiscal General del Estado, previa audiencia, en su caso, 
a las Comunidades Autónomas con competencias en la ma-
teria, las correspondientes partidas presupuestarias adecua-
damente singularizadas para atender a aquéllas.

En todo caso, una de estas partidas será gestionada por 
la Unidad de Apoyo del Fiscal General y estará destinada a 
atender los gastos de funcionamiento de la administración 
de la Fiscalía General del Estado.

Disposición transitoria primera.
(Derogada)

Disposición transitoria segunda.
(Derogada)

Disposición transitoria tercera.
(Derogada)

Disposición transitoria cuarta.
(Derogada)

Disposición transitoria quinta.
(Derogada)

Disposición transitoria sexta.
(Derogada)

Disposición transitoria séptima.
El período máximo de diez años, previsto en el apartado 
Dos del artículo Treinta y seis, por el que son designados los 
fiscales destinados en la Inspección Fiscal, comenzará a 
computarse, para los que actualmente están destinados en 
la misma, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley.

Disposición transitoria octava.
En el plazo de un año desde la entrada en vigor de esta Ley 
se constituirán las Fiscalías de las Comunidades Autó-
nomas de acuerdo con lo previsto en el artículo Veintiuno. 
En el momento de su constitución, los actuales Fiscales 
Jefes de los Tribunales Superiores de Justicia pasarán a de-
nominarse, automáticamente, Fiscales Superiores de las 
Comunidades Autónomas, permaneciendo en dicho cargo 
hasta agotar el plazo de cinco años por el que en su día 
fueron nombrados, sin perjuicio de su ulterior renovación 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo Cuarenta y uno, 
apartado tres. Del mismo modo los Tenientes Fiscales de 
los Tribunales Superiores de Justicia pasarán a ocupar el 
cargo de Teniente Fiscal de la Fiscalía Superior de la 
Comunidad Autónoma por el período que reste de su 
mandato, computado con arreglo a lo dispuesto en el 
apartado tres del artículo Cuarenta y uno y en esta 
Disposición Transitoria, sin perjuicio, igualmente, de su ul-
terior renovación.

A tal fin, una vez fijadas las plantillas de las Fiscalías 
Superiores de las Comunidades Autónomas, se convocará, 
dentro del plazo indicado, el correspondiente concurso 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo Treinta y seis, 
apartado cinco, de este Estatuto Orgánico. Resuelto dicho 
concurso, los Fiscales que, estando en ese momento des-
tinados en las Fiscalías de los Tribunales Superiores de 
Justicia, no hayan obtenido plaza en las nuevas Fiscalías 

Superiores, pasarán automáticamente a integrar las res-
pectivas Fiscalías Pro vin cia les.

En el mismo plazo de un año, se constituirán las Fiscalías 
de Área, a cuyo fin el Gobierno, previo informe del Fiscal 
General del Estado, oído el Consejo Fiscal y los Fiscales Jefes 
de los territorios afectados, adoptará las disposiciones ne-
cesarias, en particular para la provisión de las plazas de 
Fiscal Jefe de las mismas. Las Adscripciones Permanentes 
que no se constituyan como Fiscalías de Área a través del 
procedimiento previsto en esta disposición, quedarán auto-
máticamente convertidas en Secciones Territoriales de las 
Fiscalías Provinciales, en los términos previstos en el párrafo 
segundo del apartado cuatro y el apartado cinco del artícu-
lo Dieciocho de esta Ley.

A la entrada en vigor de esta Ley finalizará el mandato 
de los Tenientes Fiscales comprendidos en el Artículo 
Cuarenta y uno, apartado tres, que lleven desempeñando 
su cargo más de cinco años. Las plazas resultantes serán 
ofrecidas para su cobertura en los términos previstos en 
esta Ley, pudiendo concurrir a las mismas los afectados por 
la presente disposición, quienes en todo caso continuarán 
ejerciendo sus funciones en tanto no se produzcan los nue-
vos nombramientos. Los nombrados con anterioridad a la 
entrada en vigor de esta Ley que no hubieran desempeña-
do su cargo por más de cinco años finalizarán su mandato 
en el momento en que se cumpla dicho plazo, computado 
desde la fecha de su nombramiento.

Disposición transitoria novena.
Quien desempeñe las funciones de Fiscal General del 
Estado a la entrada en vigor de la presente Ley continuará 
en el ejercicio de su cargo hasta que se produzca su cese, 
que sólo tendrá lugar cuando concurra alguno de los su-
puestos previstos por los apartados a), b), c), d) y e) del ar-
tículo Treinta y Uno, apartado uno del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal.

Quienes hubieran desempeñado el cargo de Fiscal 
General del Estado con anterioridad a la entrada en vigor 
de la presente Ley no quedarán por ello excluidos de la 
posibilidad de ser propuestos por el Gobierno confor-
me al artículo Veintinueve del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal.
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Disposición adicional primera.
En cuanto a la adquisición y pérdida de la condición de 
miembro de la Carrera Fiscal, incapacidades, situaciones 
administrativas, deberes y derechos, incompatibilidades, 
prohibiciones y responsabilidades de los mismos, será de 
aplicación supletoria lo dispuesto para Jueces y Magistrados 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

El miembro del Ministerio Fiscal nombrado Fiscal 
Europeo estará en situación de servicios especiales de con-
formidad con el artículo 351.a) de la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial.

Los Fiscales nombrados por el Colegio de la Fiscalía 
Europea como Fiscales europeos delegados estarán en si-
tuación de servicios especiales de conformidad con el ar-
tículo 351.c) de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del 
Poder Judicial, desde el momento de su nombramiento y 
hasta su cese, en los términos establecidos en la Ley 
Orgánica de aplicación del Reglamento (UE) 2017/1939 del 
Consejo, de 12 de octubre de 2017, por el que se establece 
una cooperación reforzada para la creación de la Fiscalía 
Europea.

Disposición adicional segunda.
1. El Ministerio Fiscal contará con un sistema de infor-

mación y una red de comunicaciones electrónicas plena-
mente integrados, a través de los cuales se asegurará efi-
cazmente su unidad de actuación de conformidad con lo 
establecido en el artículo 124 de la Constitución.

2. El sistema de información y la red integrada de co-
municaciones electrónicas del Ministerio Fiscal serán defi-
nidos y gestionados por los órganos competentes de la 
Fiscalía General del Estado. A estos efectos contarán con 
el soporte administrativo y tecnológico del Ministerio de 
Justicia.

Las comunidades autónomas que hubiesen asumido 
competencias en materia de provisión de medios materiales 
para la Administración de Justicia participarán junto al 
Ministerio de Justicia en la dotación de los equipamientos 
informáticos del Ministerio Fiscal, con sujeción a lo dispues-
to en este Estatuto Orgánico y a los acuerdos y resoluciones 
adoptados por la Comisión Nacional de Informática y 
Comunicaciones Electrónicas del Ministerio Fiscal.

3. La red integrada de comunicaciones del Ministerio 
Fiscal garantizará:

 a)  Un sistema de identificación y de codificación único de 
los procedimientos y actuaciones en que intervenga el 
Ministerio Fiscal.

 b)  La obtención inmediata, actualizada y rigurosa de in-
formación estadística. A estos efectos, existirá una 
base de datos centralizada de los procedimientos de 
que conozca el Ministerio Fiscal.

 c)  El acceso telemático de todas las fiscalías a los regis-
tros, bases de datos, sistemas de información y aplica-
ciones informáticas de ámbito nacional gestionados 
por el Ministerio de Justicia.

 d)  La conexión telemática permanente del Fiscal General 
del Estado y de los restantes órganos centrales del 
Ministerio Fiscal con todas las fiscalías y los miembros 
de la Carrera Fiscal, así como de ellos entre sí. A estos 
efectos se implantará un sistema único de identifica-
ción y de comunicaciones electrónicas.

4. La Comisión Nacional de Informática y Co mu ni ca-
ciones Electrónicas del Ministerio Fiscal, presidida por el 
Fiscal General del Estado, dictará instrucciones y criterios de 
obligado cumplimiento en todas las Fiscalías sobre la im-
plantación, utilización, gestión y explotación de todos los 
sistemas informáticos y de comunicaciones electrónicas. La 
estructura, composición y funciones de esta Comisión 
Nacional, así como la organización, funcionamiento y carac-
terísticas técnicas de la red integrada de comunicaciones 
electrónicas del Ministerio Fiscal, será establecida reglamen-
tariamente, mediante real decreto.

Disposición adicional tercera. Fiscales eméritos del 
Tribunal Supremo.
Los Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, una vez jubilados 
y a propuesta del Fiscal General del Estado, oído el Consejo 
Fiscal, serán designados anualmente por el Gobierno 
Fiscales de Sala eméritos en el Tribunal Supremo, cuando 
así lo soliciten, siempre que reúnan los requisitos exigidos 
en la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, 
para los Magistrados eméritos en el Tribunal Supremo y de 
acuerdo con las necesidades de refuerzo en la Fiscalía del 
Tribunal Supremo.

Disposición adicional cuarta.
1. Los miembros de la Carrera Fiscal se sustituirán entre 

sí, de acuerdo con lo dispuesto en este Estatuto, en las nor-
mas reglamentarias que lo desarrollen y en las Instrucciones 
que, con carácter general, dicte el Fiscal General del Estado.

2. Cuando no pueda acudirse al sistema de sustitucio-
nes ordinarias, podrán ser nombrados con carácter excep-
cional Fiscales sustitutos en los casos de vacantes, licencias, 
servicios especiales u otras causas que lo justifiquen.

3. El régimen jurídico de los Fiscales sustitutos será ob-
jeto de desarrollo reglamentario en términos análogos a lo 
previsto para los Magistrados suplentes y Jueces sustitutos 
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, que será aplicable su-
pletoriamente en esta materia.

Disposición final primera.
Se faculta al Gobierno:

A.  Para que, en el plazo de un año y a propuesta del 
Ministro de Justicia, dicte el Reglamento que desarrolle 
la presente Ley.

B.  Para redistribuir las plantillas entre las distintas Fiscalías, 
tanto del personal fiscal que las sirve, como del auxiliar 
adscrito a las mismas, siempre que no implique incre-
mento en las plantillas presupuestarias respectivas.

Disposición final segunda.
Queda derogado el Estatuto del Ministerio Fiscal de veintiu-
no de junio de mil novecientos veintiséis. En tanto no se 
dicte el Reglamento a que se refiere la disposición anterior, 
seguirá aplicándose el hoy vigente en lo que no se oponga 
a la presente ley.

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta Ley.
Baqueira Beret a treinta de diciembre de mil novecientos ochenta y uno.

Juan Carlos R.

El Presidente del Gobierno,

Leopoldo Calvo-Sotelo y Bustelo
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FISCALES GENERALES DEL ESTADO 
CONSTITUCIONALES

Superando este difícil momento en el que la pandemia 
marca nuestras vidas, nuestras agendas e incluso nuestros 
impulsos, hemos conseguido un hito de gran trascenden-
cia: la culminación de los trabajos que se iniciaron en 2002. 
Un largo recorrido para la adopción de un código de con-
ducta para los y las fiscales conforme a las recomendacio-
nes del Grupo de Estados contra la Corrupción (GRECO): 

 «un código de conducta para Fiscales de fácil acceso para 
el público, y que se complemente con orientación dedica-
da a los conflictos de intereses y otros asuntos relativos a 
la integridad».

Este es un logro de toda la carrera que nadie debe patrimo-
nializar y del que todas y todos nos hemos de sentir orgu-
llosos. El camino ha sido largo pero provechoso, pues en 
este tránsito hemos aprendido mucho; desde la reflexión 
durante la elaboración de los trabajos, la contestación a las 
encuestas, la consulta a toda la carrera, en especial las re-
uniones de la comisión, hasta el resultado final.

Dolores Delgado García

Fiscal General del Estado

CÓDIGO  
ÉTICO  
DEL  
MINISTERIO  
FISCAL

Código ético del Ministerio Fiscal

presentación

Conforme prevé el artículo 1.1 de nuestra carta magna, 
«España se constituye en un Estado social y democrático de 
Derecho que propugna como valores superiores de su orde-
namiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el plu-
ralismo político», valores que tienen su proyección y ga-
rantía en un sistema de justicia equitativo, imparcial, 
eficaz e independiente.

El Ministerio Fiscal, órgano de relevancia constitucional 
con personalidad jurídica propia y protagonista relevante 
del sistema, en el marco de las funciones que la Constitución 
y el resto del ordenamiento jurídico le encomienda, ha lle-
vado a cabo iniciativas tendentes a hacer realidad que 
los ciudadanos y ciudadanas que se relacionan con la 
Administración de justicia se encuentren con una institución 
que actúa desde la igualdad, la imparcialidad, la eficacia, la 
transparencia y el respeto.

Junto a las decisiones adoptadas en el marco de su fun-
ción y su estructura orgánica y que, por tanto, resultan de 
obligado cumplimiento, conscientes de la incidencia que 
el ejercicio de sus competencias tiene en la vida de la 
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 ciudadanía, los integrantes del Ministerio Fiscal se compro-
meten con algo más, con los principios y deberes que se 
plasman en el presente código ético.

Este texto pone fin a una larga etapa de estudios y 
consultas. Han pasado siete años desde que el Grupo 
de Estados contra la Corrupción (GRECO), en el  informe de 
evaluación sobre prevención de la corrupción respecto 
de parlamentarios, jueces y fiscales en España (diciem-
bre de 2013), recomendase la adopción de un código de 
conducta para fiscales de fácil acceso para el público que 
se complementase, además, con una orientación dedica-
da a los conflictos de intereses y otros aspectos relativos 
a la integridad.

A fin de hacer realidad tal recomendación, la Fiscalía 
General del Estado inició los trabajos de los que surgió el 
documento titulado «Principios deontológicos del Ministerio 
Fiscal. Estudio preliminar y período de consultas» (octubre 
de 2015). Las observaciones a este texto determinaron 
que el Pleno del Consejo Fiscal, en sesión de 20 de diciem-
bre de 2017, acordase la constitución de una comisión 
«para impulsar los trabajos de elaboración de un Código 
Deontológico de la carrera fiscal», comisión que se confor-
mó con nueve miembros: dos vocales electivos del Consejo 
Fiscal (una vocalía por cada una de las dos asociaciones de 
fiscales representadas), un/a fiscal de cada una de las tres 
asociaciones profesionales de fiscales, un/a fiscal de la 
Secretaría Técnica, un/a fiscal de la Inspección Fiscal de 
la Fiscalía General del Estado, la/el Fiscal Jefe de la Secretaría 
Técnica y la/el Fiscal Jefe de la Inspección.

Desde su constitución, la comisión ha actuado conforme 
a criterios compartidos tanto en lo referido al método de 
trabajo como al marco al que habría de circunscribirse. El 
primero y esencial: no se trata de un texto disciplinario. 
Nada tiene de novedosa la idea; es común y está presente 
en todos los textos sobre ética y deontología de la/el fiscal, 
a los que les son ajenos los conceptos de infracción, respon-
sabilidad disciplinaria y sanción. El presente texto se ocupa 
de los principios y deberes éticos de la/el fiscal. En sus líneas 
no existe obligación jurídica alguna de la que pueda derivar 
sanción, tratándose de la expresión del compromiso de los 
y las fiscales con aquellos deberes que, sin ser exigibles, han 

de contribuir a optimizar el ejercicio de sus funciones 
y orientar su comportamiento, reforzando con ello la 
 confianza de la ciudadanía en la institución y, por ende, en 
el sistema de justicia.

El segundo criterio básico ha consistido en atribuir a los 
y las fiscales, individualmente considerados, el protagonis-
mo casi absoluto para la elaboración del texto. Concebido 
como un compromiso, se ha entendido que corresponde a 
los y las fiscales que integran la institución, fijar su conteni-
do. Cooperadores clave en esta tarea han sido las asociacio-
nes profesionales de fiscales. Su participación en la comi-
sión ha discurrido por cauces constructivos, en un clima 
caracterizado por la firme voluntad de llegar a acuerdos, lo 
que ha supuesto en diversas ocasiones la renuncia de las 
propuestas propias y la aceptación de las ajenas.

El trabajo fundamental de la comisión ha consistido en 
la elaboración de los cinco cuestionarios que constituyen el 
esquema del texto. Para ello se han tomado en considera-
ción diversos cánones de naturaleza ética o deontológica, 
destacando las recomendaciones y opiniones del Consejo 
Consultivo de Fiscales Europeos del Consejo de Europa, así 
como normas de Naciones Unidas, Unión Europea, el Códi-
go Modelo Iberoamericano o los textos nacionales de paí-
ses como Francia, Italia o Portugal.

Durante año y medio se han trasladado esos cinco cues-
tionarios a todos los integrantes de la carrera fiscal, habién-
dose recibido un total aproximado de 900 respuestas. El 
sentido de las réplicas, los comentarios y observaciones 
efectuados por los integrantes de la carrera fiscal han deter-
minado en buena medida el texto que ahora se presenta. 
Con un criterio objetivo, la comisión acordó no incluir aque-
llas propuestas que no superasen el 70% de aceptación, lo 
que ha supuesto dejar fuera un porcentaje de en torno a un 
tercio de las cuestiones sometidas a valoración. Por otra 
parte, la toma en consideración de los comentarios ha mo-
dificado, en ocasiones, el sentido de las propuestas iniciales. 
Otras han sido desechadas por la propia comisión al enten-
der que constituían materias que han de ser objeto de re-
gulación en el Estatuto Orgánico, en el Reglamento del 
Ministerio Fiscal o en instrucciones u otros documentos de 
la Fiscalía General del Estado.

Cuando se dice que el protagonismo de las y los fiscales 
ha sido casi absoluto, ha de precisarse que se ha contado 
además con las aportaciones que han realizado los Ilustres 
Colegios Profesionales de Abogados y Procuradores y los 
medios de comunicación. Se ha entendido que en el diseño 
del fiscal ideal y modélico debía contarse también con la 
 visión que del mismo se tiene desde perspectivas ajenas 
a la institución.

i.  
intervención en redes y medios  
de comunicación: reserva, discreción 
y libertad de expresión
El artículo 19 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos establece el derecho individual a la libertad de 
opinión y expresión.

La Constitución española consagra este derecho en su 
artículo 20, configurándose como una libertad pública fun-
damental de la que no se excluye expresamente a los inte-
grantes de la carrera fiscal, exclusión que, sin embargo, sí se 
produce respecto de otros derechos que se regulan expre-
samente en nuestra carta magna.

La Recomendación (2000)19, de 6 de octubre, del Comi-
té de Ministros del Consejo de Europa, sobre el papel del 
Ministerio Fiscal en el sistema de justicia penal, regula este 
derecho en su vertiente positiva al señalar en su parágrafo 6 
que «Los Estados deberán disponer lo necesario para que se 
reconozca a los miembros del Ministerio Fiscal el derecho efec-
tivo a la libertad de expresión, de creencias, de asociación y 
de reunión».

Reconocido el derecho a la libertad de opinión y expre-
sión, su ejercicio —en lo que a los y las fiscales se refiere— 
está sujeto a determinados límites que fija el ordenamiento 
jurídico, entre otros, en los artículos 4, 50 y 59 EOMF y 395 
y 396 LOPJ. Tales restricciones son plenamente coherentes 
con los principios que han de guiar la actuación del Ministe-
rio Fiscal, entre los que destacan los de lealtad constitucio-
nal, fortalecimiento de la confianza en la justicia y la omisión 
de realizar cualquier acción que pueda ser percibida como 
una afectación a su independencia e imparcialidad o que 

vaya en demérito de la consideración que la ciudadanía de-
bería dispensar a la justicia, a sus servidores y a la propia 
Fiscalía.

Los espacios no sancionables pero susceptibles de en-
trar en tensión con la apariencia de independencia e impar-
cialidad del Ministerio Fiscal son abundantes, especialmente 
cuando los miembros del Ministerio Fiscal intervienen en 
debates públicos o exteriorizan convicciones de carácter 
ideológico y/o religioso, o cuando realizan actividades aje-
nas a la actuación profesional en el ámbito privado.

En lo que se refiere a la relación entre fiscales y medios 
de comunicación, la doctrina de la Fiscalía General del Esta do 
—contenida en la Instrucción 3/2005 sobre las relaciones 
del Ministerio Fiscal con los medios de comunicación—, la Re-
comendación (2003)13, de 10 de julio, del Comité de Minis-
tros del Consejo de Europa, sobre la difusión de la información 
por los medios de comunicación respecto a los procedimientos 
penales, y las Opiniones del Consejo Consultivo de Fiscales 
Europeos nº 8 (2013), sobre las relaciones entre los Fiscales y 
los Medios de Comunicación, y nº 10 (2015), sobre el papel de 
los fiscales en la investigación penal, mantienen una misma 
concepción que parte del reconocimiento de la libertad de 
expresión para, seguidamente, señalar determinados condi-
cionantes, entre otros, los que se refieren a que las informa-
ciones sean claras, fiables, precisas y no pongan en peligro 
las investigaciones; al necesario respeto a la dignidad de los 
ciudadanos y ciudadanas y a la presunción de inocencia. Re-
serva y confidencialidad son, por consiguiente, algunos de los 
límites que ha de respetar el Ministerio Fiscal.

Estos principios y límites han de servir también para la 
intervención en redes sociales. La participación en cualquier 
red social tiene trascendencia pública y, por lo tanto, deberá 
efectuarse con la misma prudencia con que se efectúan las 
manifestaciones presenciales o incluso mayor, dada la enor-
me difusión y alcance de los contenidos publicados en redes.

Las y los fiscales habrán de mostrarse prudentes en sus 
manifestaciones y no solo respecto de las opiniones que se 
formulan por escrito u oralmente sino, también, en la reali-
zación de actos que tengan contenido simbólico; cautela 
que debería extenderse a los temas que abordan pública-
mente, a cómo lo hacen y los medios que emplean para 
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hacerlo. La función del fiscal conlleva un ejercicio de re-
flexión, mesura y autocontención cuando se expresan o 
transmiten posturas u opiniones, bien sea en el ejercicio del 
cargo, bien en la vida privada.

De conformidad con estos principios,

1.  Las y los fiscales se comprometen a ejercer con pruden-
cia el derecho a la libertad de expresión que como ciuda-
danas y ciudadanos les corresponde, respetando en 
todo momento las obligaciones derivadas del secreto 
profesional, la reserva, discreción y consideración a los 
derechos de los individuos, prestando especial cuidado 
en evitar actuaciones o emitir juicios que puedan com-
prometer su imparcialidad y objetividad, así como la ima-
gen y crédito del Ministerio Fiscal.

2.  Las y los fiscales se comprometen a mantener la lealtad 
constitucional, fortalecer la confianza en la justicia y abste-
nerse de realizar cualquier acción que pueda ser perci bida 
como una afectación a su independencia e imparcialidad 
y/o que vaya en demérito de la consideración que la ciuda-
danía debería dispensar a la administración de justicia.

3.  Las y los fiscales podrán participar en debates públicos 
sobre derecho y administración de justicia, así como so-
bre promoción o protección de los derechos humanos, 
obviando los debates públicos sobre procedimientos en 
trámite.

4.  Las y los fiscales se comprometen a divulgar, en su rela-
ción con los medios, el conocimiento de las funciones y 
fines del Ministerio Fiscal.

5.  Los y las fiscales se comprometen a hacer de la Fiscalía el 
cauce para la eventual contestación y/o precisión de 
aquellas informaciones que no se correspondan con la 
realidad o afecten al trabajo desempeñado por la Fiscalía 
o por la/el propio fiscal, en su caso.

6.  Los y las fiscales se comprometen a evitar, en su relación 
con los medios, cualquier trato de favor, debiendo valorar 
si las características, el formato del medio o el programa 
permiten transmitir con rigor y objetividad el mensaje.

7.  En el uso de las redes sociales, cuando se identifiquen 
directa o indirectamente como fiscales, se comprometen 

a actuar conforme a las normas y principios que se reco-
gen en el presente texto y atendiendo al papel institucio-
nal de su función.

8.  Los y las fiscales y, especialmente, quienes ejerzan pues-
tos de jefatura, se comprometen a fomentar el uso y 
 participación en las nuevas tecnologías para informar de 
sus actividades.

9.  Los y las fiscales que ejerzan responsabilidad de jefatu-
ra se comprometen a informar de los convenios y pro-
tocolos institucionalmente suscritos y vigentes, siempre 
que no se perjudique el ejercicio de la función y sin per-
juicio de cumplir con lo dispuesto en la Ley 19/2013, 
de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la informa-
ción  pública y buen gobierno.

ii.  
formación
La formación y perfeccionamiento permanente es una ne-
cesidad para las/los integrantes del Ministerio Fiscal y una 
exigencia de la ciudadanía, y adquiere un interés público al 
que han de dar respuesta los poderes públicos y la propia 
Fiscalía.

La formación es un deber y a la vez un derecho de los y 
las fiscales. Se deberá respetar y promover la autoformación 
y asegurar el acceso de toda la carrera fiscal a la formación y 
perfeccionamiento de forma adecuada, digna y eficaz.

La formación de los/las fiscales debe extenderse a todo 
el desarrollo de su vida profesional e incluir, además de con-
tenidos técnico-jurídicos, otras materias igualmente sustan-
tivas que inciden en la realidad social sobre la que habrá de 
aplicarse el derecho.

La unidad de actuación que se predica de la acción del 
Ministerio Fiscal se ve reforzada a través de la formación 
continuada, entendida así como herramienta de difusión y 
perfeccionamiento de uno de los principios de actuación 
consagrados constitucionalmente.

La formación ha de ser accesible, programada, comple-
mentaria y compatible con el resto de las obligaciones 

 profesionales de los y las fiscales; ha de ser neutral y deberá 
facilitarse con criterios de selección objetivos, transparentes 
y contrastables, de forma que toda la carrera fiscal tenga 
acceso igualitario a las herramientas formativas.

Las y los fiscales participarán en el diseño programado 
de su propia formación y la idea de la colaboración presidirá 
la totalidad de las actividades formativas.

La formación es uno de los cauces de especialización 
dentro de la carrera fiscal, así como uno de los vehículos 
de promoción profesional.

En la formación de los miembros del Ministerio Fiscal 
debe incluirse, además de los aspectos jurídicos, una serie 
de contenidos mínimos que incluyan entre otros:

 —  Los principios y exigencias éticas inherentes a sus fun-
ciones.

—   La protección garantizada por la Constitución a los dere-
chos humanos y las libertades definidos por el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos.

—  El principio de igualdad, especialmente entre mujeres y 
hombres, en la interpretación y aplicación de las normas 
y perspectiva de género.

 —  Formación en materia de gestión y organización del tra-
bajo, recursos humanos y habilidades técnicas para el 
ejercicio de su profesión.

 —  El abordaje de cuestiones o materias específicas en 
 función de la actualidad, teniendo en cuenta particular-
mente las características y la evolución de la crimi na-
lidad, así como en el ámbito de la cooperación interna-
cional en materia penal, incluida una cultura judicial 
europea común.

De conformidad con estos principios,

10.  Los y las fiscales procurarán adquirir de manera perma-
nente la formación y especialización necesarias, que 
intensificarán a lo largo de su vida profesional, con 
aprovechamiento de sus cualidades personales para 
cumplir su función.

11.  Las y los fiscales procurarán colaborar en aquellas acti-
vidades externas a la institución que puedan incidir po-

sitivamente en su formación o en la de las personas 
asistentes.

12.  Las y los fiscales procurarán comunicar a la Inspección 
Fiscal la participación en cualquier actividad formativa 
que estimen de interés, a fin de proceder a su incorpo-
ración al expediente personal.

13.  Los y las fiscales procurarán participar activamente 
en los cursos para los que hayan sido seleccionados, 
colaborar en la posterior valoración del curso y de los/
las ponentes.

14.  Los y las fiscales se comprometen a compatibilizar ade-
cuadamente su formación con el correcto desempeño 
de su trabajo.

15.  Las y los fiscales jefes procurarán facilitar la asistencia a 
actividades formativas organizadas por la Fiscalía General 
del Estado o que sean propias de la función, organizando 
o reorganizando los servicios siempre que ello sea com-
patible con el buen funcionamiento de la Fiscalía.

16.  Las y los fiscales responsables de la actividad de forma-
ción se comprometen a incluir, junto con la formación 
en materias jurídicas, recursos formativos en los que se 
aborde la enseñanza de nuevas tecnologías, expresión 
oral y escrita, ética profesional, perspectiva de género, 
idiomas o cualesquiera otras materias que enriquezcan 
al fiscal en el ejercicio de sus funciones.

17.  Los y las fiscales responsables de la actividad de forma-
ción se comprometen a ser transparentes en la convo-
catoria de los recursos formativos, motivando y publici-
tando los criterios adoptados y los resultados 
obtenidos, tanto en lo relativo a los asistentes como en 
lo que respecta a ponentes y directores.

18.  Los y las fiscales responsables de las actividades de for-
mación se comprometen a organizar jornadas de inicia-
ción en las diferentes especialidades del Ministerio 
Fiscal para aquellos fiscales que, no siendo especialis-
tas, manifiesten interés en la especialidad de que 
se trate, facilitando el acceso a la misma en condicio-
nes de igualdad.
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iii.  
intervención en el proceso penal
La intervención del Ministerio Fiscal en el proceso penal es 
una de sus funciones más relevantes, tanto en defensa de 
la legalidad, como de los derechos de la ciudadanía y del 
interés público tutelado por la ley. A su vez, los principios de 
contradicción, proporcionalidad y defensa inspiran la activi-
dad del Ministerio Fiscal. La defensa proactiva de todos esos 
fines en el marco de los principios mencionados vigoriza 
la confianza de la comunidad en el Ministerio Fiscal.

El Ministerio Público actúa con sujeción a lo dispuesto 
en la Constitución, las leyes y el resto del ordenamiento jurí-
dico, emitiendo dictámenes, informando y ejercitando las 
acciones procedentes o, en su caso, oponiéndose a las inde-
bidamente promovidas. Su legitimidad última reside en su 
configuración constitucional como defensor de la legalidad.

Otro vector importante de su actuación profesional es el 
respeto al principio de imparcialidad. En su cumplimiento, 
el Ministerio Fiscal actúa en el proceso como parte neu-
tral, con plena objetividad y en defensa de la legalidad y el 
 interés público.

Es una tendencia legislativa cada vez más notable la in-
troducción en el proceso penal de las posibilidades de 
acuerdo o conformidad con suficientes garantías de super-
visión judicial. En la búsqueda de ese consenso, la repara-
ción tiene un efecto resocializador que evidencia la voluntad 
de la persona acusada/condenada de atemperar los efec-
tos del delito.

Asimismo, el principio de oportunidad reglada se ha in-
troducido en los delitos leves y en la jurisdicción de meno-
res. Las relaciones de la/el fiscal con la persona investigada 
y su defensa deben explorar estos caminos presididos tam-
bién por la ética profesional.

También las relaciones con las/ los peritos y auxilios ju-
diciales deben estar inspiradas por esa misma búsqueda 
imparcial y neutral de los hechos.

De conformidad con estos principios,

19.  En el ejercicio de su función, los y las fiscales, además 
de actuar con sujeción al ordenamiento jurídico, lo 

harán con la debida lealtad hacia la institución y sus 
integrantes.

20.  Los y las fiscales actuarán con pleno respeto a los fines 
y principios del proceso, garantizando los derechos de 
las partes. El cumplimiento de estos cometidos im-
puestos por la ley deberá inspirarse en los principios 
de eficacia, eficiencia y probidad.

21.  Para actuar con la máxima objetividad, las y los fiscales 
deberán abstraerse de sus convicciones personales, 
cuando estas puedan interferir o resulten incompati-
bles con sus actuaciones.

22.  Los y las fiscales se asegurarán de que sus compromi-
sos personales y/o de cualquier otro tipo no interfieran 
en el ejercicio de su función y, en caso de suscitarse la 
duda, plantearán consulta a sus superiores.

23.  Los y las fiscales actuarán en todas sus intervenciones 
profesionales de manera profesional, técnica y con cor-
tesía y respeto, absteniéndose de emitir opiniones per-
sonales.

24.  Conscientes de la importancia de la forma en los actos 
oficiales (juicios, vistas, comparecencias, etc.), las y los 
fiscales cuidarán de mostrar en todo momento su im-
parcialidad y no dar la impresión, a los ojos de profe-
sionales y ciudadanos, de que establecen relaciones 
estrechas y, aún menos, de complicidad, con jueces y 
magistrados.

25.  En los asuntos en trámite, las y los fiscales se relaciona-
rán profesionalmente única y exclusivamente con las/
los abogados y procuradores de las partes o con quie-
nes legalmente les sustituyan, sin perjuicio de cumplir 
con su función tuitiva respecto de las víctimas. Las cita-
das relaciones se mantendrán en el necesario marco de 
confidencialidad.

26.  Conscientes de la importancia de la forma en los actos 
oficiales (juicios, vistas, comparecencias, etc.), los y las 
fiscales cuidarán de mostrar en todo momento su im-
parcialidad y no dar la impresión, a los ojos de profe-
sionales y de la ciudadanía, de que establecen relacio-
nes estrechas y, aún menos, de complicidad, con las/
los abogados y procuradores intervinientes.

27.  Los y las fiscales deben poner en conocimiento de su su-
perior jerárquico aquellos supuestos en que su amistad 
o enemistad con la/el letrado o con el resto de intervi-
nientes en el proceso, con quienes coincidan en el des-
pacho de un asunto o en un determinado servicio, pue-
da repercutir negativamente en el ejercicio de la función.

iv.   
conflictos de intereses participación y 
gestión de los bienes de la administración
Como servidores públicos, los y las fiscales desempeñarán 
en todo momento su actuación profesional de acuerdo con 
los principios de integridad, equidad, imparcialidad, objeti-
vidad, autonomía personal y legalidad.

La integridad profesional, social y personal de las/los 
fiscales es garantía de la toma de decisiones equitativas, 
imparciales y generadoras de confianza en la administración 
de justicia.

En el cumplimiento de sus funciones, los integrantes del 
Ministerio Fiscal deben permanecer ajenos a cualquier cla-
se de injerencia y/o exentos de cualesquiera conflictos de 
intereses que puedan comprometer su labor o incidir en la 
toma de sus decisiones.

Los y las fiscales no deberán intervenir en los supuestos 
en los que tengan un interés personal que pueda generar 
un conflicto, ni utilizar la información a la que tengan acceso 
durante el ejercicio de su función para sus propios intereses 
o los de terceras personas.

Los y las fiscales no deberán aceptar cortesías, consi-
deraciones o regalos que excedan de las lógicas conven-
ciones sociales en el ámbito de su actuación profesional o 
particular, ni en el supuesto de que su aceptación pueda 
poner en peligro su apariencia de imparcialidad.

Las y los fiscales no deberán hacer uso o verbalizar su 
condición profesional en actos de su vida privada con el fin 
de obtener una ventaja a la que de otro modo no podrían 
aspirar, para sí mismos o sus familiares.

En el ejercicio de sus funciones y en el acceso a puestos 
de responsabilidad, las y los fiscales evitarán que sus intere-

ses personales, económicos o sus relaciones familiares o 
sociales influyan de modo incorrecto en el desempeño de 
su trabajo.

Los y las fiscales deberán en todo caso comunicar a los 
órganos pertinentes aquellas actividades privadas ajenas a 
su función que requieran autorización.

La preocupación por el fenómeno de las «puertas gira-
torias» (circulación sin obstáculos de altos cargos entre los 
sectores público y privado), determina la conveniencia de 
una regulación detallada de los supuestos de excedencia o 
reingreso en la carrera fiscal.

Los y las fiscales, en el uso y administración de los bie-
nes, recursos y fondos públicos, deberán garantizar el ma-
yor rigor y transparencia, adoptando las decisiones perti-
nentes para una utilización eficaz de los recursos puestos a 
su disposición. El uso de esos medios públicos debe desti-
narse a la realización del trabajo profesional, primando el 
interés de las fiscalías y el interés global del Ministerio Fiscal 
para el buen desempeño de su función.

De conformidad con estos principios,

28.  Los y las fiscales se comprometen a velar por el buen 
uso de los bienes, recursos y fondos públicos puestos 
a su disposición, garantizando que su utilización tenga 
una finalidad institucional, evitando el uso abusivo para 
fines privados y velando por un buen empleo de los 
fondos públicos.

29.  Los y las fiscales se comprometen a evitar hacer uso de 
su condición profesional —incluso a través de la mera 
verbalización—, con el fin de obtener la más mínima 
ventaja para sí mismos, sus parientes o amistades.

30.  Los y las fiscales se comprometen a no mostrar interés 
—salvo justa causa— en el estado de un procedimiento 
en el que no intervengan.

31.  Las y los fiscales se comprometen a rechazar regalos, 
favores, servicios o invitaciones que excedan de la mera 
cortesía y usos sociales o de las relaciones instituciona-
les. En todo caso, no deberán aceptar invitaciones que 
hayan sido ofrecidas en consideración al ejercicio de su 
actividad profesional en asuntos concretos.
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32.  Toda actividad pública que desarrollen los y las fiscales 
siendo compatible con sus funciones se realizará con la 
máxima transparencia y con comunicación a aquellas 
administraciones que corresponda en caso de tratarse 
de una actividad remunerada.

33.  Las y los fiscales se asegurarán de que sus compromi-
sos con entidades públicas y privadas no interfieran en 
el ejercicio y dedicación a su oficio y, en todo caso, 
como ejercicio de transparencia y en el más breve plazo 
posible, pondrán en conocimiento dichas actividades a 
los órganos del Ministerio Fiscal que corresponda, 
cuando exista duda sobre ello.

34.  Las y los fiscales tienen derecho a la libertad de expre-
sión pero deberán evitar realizar en el ejercicio de su 
función manifestaciones públicas u ostentación de sus 
creencias religiosas y/o ideas partidistas que puedan me-
noscabar su imparcialidad o apariencia de imparcialidad.

35.  Las y los fiscales extremarán el celo en preservar su apa-
riencia de imparcialidad cuando regresen a la carrera 
fiscal después de haber prestado servicios en cargos de 
representación política y/o parlamentaria, cargos públi-
cos y actividades profesionales en el sector privado.

36.   En el proceso de acceso a puestos de libre designación 
los y las fiscales aspirantes deberán poner de manifies-
to la existencia de vinculaciones familiares con institu-
ciones públicas, bien directamente o bien a través de 
intereses económicos o de otro tipo. Fuera de los su-
puestos de acceso a puestos de libre designación, estas 
relaciones deberán ser puestas de manifiesto al supe-
rior jerárquico cuando puedan afectar a la apariencia 
de imparcialidad.

v.  
relaciones internas
Como miembros de una organización jerarquizada, los y 
las fiscales ajustarán su actuación en todo momento a los 
principios de lealtad y buena fe con el Ministerio Fiscal 
como institución, con sus superiores, compañeros/as y 
 subordinados/as.

Ejercerán sus funciones con eficacia, optimizando los 
recursos, procurando la consecución del interés general, el 
cumplimiento de los fines del Ministerio Fiscal y la excelen-
cia profesional.

El principio de dependencia jerárquica se justifica como 
medio para lograr el buen funcionamiento del Ministerio 
Fiscal y, en especial, el principio de unidad de actuación.

Las relaciones entre los distintos niveles de jerarquía 
deben responder a reglas claramente definidas, favorecien-
do el establecimiento de sistemas de control y, en todo 
caso, estarán presididas por el trato respetuoso y conside-
rado. Estos criterios se aplicarán asimismo en las relaciones 
con el personal colaborador.

En las relaciones internas, los y las fiscales se compro-
meten a hacer de la información puntual y rigurosa uno de 
sus principios de actuación, poniendo en común los asun-
tos de interés. Este compromiso deberán asumirlo tanto 
quienes ejercen las funciones de la jefatura, como el resto 
de la plantilla.

Quienes ejerzan funciones de dirección orientarán sus 
actuaciones hacia el buen funcionamiento del órgano y/o 
del servicio. En el ejercicio de sus funciones estatutarias 
conjugarán, razonable y razonadamente, los criterios y 
principios de eficacia, eficiencia, imparcialidad, equidad, 
cualificación jurídica, antigüedad, transparencia, objetivi-
dad y motivación.

Quienes ejerzan funciones de dirección procurarán la de-
bida coordinación y buen entendimiento entre los fiscales.

Las órdenes, instrucciones e indicaciones de visado 
 deben hacerse por escrito, con motivación, transparencia, 
pleno respeto a la ley y a los criterios de actuación preexis-
tentes y siempre con la debida consideración al compañero.

La asignación y reasignación de casos deberá realizar-
se con transparencia, conforme a criterios generales obje-
tivos y predeterminados que cumplan con el principio de 
imparcialidad.

Las y los fiscales analizarán las órdenes, instrucciones e 
indicaciones de visado con ánimo constructivo y  respetuoso, 
evitando cualquier actitud que pudiera interpretarse de 
abierta hostilidad o falta de espíritu crítico.

Los y las fiscales que, individualmente o como miembros 
de un órgano colegiado, deban evaluar los méritos y capa-
cidad profesional de otro fiscal, lo harán conforme a crite-
rios objetivos y transparentes.

De conformidad con estos principios,

37.  Los y las fiscales, cualquiera que sea su cargo o destino, 
procurarán analizar las órdenes e instrucciones con áni-
mo constructivo y respetuoso, evitando cualquier acti-
tud que pudiera interpretarse como abierta hostilidad 
o falta de espíritu crítico. Formularán por escrito las 
objeciones que consideren oportunas frente a las órde-
nes e instrucciones que no compartan.

38.  Las y los fiscales procurarán la mayor transparencia en 
el funcionamiento interno de la Fiscalía y en las actua-
ciones profesionales, facilitando la difusión de toda in-
formación relevante que no sea reservada.

39.  Los y las fiscales oirán y expondrán, igualmente con 
 cortesía y respeto, aquellas sugerencias, valoraciones y 
observaciones que puedan contribuir al mejor funcio-
namiento de la oficina fiscal.

40.  Los y las fiscales actuarán con la máxima atención y dili-
gencia al valorar los asuntos que por su importancia 
o trascendencia deban ser comunicados a sus superiores.

41.  Los y las fiscales se comprometen a participar activa-
mente en las juntas de Fiscalía, exponiendo cuanto se 
entienda que pueda contribuir al debate y evitando 
cualquier actitud de reserva o retraimiento. Las opinio-
nes, especialmente las discrepantes, se expondrán du-
rante la celebración de la junta. Su presidente/a promo-
verá el debate y velará por mantener el adecuado 
ambiente de respeto mutuo.

42.  Los y las fiscales se comprometen a dar cuenta de 
aquellas circunstancias que por su gravedad o reitera-
ción afecten al normal funcionamiento del servicio.

43.  Las y los fiscales se comprometen a informar al supe-
rior y, en todo caso, a la Inspección Fiscal, del trato in-
adecuado que se produzca en el ámbito de la Fiscalía, 
ya sea hacia los fiscales, funcionarios, profesionales o el 
público, aunque el afectado no formule queja o denun-

cia. Instarán también aquellos procedimientos previstos 
para el reconocimiento de méritos.

44.  Las y los fiscales se comprometen con los principios inspi-
radores del Protocolo de actuación frente al acoso y vio-
lencia en el trabajo, el acoso sexual por razón de género 
o de sexo, el acoso discriminador y el acoso moral o psi-
cológico en el Ministerio Fiscal, aprobado por Decreto de 
la Fiscal General del Estado de 18 de julio de 2019.

45.  Quienes deban informar sobre el ejercicio de la función 
o promoción profesional de los fiscales se ajustarán a 
los principios de objetividad, mérito, capacidad y trans-
parencia.

46.  Las jefaturas facilitarán la participación de todos los/las 
fiscales de la plantilla en las actividades desarrolladas 
por otras instituciones en colaboración con la Fiscalía.

47.  Las y los vocales del Consejo Fiscal se comprometen a 
conducirse con la mayor prudencia en sus manifesta-
ciones sobre aspectos personales y / o de la vida privada 
de los fiscales a los que se refieran los asuntos tratados 
en el seno del Consejo.
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